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LEY 1463 DE 2011
(junio 29)

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre los Gobiernos de la República 
de Colombia y de la República Federativa de Brasil para el establecimiento 
de la Zona de Régimen Especial Fronterizo para las localidades de Tabatinga 

El Congreso de la República
Visto el texto del “Acuerdo entre los Gobiernos 

de la República de Colombia y de la República 
Federativa de Brasil para el establecimiento de la 
Zona de Régimen Especial Fronterizo para las loca-
lidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia (Colombia)”, 

septiembre de 2008.

texto íntegro de los Instrumentos Internacionales 
mencionados).
PROYECTO DE LEY NÚMERO 196 DE 2009 

SENADO 
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo entre 
los Gobiernos de la República de Colombia y de la 
República Federativa de Brasil para el estableci-
miento de la Zona de Régimen Especial Fronterizo 
para las localidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia 
(Colombia)”,

días del mes de septiembre de 2008. 
El Congreso de la República

Visto el texto del “Acuerdo entre los Gobiernos 
de la República de Colombia y de la República 
Federativa de Brasil para el establecimiento de la 
Zona de Régimen Especial Fronterizo para las loca-

lidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia (Colombia)”, 

septiembre de 2008.

y completa del texto original en castellano del 

-
nisterio de Relaciones Exteriores, el cual consta 
de seis (6) folios, documento que reposa en los 

Relaciones Exteriores).
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, y en cum-

plimiento de los artículos 150 numeral 16, 189 
numeral 2, y 224 de la Constitución Política de 
Colombia, presentamos al honorable Congreso de 
la República el Proyecto de ley, por medio de la 
cual se aprueba el “Acuerdo entre los Gobiernos 
de la República de Colombia y de la República 
Federativa de Brasil para el Establecimiento de 
la zona de Régimen Especial Fronterizo para las 
localidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia (Co-
lombia)”
del mes de septiembre del 2008.
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1. Integración Leticia-Tabatinga 
Las ciudades de Leticia y Tabatinga conforman 

prácticamente una sola ciudad con una aglomera-
ción urbana de aproximadamente 78 mil habitantes. 
Ambas ciudades se localizan a la margen izquierda 
del río Amazonas y existe un libre tránsito de bie-
nes y personas a pesar del límite internacional que 
jurídicamente las separa. 

Tanto Leticia como Tabatinga son los principales 
centros de localización de las actividades económi-
cas, los mayores centros de población y los centros 
proveedores de servicios de sus respectivas regiones 
nacionales.

Las actividades económicas se basan primor-
dialmente en la pesca artesanal y en las actividades 
de comercio. Esta última se da en mayor escala en 
Leticia donde existe un número considerable de 
establecimientos comerciales. Otras actividades 
económicas importantes giran en torno a la presen-
cia militar en ambas ciudades, a las actividades de 
turismo y la prestación de servicios, particularmente 
de transporte. 

Dado el límite internacional de estas dos ciuda-
des, existen dos aeropuertos, dos puertos sobre el 
río Amazonas, dos plantas de generación de energía 
y dos sistemas para el tratamiento y potabilización 
de aguas.

2. Antecedentes 
La Comisión de Vecindad Colombo-Brasileña 

se constituyó y se reglamentó mediante el Decreto 
711 del 16 de abril de 1993, en desarrollo de las 
recomendaciones formuladas por los Mandatarios 
de ambos países en la Declaración Presidencial del 
3 de septiembre de 1991, que tiene como objetivo 
desarrollar proyectos de cooperación y desarrollo 
conjunto, así como dinamizar en materia económi-
ca y fronteriza en las siguientes áreas: transporte 
e infraestructura, medio ambiente y desarrollo, 
integración física y desarrollo social.

Actualmente, la Comisión de Vecindad Colombo-
Brasilera está conformada por la subcomisión de 
integración y desarrollo fronterizo, la subcomisión 
de asuntos económicos y comerciales, y el grupo 
de trabajo de medio ambiente.

En marco de la IX Reunión de la Comisión de 
Vecindad, realizada el 5 y 6 de octubre de 2006 
en Bogotá, se acordó que a nivel de Gobiernos se 
trabajara el tema de la integración comercial entre 
Leticia-Tabatinga. Adicionalmente, se acordó la 
conformación de un grupo de trabajo técnico que 
brindara recomendaciones de cómo avanzar en esta 
integración regional. 

En desarrollo del I Consultorio Empresarial 
realizado en Leticia el 30 y 31 de enero de 2008 
organizado por el Ministerio de Comercio, Industria 

para el desarrollo regional y para mejorar la compe-
titividad de Leticia. En la mesa de comercio exterior 
y aduanas, en materia de convenios bilaterales con 

regional que: 

“Colombia y Brasil han suscrito varios tra-
tados bilaterales y multilaterales, en los cuales 
los dos Estados han manifestado su voluntad de 
darle prioridad a los intereses de sus poblaciones 
fronterizas amazónicas, sin embargo, después de 
décadas de su vigencia, las entidades de los dos 
Estados, bajo el imperio de sus correspondientes 
nacionalismo y celo institucional se han empeñado 
en hacer prevalecer sus correspondientes legisla-
ciones nacionales en detrimento de los intereses 

generando incertidumbre y malestar entre sus 

Dentro de este consultorio empresarial se 
acordó que el Ministerio de Relaciones Exteriores 
estudiaría de manera concertada con los sectores 
regionales el Proyecto de Acuerdo Bilateral para 
la Integración y Desarrollo de las Municipalidades 
de Leticia y Tabatinga, presentado por la Cámara 
de Comercio del Amazonas a la Cancillería Co-
lombiana, en cumplimiento a lo dispuesto en la X 
Reunión de la Comisión de Vecindad e Integración 
Colombo-Brasilera, celebrada el 12 de noviembre 
de 2007 en la ciudad de Sao Paulo (Brasil) y, ade-
lantaría las gestiones pertinentes para conseguir 
la suscripción de este Acuerdo por parte de los 
dos Estados. 

Brasil, señor Luiz Inacio Lula da Silva, el 19 de julio 
de 2008, los Presidentes dieron un nuevo impulso a 
este tema, dando un plazo de 30 días para concluir 
las negociaciones y suscribir el Acuerdo.

Luego de dos reuniones con las autoridades bra-
sileras para negociar las condiciones del Acuerdo, 
en el marco de la XI reunión de la Comisión de 
Vecindad Colombo-Brasileña realizada el 19 de 
septiembre de 2008 se suscribió el Acuerdo entre 
los Gobiernos de la República de Colombia y de la 
República Federativa del Brasil para el Estableci-
miento de la zona de Régimen Especial Fronterizo 
para las localidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia 
(Colombia).

3. Intereses de Colombia en la Negociación
La normativa colombiana mediante el Decreto 

2685 de 1999 en el Título XIII establece las condicio-
nes para la Zona del Régimen Aduanero Especial de 
Leticia, el cual indica que para las mercancías que se 
importen por Leticia, Puerto Nariño y Tarapacá para 
uso y consumo en la zona, se encuentran exentas del 
pago de tributos aduaneros, requisitos y licencias de 
importación. Para aquellas operaciones que superen 
los $1.000 dólares americanos, deberán presentar 

En este sentido, Colombia permite el ingreso 
de mercancías para uso y consumo en la región 

y las mercancías se encuentran libres del pago de 
tributos aduaneros y del pago de IVA. Dado que los 
productos comprados en Leticia no cuentan con las 
mismas condiciones para el ingreso a Tabatinga, 
se hacía necesario homologar los requisitos que se 
tienen en la zona. 
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Adicionalmente, las entidades de control aplican 
las normativas nacionales, las cuales pueden generar 

-
cidad de la zona, por lo cual se buscaba alcanzar el 
reconocimiento mutuo entre las entidades de control.

4. Condiciones negociadas
El Acuerdo entre los Gobiernos de la República 

de Colombia y de la República Federativa del Brasil 
para el Establecimiento de la Zona de Régimen Es-
pecial Fronterizo entre las localidades de Tabatinga 
(Brasil) y Leticia (Colombia) se suscribió el 19 de 
septiembre de 2008. Este Acuerdo tiene como objeto 
el desarrollo de la región fronteriza y facilitar el 
comercio fronterizo de estas dos localidades.

Este régimen aplica para las mercancías que 
se consumen o comercializan en estas localidades 
libres de tributos, registro, licencia, autorización o 

-
tividad interna. 

Para las mercancías destinadas a la comercia-

personas habilitadas para realizar las operaciones 

en la legislación interna y deben estar establecidas 
en las localidades de Leticia y Tabatinga.

Para estas mercancías se aplicará un comercio 

o autorizaciones, salvo aquellas que por la nor-
mativa interna aplica a todo el territorio nacional. 

requerirá la factura comercial, la cual deberá ser 
acordada entre las Partes para facilitar el control y 

Para el pago de los tributos exigibles de acuerdo 
con la legislación interna, que no se encuentran 
exentos al amparo del presente régimen, se deberá 
presentar una declaración aduanera consolidada 
mensual.

Adicionalmente, se acordó que para facilitar el 
comercio en la zona, se buscará el reconocimiento 

-
trol en la zona, a las que haya lugar la operación 
comercial.

En cuanto a mercancías para el consumo en la 

domiciliadas en las localidades fronterizas y las 
mercancías deben ser destinadas al uso y consumo 
familiar compatibles a sus necesidades y las cuales no 
revelen por su tipo, volumen o cantidad, un destino 
comercial. Para el ingreso al resto del territorio na-
cional se deben aplicar las disposiciones contenidas 
en la normatividad interna de cada Parte.

El ingreso y salida de las mercancías no están 
sujetos a la presentación de ningún documento salvo 

Para todo el régimen se contempló que las mer-
cancías bajo su amparo están libres en el caso de 
Colombia de todos los tributos aduaneros y en el 
caso de Brasil, de los tributos federales incidentes 
en las operaciones de comercio exterior.

Por las anteriores consideraciones, el Gobier-
no Nacional, a través del Ministro de Relaciones 
Exteriores y del Ministro de Comercio, Industria 
y Turismo, solicita al Honorable Congreso de la 
República, aprobar el “Acuerdo entre los Gobier-
nos de la República de Colombia y de la República 
Federativa de Brasil para el establecimiento de la 
zona de Régimen Especial Fronterizo para las Loca-
lidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia (Colombia)”, 

septiembre del 2008.
De los honorables congresistas,
El Ministro de Relaciones Exteriores, 

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento  
a los convenios internacionales suscritos  

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1º. El Gobierno Nacional a través de la 
Cancillería presentará anualmente a las Comisiones 
Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y 
Cámara, y dentro de los primeros treinta días calen-
dario posteriores al período legislativo que se inicia 
cada 20 de julio, un informe pormenorizado acerca 
de cómo se están cumpliendo y desarrollando los 
Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Estados.

Artículo 2º. Cada dependencia del Gobierno 
Nacional encargada de ejecutar los Tratados Interna-
cionales de su competencia y requerir la reciprocidad 
en los mismos, trasladará la información pertinente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las 
Comisiones Segundas.

Artículo 3º. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4º. La presente ley rige a partir de su 
promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública.

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,
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REPÚBLICA DE COLOMBIA -  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de 

enero de 1998.
ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores,

ACUERDO ENTRE LOS GOBIERNOS LA 
REPÚBLICA DE COLOMBIA Y DE LA RE-
PÚBLICA FEDERATIVA DE BRASIL PARA 
EL ESTABLECIMIENTO DE LA ZONA DE 
RÉGIMEN ESPECIAL FRONTERIZO PARA 
LAS LOCALIDADES DE TABATINGA (BRA-

SIL) Y LETICIA (COLOMBIA)
El Gobierno de la República de Colombia

y
El Gobierno de la República Federativa  

de Brasil,
Considerando el compromiso con el desarrollo 

de la región fronteriza y la conveniencia del esta-
blecimiento de un régimen especial de facilitación 
del comercio fronterizo para las localidades de 
Tabatinga (Brasil) y Leticia (Colombia),

DECIDEN:
Adoptar régimen especial de comercio para las 

referidas localidades, a seguir descrito.
CAPÍTULO I

Disposiciones Generales
Artículo 1 °

1. El Régimen especial establecido por este 
Acuerdo se aplica al comercio de mercancías entre 
las localidades fronterizas de Tabatinga (Brasil) y 
Leticia (Colombia) para consumo o comercialización 
exclusiva en la zona.

del área urbana, de cada una de las localidades, tal 
como consta en la normatividad interna de cada 
una de las Partes.

CAPÍTULO II
Disposiciones aplicables al comercio

Artículo 2°

Comercial Fronteriza establecido en este capítulo 
las personas habilitadas para realizar operaciones 
comerciales conforme a la legislación interna de 
cada Parte y regularmente establecidas en las lo-
calidades de frontera mencionadas en el artículo 
1°, que actúen en el comercio, registradas por la 
Administración Aduanera con jurisdicción sobre 
la localidad del establecimiento, en la forma esta-
blecida por ella.

Artículo 3°
Las operaciones comerciales realizadas por 

las personas en la forma prevista en el artículo 2° 

a) Dispensa de registro o licencia y de cualquier 

zoosanitaria y ambiental vigente. Dichas operaciones 
comerciales no estarán exentas de la inspección de 
las autoridades de control, cuando se consideren 
necesarias.

-
tación y exportación, realizado con base apenas 

sea posible emitida por medio electrónico, cuyo 
contenido deberá ser acordado entre las partes 

-
ción aduanera.

c) Presentación de declaración aduanera consoli-
dada y pago de eventuales tributos y otros derechos 
recurrentes de la importación o de la exportación 
en bases mensuales, reuniendo todas las facturas 

demás elementos necesarios a la determinación de 
los tributos exigibles de acuerdo con la legislación 
de cada Parte;

de origen correspondiente a los tratamientos pre-
ferenciales acordados en el marco de los tratados 
comerciales.

literal “c” deberá ser presentada por el importador o 
por el exportador habilitado, hasta el quinto día del 
siguiente mes al de la realización de la operación, 
comprendiendo las operaciones de importación o 
de exportación realizadas al amparo del Régimen 
en el mes inmediatamente anterior.

f) De acuerdo con lo establecido en la legislación 
interna de cada Parte, ningún pago de tributo, dere-
cho aduanero u otros gastos incurrirlos, podrá ser 
exigido antes de la fecha prevista en el literal “e”.

Artículo 4°
1. Las autoridades aduaneras de ambas partes, de 

común acuerdo, establecerán las penalidades para las 
personas que infrinjan las condiciones y requisitos 
del presente régimen, sin perjuicio a la aplicación 
de otras sanciones previstas en la legislación de 

(3) meses de su entrada en vigor.
Artículo 5°

1. Las Partes se comprometen a buscar la armo-
nización de las condiciones y requisitos formales 
y el procedimiento para el registro en el Régimen, 
el contenido de información y otras providencias 
para garantizar la implementación del mismo, en 
un plazo no mayor a tres (3) meses de su entrada 
en vigor.

2. Las administraciones aduaneras de las partes 

los registrados en el Régimen, así como intercambiar 

las operaciones realizadas en el ámbito del presente 
Acuerdo.
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CAPÍTULO III
Disposiciones aplicables al consumo 

Artículo 6°

en este capítulo las personas domiciliadas en las 

en el artículo 1°.
Artículo 7°

Para la introducción de mercancías de la zona al 
resto del territorio nacional, se deberán aplicar las 
disposiciones contenidas en la normativa nacional 
vigente de cada Parte.

Artículo 8°
El Régimen mencionado en el artículo 6° se 

aplica a los artículos para uso y consumo familiar 
de los domiciliados en las localidades fronterizas 

necesidades y desde que no revelen, por su tipo, 
volumen o cantidad, destino comercial.

Artículo 9°
El ingreso y salida de mercancías o productos de 

que trata este capítulo no estarán sujetos a registro o 
declaración de importación o de exportación, debien-
do estar acompañados de factura comercial o nota 

electrónico, y suministrada por el establecimiento 
comercial regularmente establecido y localizado en 

presente Acuerdo.
Artículo 10

Las personas que infrinjan las condiciones del 
presente capítulo estarán sujetas a la aplicación de 
las penalidades previstas en la legislación de cada 
Parte.

CAPÍTULO IV
De la Tributación

Artículo 11
La mercancía comercializada al amparo del 

Régimen estará exenta de pago:
a) en el caso de Brasil, de los tributos federales 

incidentes en las operaciones de comercio exterior; y
b) en el caso de Colombia, de los tributos adua-

neros.
CAPÍTULO V

Disposiciones Finales
Artículo 12

El ingreso y salida de mercancías que necesitan 
de autorización de otros órganos intervinientes en 
las operaciones de comercio exterior deberá ser 
instruido con la anuencia de estos, la cual podrá ser 
efectuada en la propia factura comercial.

Artículo 13
El Régimen establecido en este Acuerdo no se 

cuya importación o exportación sea prohibida o 
controlada conforme a legislación nacional, de cada 
una de las Partes.

Artículo 14
Los bienes comercializados al amparo de este 

Régimen que fueren encontrados fuera de las locali-

sujetos al tratamiento o las penalidades previstas en 
la legislación nacional de cada Parte.

Artículo 15
La mercancía amparada por el presente Acuerdo 

podrá ser enviada a otras localidades de las Partes 

sus normas reglamentarias.
Artículo 16

Las Partes establecerán de común acuerdo, las 
mercancías que no serán admisibles al amparo del 
presente Régimen, en el plazo establecido en el 
artículo 5°.

Artículo 17
El Régimen establecido en este Acuerdo debe-

rá ser reevaluado periódicamente, conforme sea 

adecuación a la realidad de las economías locales, 
inclusive lo que respecta a la eventual introducción 
de límites de valor para la utilización del procedi-

Artículo 18
Solución de controversias

Cualquier controversia relacionada a la interpreta-
ción o implementación de este Acuerdo será resuelto 
por las partes contratantes por vía diplomática.

Artículo 19
Entrada en vigencia

El Acuerdo entrará en vigencia 30 días a partir 
de la fecha de recepción de la segunda nota diplo-
mática por la cual una de las Partes informa a la otra 
el cumplimiento de las requisitos internos para su 
entrada en vigencia.

Firmado en Bogotá, a los 19 días del mes de 
septiembre del 2008, en dos originales, redactados 
en portugués y español, siendo ambos textos igual-
mente idénticos.

Por la República de Colombia

Viceministro de Relaciones Exteriores, encarga-
do de las Funciones del Despacho del Ministro de 
Relaciones Exteriores.

Por la República Federativa de Brasil
Samuel Pinheiro Guimarães,

Secretario General de Relaciones Exteriores.
LA SUSCRITA COORDINADORA DEL ÁREA 

DE TRATADOS DE LA OFICINA ASESORA JU-
RÍDICA DEL MINISTERIO DE RELACIONES 
EXTERIORES

CERTIFICA:
Que la reproducción del texto que antecede 

castellano del “Acuerdo entre los Gobiernos de la 
República de Colombia y de la República Fede-
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rativa de Brasil para el establecimiento de la zona 
de régimen especial fronterizo para las localida-
des de Tabatinga (Brasil) y Leticia (Colombia)”, 

de septiembre del 2008, el cual consta de seis (6) 
folios, documento que reposa en los archivos de 

-
laciones Exteriores.

Dada en Bogotá, D. C., a veintisiete (27) días del 
mes de agosto de dos mil nueve (2009).

Asesora Jurídica,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 14 de septiembre de 2009
Aprobado. Sométase a consideración del Congre-

so de la República para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 

El Ministro de Relaciones Exteriores 
(Fdo.) 

DECRETA: 
Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo entre los 

Gobiernos de la República de Colombia y de la 
República Federativa de Brasil para el estableci-
miento de la Zona de Régimen Especial Fronterizo 
para las localidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia 
(Colombia)”
días del mes de septiembre de 2008.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo 
entre los Gobiernos de la República de Colombia 
y de la República Federativa de Brasil para el 
establecimiento de la Zona de Régimen Especial 
Fronterizo para las localidades de Tabatinga 
(Brasil) y Leticia (Colombia)” -
gotá, D. C., a los 19 días del mes de septiembre 
de 2008, que por el artículo primero de esta ley 
se aprueba, obligará al país a partir de la fecha 
en que se perfeccione el vínculo internacional 
respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la Repú-

blica por el Ministro de Relaciones Exteriores y el 
Ministro de Comercio, Industria y Turismo.

El Ministro de Relaciones Exteriores,

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 14 de septiembre de 2009
Aprobado. Sométase a consideración del Con-

greso de la República para los efectos constitu-
cionales.

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro de Relaciones Exteriores 

(Fdo.) 
DECRETA: 

Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo entre los 
Gobiernos de la República de Colombia y de la 
República Federativa de Brasil para el estableci-
miento de la Zona de Régimen Especial Fronterizo 
para las localidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia 
(Colombia)”
días del mes de septiembre de 2008.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo entre 
los Gobiernos de la República de Colombia y de la 
República Federativa de Brasil para el estableci-
miento de la Zona de Régimen Especial Fronterizo 
para las localidades de Tabatinga (Brasil) y Leticia 
(Colombia)”
del mes de septiembre de 2008, que por el artículo 
primero de esta ley se aprueba, obligará al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA –  
GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Consti-

tucional, conforme al artículo 241-10 de la Cons-
titución Política.

Dada en Bogotá, D. C., a 29 de junio de 2011.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

La Ministra de Relaciones Exteriores,

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,
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El Congreso de Colombia
Visto el texto del “Acuerdo Bilateral para la 

Promoción y Protección de Inversiones entre el 
Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte y la República de Colombia”, 
elaborado en Bogotá, el 17 de marzo de 2010, y el 
“Entendimiento sobre el Trato Justo y Equitativo 
en el Acuerdo Bilateral de Inversión entre el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la 
República de Colombia”, -
gociadores de ambas partes y anexada a las minutas 
de la última ronda de negociaciones en Londres, el 
19 de mayo de 2009. 

completa del texto original en castellano del Acuerdo, 
la cual consta de veinticuatro (24) folios, documento 
que reposa en los archivos del Área de Tratados de 
la Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales 
del Ministerio de Relaciones Exteriores). 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 253 DE 2010 

SENADO 
por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo 
Bilateral para la Promoción y Protección de In-
versiones entre el Gobierno del Reino Unido de la 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de 
Colombia”, elaborado en Bogotá, el 17 de marzo 
de 2010, y el “Entendimiento sobre el Trato Justo 
y Equitativo en el Acuerdo Bilateral de Inversión 
entre el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 

los jefes negociadores de ambas partes y anexada 
a las minutas de la última ronda de negociaciones 

en Londres, el 19 de mayo de 2009. 
El Congreso de la República

Visto el texto del “Acuerdo Bilateral para la 
Promoción y Protección de Inversiones entre el 
Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte y la República de Colombia”, 
elaborado en Bogotá, el 17 de marzo de 2010, y el 
“Entendimiento sobre el Trato Justo y Equitativo 
en el Acuerdo Bilateral de Inversión entre el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la 
República de Colombia”, -

gociadores de ambas partes y anexada a las minutas 
de la última ronda de negociaciones en Londres, el 
19 de mayo de 2009. 

completa del texto original en castellano del Acuerdo, 
la cual consta de veinticuatro (24) folios, documento 
que reposa en los archivos del Área de Tratados de 
la Dirección de Asuntos Jurídicos Internacionales 
del Ministerio de Relaciones Exteriores). 
ACUERDO BILATERAL PARA LA PROMOCIÓN 
Y PROTECCIÓN DE INVERSIONES ENTRE 
EL GOBIERNO DEL REINO UNIDO DE GRAN 
BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE Y LA RE-

PÚBLICA DE COLOMBIA
El Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña 

e Irlanda del Norte y la República de Colombia, en 
adelante referidos como “las Partes Contratantes”;

Con la intención de crear y de mantener condicio-
nes favorables para las inversiones de inversionistas 
de una Parte Contratante en el territorio de la otra 
Parte Contratante;

Reconociendo la necesidad de promover y de 
proteger las inversiones extranjeras con miras a 
fomentar la iniciativa individual de negocios y fa-
vorecer la prosperidad económica de ambas Partes 
Contratantes;

Han acordado lo siguiente;
ARTÍCULO I.

DEFINICIONES
Para los efectos del presente Acuerdo:
1. Inversionista
El término “inversionista”
(a) Para el Reino Unido: personas físicas que 

derivan su estatus como nacionales del Reino Uni-
do de las leyes vigentes en el Reino Unido; y las 

o constituidas según la ley vigente en cualquier 
parte del Reino Unido o en cualquier territorio 
cubierto por este Acuerdo de conformidad con las 
disposiciones del ARTÍCULO XIV, que tienen sus 

-

LEY 1464 DE 2011
(junio 29)

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo Bilateral para la Promoción y 
Protección de Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña 

Acuerdo Bilateral de Inversión entre el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda 

ambas partes y anexada a las minutas de la última ronda de negociaciones en 



Página 8 Jueves, 21 de julio de 2011 GACETA DEL CONGRESO  516

micilio principal de negocios así como actividades 
económicas sustanciales en el territorio del Reino 
Unido o en cualquier territorio cubierto por este 
Acuerdo de conformidad con las disposiciones del 
Artículo XIV;

(b) Para Colombia: personas naturales de Co-
lombia quienes, de conformidad con la legislación 
Colombiana, son consideradas como sus nacionales; 
y entidades legales, incluyendo compañías, corpo-
raciones, asociaciones comerciales y otras organi-
zaciones, debidamente constituidas u organizadas 
de otra manera de conformidad con la legislación 
colombiana, las cuales tienen su sede así como 
actividades económicas sustanciales en el territorio 
de Colombia.

Este Acuerdo no se aplicará a las inversiones 
realizadas por personas naturales que sean nacionales 
de ambas Partes Contratantes.

2. Inversión

de carácter económico de propiedad o controlados 
directa o indirectamente por inversionistas de una 
Parte Contratante en el territorio de la otra Parte 
Contratante de acuerdo con la legislación de esta 
última incluyendo en particular, aunque no exclu-
sivamente, los siguientes:

(i) Propiedad sobre bienes muebles e inmuebles, 
así como cualquier otro derecho in rem, incluyendo 
derechos de propiedad;

(ii) Acciones, títulos y capital en una compañía 
y cualquier otro tipo de participación económica 
en una compañía.

(iii) Reclamaciones de dinero o de cualquier otra 
prestación bajo contrato que tenga valor económico;

(iv) Derechos de propiedad intelectual, incluidos, 
entre otros, derechos de autor y derechos conexos 
y derechos de propiedad industrial tales como 
patentes, procesos técnicos, marcas de fábrica y 
marcas comerciales, nombres comerciales, diseños 
industriales, 

(v) Concesiones de negocios otorgadas por ley, 
por actos administrativos o contratos, incluyendo 
concesiones para explorar, cultivar, extraer o explotar 
recursos naturales.

(b) Inversión no incluye:
(i) las operaciones de deuda pública;
(ii) las reclamaciones pecuniarias derivadas 

exclusivamente de:
a. Contratos comerciales para la venta de bienes o 

servicios por un nacional o por una entidad legal en 
el territorio de una Parte Contratante a un nacional 
o a una entidad legal en el territorio de la otra Parte 
Contratante; o

b. Créditos otorgados con relación con una tran-
sacción comercial.

(c) Un cambio en la manera en que los activos 
hayan sido invertidos o reinvertidos no afecta su 
carácter de inversión conforme al presente Acuerdo, 

siempre que los activos estén aún comprendidos en la 

efectúe de conformidad con la legislación de la Parte 
Contratante en cuyo territorio se hubiere admitido 
la inversión. El término “inversión” incluye toda 
inversión efectuada antes o después de la entrada 
en vigencia de este Acuerdo.

con este Acuerdo, un activo debe tener las carac-
terísticas mínimas de una inversión, las cuales son 
el aporte de capital u otros recursos y la asunción 
de riesgo.

3. Rentas
-

ducidas por una inversión durante un periodo de 
tiempo determinado, e incluye en particular, pero no 
exclusivamente, utilidades, dividendos e intereses, 
ganancias sobre capital, regalías y honorarios. 

4. Territorio
El término “territorio” comprende:
(a) Para el Reino Unido: La Gran Bretaña e 

Irlanda del Norte, incluyendo el mar territorial y 
el área marina ubicada más allá del mar territorial 
del Reino Unido que haya sido o pueda en el fu-
turo ser designada bajo la ley del Reino Unido de 
conformidad con el derecho internacional como un 
área dentro de la cual el Reino Unido pueda ejercer 
derechos sobre el suelo y el subsuelo marinos y los 
recursos naturales y cualquier territorio al cual este 
Acuerdo se haga extensivo de conformidad con lo 
estipulado en el Artículo XIV; y

(b) Para la República de Colombia: además de 
su territorio continental, el archipiélago de San 
Andrés, Providencia y Santa Catalina, la isla de 
Malpelo, y toda otra isla, isleta, cayo, península 
y banco que le pertenezcan, así como el espacio 
aéreo y áreas marítimas sobre los cuales tiene 
soberanía o derechos soberanos o jurisdicción de 
conformidad con su legislación doméstica y el 
derecho internacional, incluyendo tratados inter-
nacionales aplicables.

ARTÍCULO II
PROMOCIÓN, ADMISIÓN Y PROTECCIÓN 

DE INVERSIONES
1. Cada Parte Contratante promoverá en su te-

rritorio las inversiones de inversionistas de la otra 
Parte Contratante y las admitirá de conformidad 
con su legislación.

2. Cada Parte Contratante protegerá dentro de su 
territorio las inversiones que hayan sido efectuadas 
de conformidad con su legislación por inversionistas 
de la otra Parte Contratante y no obstaculizará me-
diante medidas discriminatorias la administración, 
mantenimiento, uso, disfrute, extensión, venta y 
liquidación de dichas inversiones.

3. Cada Parte Contratante otorgará un trato justo 
y equitativo y protección y seguridad plenas dentro 
de su territorio a las inversiones de los inversionistas 
de la otra Parte Contratante.
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4. Para mayor certeza:
(a) Los conceptos de “trato justo y equitativo” y 

de “protección y seguridad plenas” no requieren un 
tratamiento adicional a aquel exigido de acuerdo al 
derecho internacional.

(b) El “trato justo y equitativo” incluye la pro-
hibición de denegar justicia en procedimientos 
penales, civiles o administrativos, de conformidad 
con el principio del debido proceso incorporado en 
los principales sistemas legales del mundo.

(c) La determinación de que se ha infringido 
otra disposición del presente Acuerdo, o de otro 
acuerdo internacional, no implica que se haya 
infringido la obligación de otorgar un trato justo 
y equitativo.

(d) El estándar de “protección y seguridad plenas” 
no implica, en ningún caso, un tratamiento superior 
al otorgado a los nacionales de la Parte Contratante 
en cuyo territorio se ha realizado la inversión.

ARTÍCULO III
DISPOSICIONES SOBRE TRATO  

NACIONAL Y TRATO DE LA NACIÓN  
MÁS FAVORECIDA

1. Cada Parte Contratante otorgará a las inver-
siones de inversionistas de la otra Parte Contra-
tante realizadas en su territorio, un trato no menos 
favorable que aquel otorgado, en circunstancias 
similares, a las inversiones de sus propios inver-
sionistas o a las inversiones de inversionistas de 
cualquier tercer Estado, el que sea más favorable 
al inversionista.

2. El trato más favorable a ser otorgado en cir-
cunstancias similares referido en este Acuerdo, no 
incluye los mecanismos de solución de controver-
sias de inversión, tales como los contenidos en los 
Artículos IX y X del presente Acuerdo, los cuales 
están previstos en tratados o acuerdos internacio-
nales de inversión.

ARTÍCULO IV
EXCEPCIONES

1. Las disposiciones de este Acuerdo relativas 
al otorgamiento de un trato no menos favorable a 
aquel otorgado a los inversionistas de cualquiera de 
las Partes Contratantes o de cualquier tercer Estado 
no se interpretarán de manera que impidan a una 
Parte Contratante adoptar o hacer cumplir medidas 
necesarias para proteger la seguridad nacional, la 
seguridad pública o el orden público. 

2. Las disposiciones de este Acuerdo no se 
interpretarán de manera que obliguen a una Parte 
Contratante a extender a los inversionistas de la otra 

preferencia o privilegio resultante de:
(a) Cualquier actual o futura unión aduanera, 

monetaria o económica, mercado común o zona de 
libre comercio o un acuerdo internacional similar 
del cual cualquiera de las Partes Contratantes sea 

-
quier trato, preferencia o privilegio resultante de las 
obligaciones que surjan de un acuerdo internacional 

o de arreglos recíprocos de dicha unión aduanera, 
económica o monetaria, mercado común o área de 
libre comercio; o

(b) Cualquier acuerdo o arreglo internacional 
relacionado principalmente o en su totalidad con 
impuestos o cualquier legislación doméstica relacio-
nada parcialmente o en su totalidad con impuestos.

3. Las disposiciones de este Acuerdo no serán 
interpretadas de manera que impidan al Reino Unido 
la implementación de cualesquier requerimientos 
resultantes de su membrecía a la Unión Europea 
con respecto a las medidas que prohíben, restringen 
o limita n el movimiento de capitales hacia o desde 
cualquier tercer Estado.

4. Cuando, por circunstancias excepcionales, los 
pagos y movimientos de capital generen o amenacen 

-
líticas monetarias o cambiarias en cualquiera de las 
Partes Contratantes, la Parte Contratante concernida 
podrá tomar medidas de seguridad con respecto a 
pagos y movimientos de capital.

Dichas medidas serán temporales, no discrimi-
natorias y de aplicación general; las mismas no 
podrán ser arbitrarias y no podrán exceder lo que 

Tan pronto como sea posible después de que 
una Parte Contratante adopte una medida bajo este 
Artículo, esa Parte Contratante informará a la otra 

adoptadas, así como el alcance y la relevancia de 
tales medidas.

ARTÍCULO V
LIBRE TRANSFERENCIA DE INVERSIONES 

Y RENTAS
1. Cada Parte Contratante, con respecto a las 

permitirá a los inversionistas de la otra Parte Con-
tratante realizar, en moneda de libre convertibilidad, 
las transferencias de, incluyendo pero no limitadas a:

-
tículo I;

(b) E l monto principal y las sumas adicionales 
necesarias para el mantenimiento, ampliación y 
desarrollo de la inversión;

(d) Pagos para el reembolso de créditos externos;
(e) las sumas generadas por la resolución de con-

troversias y las compensaciones según lo estipulado 
en los Artículos VI, VII y XI;

(f) El producto de la venta o liquidación total o 
parcial de una inversión; y

(g) Los sueldos y demás remuneraciones perci-
bidas por el personal contratado en el exterior en 
relación con una inversión.

2. A menos que se acuerde otra cosa con el 
inversionista, las transferencias se realizarán de 
conformidad con la tasa de cambio vigente en el 
mercado a la fecha de la transferencia, de acuerdo 
con la legislación de la Parte Contratante en cuyo 
territorio se haya efectuado la inversión.
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3. No obstante lo dispuesto en el presente artículo, 
una Parte Contratante podrá condicionar o impedir 
una transferencia mediante la aplicación equitativa, 
no discriminatoria y de buena fe de su legislación 
relativa a:

(a) Procedimientos concursales, reestructuración 
de empresas o insolvencia;

(b) Cumplimiento de decisiones y laudos judi-

(c) Cumplimiento de obligaciones laborales o 
tributarias.

ARTÍCULO VI
EXPROPIACIÓN

1. Las inversiones de los inversionistas de una 
Parte Contratante en el territorio de la otra Parte 
Contratante no serán objeto de nacionalización, 
expropiación directa o indirecta, ni de cualquier 
otra medida de efectos similares (en adelante 
“expropiación”) excepto por razones de propó-
sito público o interés social (el cual tendrá un 

“propósito 
público”) de conformidad con el debido proceso 
de ley, de manera no discriminatoria, de buena 
fe y acompañada del pago de una indemnización 
pronta, adecuada y efectiva.

(a) La expropiación indirecta resulta de una 
medida o de una serie de medidas de una Parte 
Contratante que tengan un efecto equivalente a una 
expropiación directa sin que medie la transferencia 
formal de un título o una toma de posesión.

(b) La determinación acerca de si una medida o 
una serie de medidas de una Parte Contratante cons-
tituye expropiación indirecta exige un análisis caso 
a caso, basado en los hechos y considerando varios 
factores, incluyendo, pero no limitado al alcance 
de la medida o serie de medidas y su interferencia 
sobre las expectativas razonables y claras respecto 
de la inversión.

(c) Las medidas no discriminatorias que las Par-
tes Contratantes adopten por razones de propósito 

-
do compatible con aquel de “propósito público”), 
incluyendo razones de salud pública, seguridad y 
protección del medio ambiente, que sean adoptadas 
de buena fe, que no sean arbitrarias y no sean despro-
porcionadas a la luz de su objetivo, no constituirán 
una expropiación indirecta.

3. La indemnización será equivalente al justo 
valor de mercado de la inversión inmediatamente 
antes de ser adoptada la medida expropiatoria o 
inmediatamente antes de que la medida expropia-
toria fuera de conocimiento público, lo que suceda 
primero (en adelante “fecha de valoración”). Para 
mayor claridad, la fecha de valoración será utili-
zada para evaluar la indemnización pagadera, sin 
importar si los criterios indicados en el párrafo 1° 
de este Artículo fueron o no cumplidos.

4. El valor justo de mercado se calculará en 
una moneda libremente convertible, al tipo de 

cambio vigente en el mercado para esa moneda en 
la fecha de valoración. La indemnización incluirá 

a criterios de mercado para dicha moneda desde 
la fecha de expropiación hasta la fecha de pago. 

-
cada, será efectivamente realizable y libremente 
transferible.

5. La legalidad de la medida y el monto de la 
indemnización pueden ser controvertidos ante las 
autoridades judiciales de la Parte Contratante que 
las adoptó.

6. Con sujeción a este Artículo, las Partes Con-
tratantes podrán establecer monopolios y reservarse 
actividades estratégicas privando a inversionistas de 
desarrollar ciertas actividades económicas.

expedición de licencias obligatorias concedidas de 
conformidad con el Acuerdo de la Organización 
Mundial del Comercio sobre los Aspectos de los 
Derechos de Propiedad Intelectual relacionados 
con el Comercio, no puede ser controvertida a la 
luz de este artículo.

ARTÍCULO VII
COMPENSACIÓN POR DAÑOS  

O PÉRDIDAS
1. Los inversionistas de una Parte Contratante 

cuyas inversiones en el territorio de la otra Parte 
Contratante sufran pérdidas debidas a guerra, con-

nacional, insurrección, disturbio civil o cualquier 
otro acontecimiento similar, gozarán de parte de la 
última Parte contratante y en cuanto a restitución, 
indemnización, compensación u otro acuerdo, de 
un tratamiento que no será menos favorable al otor-
gado por la última Parte Contratante a sus propios 
inversionistas o a los inversionistas de cualquier 
tercer Estado.

2. No obstante lo estipulado en el párrafo (1) de 
este Artículo, los inversionistas de una Parte Con-
tratante que sufran pérdidas en el territorio de la otra 
Parte Contratante en cualquiera de las situaciones 
referidas en dicho párrafo resultantes de:

(a) El requerimiento de su inversión por parte de 
sus fuerzas públicas o autoridades; o 

(b) La destrucción de su inversión por sus fuerzas 
públicas o autoridades, que no haya sido causada 
durante combate ni requerida por la situación gozarán 
de una restitución o una compensación adecuada.

ARTÍCULO VIII
INVERSIÓN Y MEDIO AMBIENTE

Nada de lo dispuesto en este Acuerdo se interpre-
tará como impedimento para que una Parte adopte, 
mantenga o haga cumplir cualquier medida, que 
considere apropiada para garantizar que las acti-
vidades de inversión en su territorio se efectúen 
tomando en cuenta los temas ambientales, siempre 
que tales medidas no sea discriminatorias y sean 
proporcionadas con los objetivos perseguidos.
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ARTÍCULO IX
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS ENTRE UNA 
PARTE CONTRATANTE Y UN INVERSIONISTA 

DE LA OTRA PARTE CONTRATANTE
1. Cualquier controversia que surja entre un in-

versionista de una Parte Contratante y la otra Parte 
Contratante relativa a la interpretación o aplicación 
del presente Acuerdo, incluyendo una reclamación 
alegando que la otra Parte Contratante ha violado 
una obligación del presente Acuerdo, deberá ser 
resuelta, en la medida de lo posible, mediante un 
acuerdo amistoso. Cualquier diferencia deberá ser 

“ ”).
2. Tratándose de actos de una autoridad guber-

namental, para someter una reclamación a arbitraje 
o a una corte o tribunal administrativo locales de 
conformidad con este artículo será indispensable 
agotar previamente los recursos administrativos 
locales, si así lo exige la legislación de la Parte Con-
tratante. Dicho procedimiento en ningún caso podrá 
exceder un plazo de seis (6) meses desde la fecha 

3. Las controversias entre un inversionista de 
una Parte Contratante y la otra Parte Contratante 
que no hayan sido resueltas de conformidad con el 
párrafo (1) o párrafo (2), serán sometidas a las cortes 
locales o al arbitraje internacional, si así lo desea el 
inversionista involucrado después de transcurrido 

de Disputa.
4. En el caso de que la controversia sea sometida 

por escrito a la Parte Contratante de su intención 
someterla con por lo menos seis (6) meses de an-
terioridad (“ ”). Dicha 

inversionista contendiente, las disposiciones del 
Acuerdo que considera vulneradas, los hechos sobre 
los cuales se basa la controversia, el valor estima-
do de los daños y la compensación pretendida. El 
inversionista y la Parte Contratante partes de la 
controversia podrán acordar referir la controversia 
a alguno de los siguientes:

(a) El Centro Internacional de Arreglo de Dife-
rencias Relativas a Inversiones (teniendo en cuenta 
las disposiciones aplicables del Convenio sobre el 
arreglo de diferencias relativas a inversiones entre 
Estados y Nacionales de Otros Estados, abierto a la 

y el Mecanismo Complementario para la Adminis-
tración de Procedimientos de Conciliación, Arbitraje 
y Comprobación de hechos);

(b) La Corte de Arbitraje de la Cámara de Co-
mercio Internacional;

(c) Un árbitro internacional o tribunal de arbitraje 
ad hoc que será designado por un acuerdo especial 
o establecido de conformidad con las Reglas de 
Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas 
para el Derecho Mercantil Internacional; o 

(d) Un tribunal conformado de acuerdo con las 
Reglas de Arbitraje de la institución de arbitraje de 
la Parte Contratante en cuyo territorio se realizó la 

este Acuerdo.
5. Si transcurrido un periodo de tres (3) meses a 

controversia a arbitraje internacional no hay acuerdo 
sobre alguno de los procedimientos alternativos in-
dicados previamente, la controversia será sometida, 
por solicitud escrita del inversionista concernido 
(“Solicitud de Arbitraje”) a arbitraje según las reglas 
de arbitraje del Centro Internacional de Arreglo de 
Diferencias Relativas a Inversiones (teniendo en 
cuenta las disposiciones aplicables del Convenio 
sobre el arreglo de diferencias relativas a inversio-
nes entre Estados y Nacionales de Otros Estados, 

de 1965 y el Mecanismo Complementario para la 
Administración de Procedimientos de Conciliación, 
Arbitraje y comprobación de Hechos).

6. Nada en este artículo se interpretará en el sen-
tido de impedir que las partes de una controversia, 
la sometan por mutuo acuerdo a una mediación o 
conciliación ad hoc antes o durante el procedimiento 
de arbitraje.

7. El inversionista sólo podrá presentar la Soli-

de Intención de conformidad con el párrafo (4) del 
presente artículo y el término allí estipulado ha 
transcurrido.

8. Cada Parte Contratante da su consentimiento 
anticipado e irrevocable para que toda controversia 
de esta naturaleza pueda ser sometida a cualquiera 
de los procedimientos arbitrales indicados en los 
párrafos 4(a) a (d) de este Artículo.

9. Una vez que el inversionista haya sometido la 
controversia a alguno de los procedimientos de los 

obligatorios para las partes contendientes y serán 
ejecutados, cuando así se requiera, de conformidad 
con la ley interna de la Parte Contratante en cuyo 
territorio se realizó la inversión.

11. Las Partes Contratantes se abstendrán de 
tratar por medio de canales diplomáticos, asuntos 
relacionados con controversias entre una Parte 
Contratante y un inversionista de la otra Parte 
Contratante sometidas a proceso judicial o arbitraje 
internacional de conformidad a lo dispuesto en este 
artículo, a menos que una de las partes en la con-
troversia no haya dado cumplimiento a la decisión 
judicial o al laudo del tribunal de arbitraje, en los 
términos establecidos en la respectiva sentencia o 
laudo arbitral.

12. Antes de pronunciarse sobre el fondo del 
asunto, el tribunal deberá, si lo considera necesario 
y apropiado según las circunstancias, decidir las 
cuestiones preliminares de competencia y admi-
sibilidad. Al decidir sobre cualquier objeción del 
demandado, el tribunal deberá pronunciarse sobre 
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los costos legales y los costos de arbitraje en que se 
haya incurrido durante los procedimientos teniendo 
en cuenta si la objeción prosperó o no. El Tribunal 
deberá considerar si la reclamación del demandante 
o la objeción del demandado es frívola o temeraria, 
y deberá dar a las partes contendientes oportunidad 
razonable para comentarios. En el evento en que 
una reclamación sea frívola o temeraria el Tribunal 
deberá condenar en costas a la parte demandante.

13. El Tribunal no será competente para pronun-
ciarse sobre la legalidad de la medida tomada por 
una Parte Contratante como asunto de la ley interna.

-
cación de Intención y por lo tanto no podrá invocar 
los procesos de arbitraje internacional establecidos 
en este Artículo si han transcurrido más de cinco (5) 
años a partir de la fecha en la cual el inversionista 
tuvo conocimiento o debió haber tenido conoci-
miento de la presunta violación de este Acuerdo, 
así como de las pérdidas o daños alegados.

ARTÍCULO X
SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS  

ENTRE LAS PARTES CONTRATANTES
1. Las diferencias que surgieren entre las Partes 

Contratantes relativas a la interpretación y aplicación 
del presente Acuerdo deberán ser resueltas, en la 
medida de lo posible, por medio de negociaciones 
directas.

2. Si no se llegare a un acuerdo dentro de los 
seis (6) meses contados desde la fecha en la cual la 

Contratantes podrá someter la controversia a un 
Tribunal de Arbitraje ad hoc, de conformidad con 
las disposiciones de este artículo.

3. El Tribunal de Arbitraje estará compuesto de 
tres miembros y, salvo que se acuerde de otro modo 
por las Partes Contratantes, será constituido de la 
siguiente forma: dentro de los dos (2) meses siguien-
tes a la fecha de recibo de la solicitud de arbitraje, 
cada Parte Contratante designará a un árbitro. Estos 
dos árbitros, dentro de los tres (3) meses siguientes 
a la fecha de la última designación, se pondrán de 
acuerdo para elegir un tercer miembro que deberá 
ser nacional de un tercer Estado con el cual ambas 
Partes Contratantes mantengan relaciones diplomá-
ticas, y quien presidirá el Tribunal. La designación 
del Presidente deberá ser aprobada por las Partes 
Contratantes dentro de los treinta (30) días siguientes 
a la fecha de su nominación. 

4. Si dentro de los plazos previstos en el pará-
grafo 3 de este Artículo no se hubieran realizado 
las designaciones necesarias, cualquiera de las 
Partes Contratantes, a menos que se acuerde de 
otro modo, podrá solicitar al Presidente de la Corte 
Internacional de Justicia realizar las designaciones 
necesarias. Si el Presidente de la Corte Internacional 
de Justicia estuviere impedido por alguna razón 
para desempeñar dicha función o si es un nacional 
de cualquiera de las Partes Contratantes, las desig-
naciones serán efectuadas por el Vicepresidente de 
la Corte Internacional de Justicia, y si este último 

estuviere impedido o fuere un nacional de cualquiera 
de las Partes Contratantes, las designaciones serán 
efectuadas por el miembro de la Corte Internacional 
de Justicia que le siga en antigüedad y que no sea 
nacional de ninguna de las Partes Contratantes.

5. El Tribunal decidirá la controversia sobre 
la base de las disposiciones de este Acuerdo y de 
los principios del Derecho Internacional Público 
aplicables en la materia. El Tribunal adoptará sus 
decisiones por mayoría de votos y determinará sus 
propias reglas procesales.

6. Cada Parte Contratante sufragará en partes 
iguales los costos de los árbitros y del procedimiento 
arbitral, a menos que se establezca de otro modo. 

-
gatorias para las Partes Contratantes.

ARTÍCULO XI
SUBROGACIÓN

1. Si una Parte Contratante o su agencia designa-
da (“la Primera Parte Contratante,) realiza un pago 
parte de una indemnización en razón de una póliza 
contra riesgos no comerciales para una inversión en 
el territorio de la otra Parte Contratante (“la Segunda 
Parte Contratante”), la Segunda Parte Contratante 
reconocerá:

(a) La subrogación a la Primera Parte Contra-
tante, por ley o por una transacción legal, de todos 
los derechos y reclamos de la parte indemnizada; y

(b) Que la Primera Parte Contratante está legi-
timada, en virtud de la subrogación, a ejercer tales 
derechos y a exigir tales reclamos en la misma 
medida que la parte indemnizada.

2. La Primera Parte Contratante tendrá derecho 
en todas las circunstancias al mismo tratamiento 
con respecto a:

(a) Los derechos y reclamos adquiridos en virtud 
de la subrogación; y

(b) Cualesquiera pagos recibidos de conformidad 
con dichos derechos y reclamos; a los que la parte 
indemnizada estaba legitimada para recibir en virtud 
de este Acuerdo con respecto a la inversión y sus 
rentas relacionadas.

ARTÍCULO XII
OTRAS DISPOSICIONES

Si las disposiciones legales de una de las Partes 
Contratantes, o de las obligaciones del derecho 
internacional actuales o establecidas con poste-
rioridad entre las Partes Contratantes en adición 
al presente Acuerdo, contienen reglas, generales 

los inversionistas de la otra Parte Contratante, a un 
trato más favorable que el previsto en el presente 
Acuerdo, dichas reglas, en la medida en que sean 
más favorables, prevalecerán sobre el presente 
Acuerdo.

ARTÍCULO XIII
ÁMBITO DE APLICACIÓN

1. El presente Acuerdo es aplicable a las inver-
siones existentes al momento de su entrada en vigor, 
así como a las inversiones realizadas posteriormente 
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en el territorio de una Parte Contratante, de acuerdo 
con la legislación de esta última, por inversionistas 
de la otra Parte Contratante.

2. Para mayor certeza, las disposiciones de este 
Acuerdo no se aplicarán a reclamaciones generadas 
por eventos que hayan ocurrido o reclamaciones que 
hayan surgido antes de la fecha de entrada en vigor 
de este Acuerdo. 

3. Salvo por lo dispuesto en este Artículo, este 
Acuerdo no se aplicará a asuntos tributarios.

4. Los Artículos VI y IX aplicarán a una medida 
tributaria que sea alegada como una expropiación. 
Si un inversionista invoca el Artículo VI como la 
base de una reclamación según el Artículo IX, dicho 
inversionista deberá, al momento de presentar su 

medida tributaria en cuestión implica una expro-
piación, a las autoridades tributarias competentes 
de las Partes Contratantes enumeradas en el Anexo 
2 de este Acuerdo. En caso de tal remisión, las au-
toridades competentes de las Partes Contratantes 
deberán consultarse. Si dentro de los seis (6) meses 
siguientes a la remisión, ellas no alcanzan un acuerdo 
sobre si la medida no implica una expropiación, el 
inversionista podrá hacer uso del procedimiento 
para solución de controversias establecido en el 
Artículo IX.

5. Para mayor certeza, nada de lo dispuesto en 
este Acuerdo afectará los derechos y obligaciones 
de cualquier Parte Contratante de conformidad con 
cualquier acuerdo o arreglo internacional relacio-
nados en parte o en su totalidad con tributación. En 
caso de alguna inconsistencia entre este Acuerdo 
y cualquiera de dichos acuerdos o arreglos, ese 
acuerdo o arreglo prevalecerá sobre este Acuerdo 
en la medida de la inconsistencia.

6. Nada de lo dispuesto en este Acuerdo se 
aplicará a las medidas que cualquiera de las Partes 
Contratantes, de conformidad con su ordenamien-

por motivos prudenciales, incluidas aquellas que 
busquen la protección de los inversionistas, depo-

para asegurar la integridad y estabilidad del sistema 
-

formidad con lo estipulado en este Acuerdo, estas 
no serán utilizadas para evitar el cumplimiento de 
los compromisos o las obligaciones de una Parte 
Contratante de este Acuerdo.

7. Nada de lo dispuesto en este Acuerdo será 
interpretado para obligar a cualquiera de las Partes 
Contratantes a proteger inversiones realizadas con 
capitales o activos de origen ilícito.

ARTÍCULO XIV
EXTENSIÓN TERRITORIAL

A la fecha de entrada en vigor de este Acuerdo o 
en cualquier momento posterior, las disposiciones 
de este Acuerdo podrán ser extendidas a aquellos 
territorios de cuyas relaciones internacionales el 
Gobierno del Reino Unido es responsable, según 
acuerden las Partes Contratantes en un Intercambio 

de Notas, siempre que las Partes Contratantes no 
acuerden extender las disposiciones de este Acuerdo 
de conformidad con este Artículo a menos que ellas 
hayan cumplido con los requisitos constitucionales 
internos aplicables.

ARTÍCULO XV
DISPOSICIONES FINALES

el cumplimiento de los requerimientos internos de 
cada Parte Contratante para la entrada en vigor del 
presente Acuerdo. Este Acuerdo entrará en vigencia 
sesenta (60) días después de la fecha de recibo de 

2. Este Acuerdo permanecerá en vigor por un 
período de diez (10) años y en adelante será prorro-

este Acuerdo podrá ser denunciado en cualquier 
momento por cualquiera de las Partes Contratantes, 
con un aviso previo de doce (12) meses, enviado a 
través de canales diplomáticos.

3. Con respecto a las inversiones admitidas con 
anterioridad a la fecha en la cual se hiciere efectivo 
el aviso de terminación de este Acuerdo, las disposi-
ciones de este Acuerdo permanecerá n en vigor por 
un período adicional de quince (15) años contados 
a partir de dicha fecha.

4. Con respecto al Artículo I párrafo 2(b)(i), a 
solicitud de una Parte Contratante cinco (5) años 
después de la entrada en vigor de este Acuerdo o 
en cualquier momento posterior a este, las Partes 
consultarán con miras a evaluar si la aplicación del 
Artículo I, párrafo 2(b)(i) sigue siendo apropiada. 

5. Si, como consecuencia de la membrecía del 
Reino Unido a la Unión Europea, el Reino Unido 
desea proponer una extensión con respecto al ámbito 
del Artículo IV, párrafo 3, las Partes Contratantes 
sostendrán consultas entre sí sobre el asunto.

En fe de lo cual los suscritos, debidamente 

este Acuerdo.
Elaborado en duplicado en Bogotá, Colombia 

en este día 17 de marzo 2010 en idioma inglés y 
español, siendo cada texto igualmente auténtico.

ANEXO 1
El Reino Unido: la Corte de Arbitraje Interna-

cional de Londres.
La República de Colombia: el Centro de Con-

ciliación y Arbitraje de la Cámara de Comercio de 
Bogotá. 

ANEXO 2

Autoridades competentes
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(a) En el caso del Reino Unido, los Comisarios 
de Ingresos y Aduanas de Su Majestad (Commis-
sioners for Her Majesty”s Revenue and Customs) 
o su representante autorizado.

(b) En el caso de la República de Colombia, el 
Viceministerio Técnico del Ministerio de Hacienda 

o sus sucesores.
ENTENDIMIENTO SOBRE EL TRATO JUSTO 

Y EQUITATIVO EN EL ACUERDO BILATERAL 
DE INVERSIÓN ENTRE EL REINO UNIDO DE 
GRAN BRETAÑA E IRLANDA DEL NORTE Y 
LA REPÚBLICA DE COLOMBIA.

Londres, 19 de Mayo 2009
Los Jefes Negociadores del Reino Unido de Gran 

Bretaña e Irlanda del Norte y de la República de 
Colombia (en adelante, las Partes Contratantes) por 

logrados durante el curso de las negociaciones del 
Acuerdo Bilateral de Inversión entre el Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República 
de Colombia (en adelante, El Acuerdo) con respecto 
al concepto de Tratamiento Justo y Equitativo esti-
pulado en el Artículo II del Acuerdo.

de reducir el concepto de “trato justo y equitativo” 
según se interpreta de conformidad con el derecho 
internacional, no es de su entender que este término 
incorpora una cláusula de estabilización (stabili-
zation clause). Por lo tanto, no se le prohíbe a una 
Parte Contratante ejercer, cuando quiera que sean 
introducidos poderes regulatorios que tengan un 
impacto sobre las inversiones del inversionista de la 
otra Parte Contratante, siempre que dichos poderes 
sean ejercidos de manera justa y equitativa.

Los entendimientos previos deberán ser conser-
vados como parte de la historia de la negociación 
del Acuerdo para dar claridad a la intención de 
las Partes Contratantes al incluir las disposiciones 
previamente indicadas.

Firmado por los Jefes Negociadores de ambas 
Partes y anexada a las minutas de la Última Ronda 
de Negociaciones en Londres, el 19 de mayo de 2009

(Firmado en original en la versión inglés) (Fir-
mado en original en la versión inglés)

SR. JOSE ANTONIO 
RIVAS

Jefe de la Delegación de 
Colombia para el Acuerdo 
Bilateral de Promoción y Pro-
tección de Inversiones entre el 
Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Nor-
te y la República de Colombia 
Director de Inversión Extran-
jera y Servicios 
Ministerio de Comercio, Indus-
tria y Turismo 

SR. BENJAMIN DAVID 
PRICE

Gran Bretaña para el Acuerdo 
Bilateral de Promoción y Pro-
tección de Inversiones entre el 
Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Nor-
te y la República de Colombia
Asesor Principal de Políticas 
- Inversiones Internacionales
Departamento de Comercio, 
Empresa y
Reformas Regulatorias

Londres, 19 de mayo 2009
SR. JOSÉ ANTONIO RIVAS
Jefe de la Delegación de Colombia para el 

Acuerdo Bilateral de Promoción y Protección de 
Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de 
Colombia.

Director de Inversión Extranjera y Servicios
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo
Estimado Señor.
Como Jefe Negociador para el Reino Unido de 

presente que con respecto al Acuerdo de Promoción 
y Protección de Inversiones entre el Gobierno del 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
y la República de Colombia, en particular hacien-
do referencia al Artículo IV, párrafo 3 del mismo, 
se recuerda que las medidas legales adoptadas de 
conformidad con los Artículos 57(2), 59, y 60(1) del 
Tratado de la Comunidad Europea, están sujetas a 
los principios generales aplicables de la ley de la 
Comunidad Europea, incluyendo la observancia al 
principio de proporcionalidad y la obligación de dar 

cualesquiera medidas adoptadas por la Comunidad 
Europea de conformidad con las disposiciones 
previamente indicadas deberán ser publicadas en 

Según lo acordado, esta comunicación será con-
servada como parte de la historia de la negociación 
del Acuerdo para dar claridad a las estipulaciones 
del Artículo IV, Párrafo 3.

Cordialmente,
(Firmado en original en la versión inglés)
SR. BENJAMÍN DAVID PRICE
Jefe de la Delegación del Reino Unido de Gran 

Bretaña para el Acuerdo Bilateral de Promoción 
y Protección de Inversiones entre el Gobierno del 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
y la República de Colombia.

Asesor Principal de Políticas - Inversiones In-
ternacionales

Departamento de Comercio, Empresa y Reformas 
Regulatorias

Londres, 19 de mayo 2009
SR. BENJAMIN DAVID PRICE
Jefe de la Delegación del Reino Unido de Gran 

Bretaña y el Norte de Irlanda para el Acuerdo Bi-
lateral de Promoción y Protección de Inversiones 
entre el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte y la República de Colombia Asesor 
Principal de Políticas - Inversiones Internacionales

Departamento de Comercio, Empresa y Reformas 
Regulatorias

El Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del 
Norte

Estimado Señor.
Como Jefe Negociador de la República de Co-

lombia en el Acuerdo Bilateral de Inversión entre el 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y 
la República de Colombia (en adelante el Acuerdo), 

ámbito del Acuerdo y de sus disposiciones sobre 

según el Artículo XV, párrafo 4, las Partes Con-
tratantes deberán considerar la renegociación del 
Artículo I, párrafo 2(b)(i) si están de acuerdo en 
que es necesario.

La lógica subyacente para no considerar la deuda 
pública como inversión en el Acuerdo consiste en 
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que los contratos de deuda pública suscritos por el 
Gobierno de Colombia suponen un riesgo comercial 
e incluyen ciertos procedimientos particulares para 
la resolución de controversias disponibles para que 
los acreedores puedan resolver las controversias 
con respecto al instrumento de deuda pública o que 
surjan de este. Además, estos contratos están regidos 
por leyes extranjeras y dan la opción de recurrir a 
cortes foráneas, como aquellas establecidas en el 
Distrito de Manhattan, NY, Estados Unidos o en 
Londres, GB.

Por lo tanto, por medio de la relación contractual 
que los vincula a la entidad deudora, a los acree-
dores se les otorgan los medios necesarios para 
resolver cualquier potencial diferencia derivada de 
esta relación.

Según lo acordado, esta comunicación será con-
servada como parte de la historia de la negociación 
del Acuerdo para dar claridad a la intención de las 
Partes Contratantes al incluir las disposiciones 
previamente indicadas.

Cordialmente,
(Firmado en original en la versión inglés)
SR. JOSÉ ANTONIO RIVAS
Jefe de la Delegación de Colombia para el 

Acuerdo Bilateral de Promoción y Protección de 
Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de 
Colombia

Director de Inversión Extranjera y Servicios
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
Honorables Senadores y Representantes:
En nombre del Gobierno Nacional, y de conformi-

dad con los artículos 150 numeral 16, 189 numeral 2 
y 224 de la Constitución Política, presentamos a con-
sideración del honorable Congreso de la República 
el proyecto de ley por medio de la cual se aprueba el 
“Acuerdo Bilateral para la promoción y protección 
de inversiones entre el Gobierno del Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República 
de Colombia”, suscrito en Bogotá, Colombia, el 
17 de marzo de 2010, y el “Entendimiento sobre 
el trato justo y equitativo en el Acuerdo Bilateral 
de inversión entre el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de 
Colombia”
ambas partes y anexada a las minutas de la última 
ronda de negociaciones en Londres, el 19 de mayo 
de 2009.

El Reino Unido es un socio estratégico prio-
ritario en la política de atracción de inversiones 
en Colombia pues históricamente ha sido uno de 
nuestros principales inversionistas. En efecto, el 
Reino Unido ocupa el segundo lugar en el ranking 
de los países europeos que invierten en Colombia. 
El Acuerdo Bilateral para la Promoción y Protec-
ción de Inversiones que se presenta a consideración 
del Congreso de la República, constituye un paso 
importante para el fortalecimiento de las relaciones 
económicas entre Colombia y el Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte.

El Gobierno y el Congreso colombianos han 
venido trabajando conjuntamente por varios años 

para brindar cada día mayor seguridad jurídica y un 
mejor clima de negocios, de tal forma que se den 
mejores condiciones para la inversión nacional y 
extranjera en el país. En este sentido se destacan 
los siguientes eventos:

El honorable Congreso de la República aprobó 

los inversionistas nacionales y extranjeros mediante 
la suscripción de Contratos de Estabilidad Jurídica. 
Esta iniciativa ha sido una herramienta indispensable 
para estimular el aumento de la inversión privada 
que necesita el país para obtener el crecimiento 
económico esperado.

de Inversiones Internacionales (Decreto 2080 de 
2000) que pretenden garantizar la contribución de 
las inversiones al crecimiento económico del país 
así como depurar los procedimientos de registro 
de la inversión. De esta forma se garantiza tanto el 
control por parte del Estado como la simplicidad 
y la claridad de los trámites que debe realizar el 
inversionista para hacer efectiva su inversión.

aprobado recientemente varios tratados con ca-
racterísticas similares al que hoy se presenta a su 
consideración. Estos tratados, que se mencionan a 
continuación, también fortalecen las condiciones en 
Colombia para atraer inversión extranjera:

Los Acuerdos para la Promoción y Protección 
Recíproca de Inversiones con España y con Suiza, 
que se encuentran en plena vigencia, aprobados por 
el honorable Congreso de la República mediante las 
Leyes 1069 de 2006 y 1198 de 2008 respectivamente. 
Así mismo, el honorable Congreso aprobó Acuerdos 
semejantes celebrados por Colombia con Perú (El 
primer acuerdo fue aprobado vía las Leyes 279 de 
1996 y 801 de 2003; el acuerdo profundizado fue 
aprobado mediante la Ley 1342 de 2009), así como 
Tratados de Libre Comercio que cuentan con un 
capítulo de inversión, tales como los suscritos con 
Estados Unidos (Ley 1143 de 2003), Chile (Ley 
1189 de 2008) y con Honduras, Guatemala y El 
Salvador - Triángulo Norte” (Ley 1130 de 2008).

El mejoramiento de las condiciones de seguri-
dad física y jurídica y el repunte en el crecimiento 
económico han sido percibidos positivamente por 
inversionistas extranjeros que reconocen los esfuer-
zos de Colombia por mejorar el clima de inversión, 
destacando las condiciones favorables del país para 
desarrollar sus negocios. La aprobación por parte del 
honorable Congreso de la República y la consecuente 

y Protección de Inversiones entre la República de 
Colombia y el Gobierno del Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte, impulsará la realización 
de nuevas inversiones recíprocas y motivará a los 
inversionistas extranjeros de esa nacionalidad a 
permanecer en el país. Además, representa un logro 

con el Reino Unido.
La presente ponencia consta de cuatro partes. En 

la primera se expone la política pública en materia 
de inversión extranjera. En la segunda, se destaca 
la importancia de la inversión extranjera para el 
desarrollo económico, sustentada en cifras sobre 
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la inversión extranjera entre Colombia y el Reino 
Unido. En la tercera, se expone el contenido del 
Acuerdo y en la cuarta, se presentan las conclusiones.

1. La Política Pública en Materia de Inversión 
Este Acuerdo se enmarca dentro de las previ-

siones del Plan Nacional de Desarrollo “Estado 
Comunitario: Desarrollo para Todos” 2006”2010 
cuyo Capítulo IV establece que el Gobierno desa-
rrollará una política integral para atraer inversión 

capital extranjero facilitan el acceso a tecnologías 
y conocimientos y contribuyen a la consistencia 
macroeconómica del país1. 

Pero el interés por la atracción de inversión ex-
tranjera al país no se limita al Plan de Desarrollo 
2006-2010. Se trata de una política consistente que 
se remonta al Plan de Desarrollo “Hacia un Estado 
Comunitario” 2002-2006, en el que se planteó la 
suscripción de tratados bilaterales de inversión como 
política pública encaminada al desarrollo económico.

La relación positiva entre los Acuerdos de In-
versión suscritos con países altamente exportadores 

extranjera directa hacia un país ha sido analizada 
en estudios econométricos2 permitiendo concluir 
que este tipo de acuerdos no solo son instrumentos 
importantes para el desarrollo económico del país, 
de conformidad con lo previsto en el Plan Nacional 
de Desarrollo, pues adicionalmente, estos acuerdos 
también permiten proteger las inversiones nacionales 
en el extranjero. 

Siguiendo estas directrices, el Consejo Superior 
de Comercio Exterior, en su Sesión número 81 del 
27 de marzo de 2007 determinó los lineamientos a 
seguir en materia de negociaciones de inversión, 
privilegiando la búsqueda de acuerdos y en conse-
cuencia, el fortalecimiento de relaciones comercia-
les, con aquellos países que cumplen una serie de 
elementos tales como inversión extranjera instalada 

de inversión colombiana, países altamente expor-
tadores de capital y países con mayor potencial de 
invertir en tecnología, entre otros. 

En esta priorización, realizada mediante el estu-
dio serio de los elementos antes mencionados para 
varios países, el Consejo Superior de Comercio 
Exterior situó al Reino Unido como prioritario en 
materia de suscripción de Acuerdos de Promoción 
de Inversión, dentro de la Agenda de Negociaciones 
establecida para el Gobierno. 

Inversión entre Colombia y el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte hace parte de una estra-
tegia coherente de inserción del país en la economía 
mundial y en especial contribuye a que Colombia 
1 Plan Nacional de Desarrollo. 2006-2010. “Estado Comu-

nitario: Desarrollo para Todos”. Presidencia de la Repú-
blica. Departamento Nacional de Planeación, págs. 254 
y 262.

2 “Do BITs re-Do BITs re-
ally work”: an evaluation of Bilateral Investment Trea-
ties and their grand bargain”, en Harvard International 
Law Journal; pág. 105; Harvard  University Press, In-
vierno 2005. Ver también, UNCTAD, “Bilateral Invest-
ment Treaties in the mid-1990s”

se convierta en un actor importante en materia de 

esperado incremento de la inversión extranjera tendrá 
efectos positivos en el crecimiento económico y la 
generación de empleo.

2. Importancia del Acuerdo para Colombia 
¿Por qué es importante la inversión extranjera 

para Colombia?
El proceso de globalización económica en que se 

encuentran inmersos todos los países acentúa la im-
portancia de integrar en forma activa las economías 
de los países en vías de desarrollo a la economía 
internacional. A su vez, la inversión extranjera directa 
(IED) día a día se consolida como la fuente más 

económico de los países en vías de desarrollo. Esto 
se debe a que la inversión extranjera puede contribuir 
al desarrollo de un país al complementar la inversión 
doméstica, aumentar la base impositiva, fortalecer 
los lazos de comercio y la capacidad exportadora, 
generar transferencias de tecnología, difundir habili-
dades y conocimientos especializados y constituirse 
en motor para la creación de empleo.

El inversionista extranjero suele introducir en 
los países menos desarrollados nuevas y modernas 
tecnologías que de otra forma no estarían disponibles 
en esas economías teniendo en cuenta que, por lo 
general, una de las características de los países en 
desarrollo es una menor capacidad de investigación 

-
ción de bienes y servicios a mercados internaciona-
les, aprovechando así las ventajas comparativas de 
cada país. De igual manera, la inversión extranjera 
ayuda a las economías domésticas en la creación de 
puestos de trabajo y en la capacitación de empleados, 
ya que los inversionistas foráneos suelen tener un 
alcance global en materia de recursos humanos y 
conocimientos avanzados en el desarrollo de sus 

a sus sucursales y por lo tanto fomentan el inter-
cambio de expertos y la capacitación productiva 
de su personal.

Los posibles inversionistas antes de tomar la 
decisión de invertir revisan los factores políticos, 
económicos y jurídicos que les permitan orientar 
sus inversiones a aquellos lugares que les ofrezcan 
las mejores condiciones. Es en este punto donde la 
competencia regulatoria es determinante y obliga 
a diseñar políticas que atraigan capitales foráneos 
que aumenten la productividad del país, a la vez 
que se mantengan los estándares constitucionales 
y legales en materia de orden público, protección 
laboral y medio ambiental, entre otros.

Un reciente estudio de la Fundación para la Edu-
cación y el Desarrollo (Fedesarrollo) denominado 
“Impacto de la inversión extranjera en Colombia”3  

-
tancia de la inversión extranjera para el país, a saber:
3 FEDESARROLLO. “Impacto de la inversión extranjera 

en Colombia” lanzado en febrero 6 de 2009.
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La inversión extranjera directa en Colombia ha 
contribuido, por lo menos, con un punto porcentual 
de crecimiento anual del PIB en promedio en los 

Gracias a la política del Gobierno Nacional en 
materia de atracción a la inversión extranjera, en 
el año 2008 Colombia reportó una cifra récord de 
recepción de inversión extranjera directa (IED). 
El monto total de inversión extranjera acumulada 
en el país alcanzó los US$10.600 millones, lo que 
representa un incremento del 16.7% con respecto a 
los acumulados a 20074. Este es el mayor monto de 
IED en la historia económica del país y sobrepasa 
el margen de los US$10.252 millones reportados 
en el 2005, cuando la multinacional SAB Miller se 
fusionó con Bavaria. 

Puesto en porcentajes, esto quiere decir que desde 
el año 2002, la creciente inversión extranjera ha 
contribuido en más de un 1% al PIB Nacional anual

“La inversión extranjera juega un papel central 
para mitigar los efectos que puede tener la crisis 

” 
Los resultados recién mencionados son aun más 

global, donde la disponibilidad de recursos para la 
inversión extranjera se disminuye y la tendencia suele 
ser la de la desinversión. El hecho de que la inversión 
extranjera hubiera aumentado sustancialmente en 

los inversionistas extranjeros siguen depositando 
en nuestro país pese a las actuales adversidades que 
enfrentan los mercados del mundo y de la región.

Adicionalmente, los auges de IED han contri-

corriente de la economía, constituyéndose en una 
fuente importante de acumulación de reservas 
internacionales, al tiempo que han contribuido al 
fortalecimiento del peso colombiano, dando mayor 
liquidez y solvencia externa a la economía. 

Por último vale la pena mencionar que varios de 
los proyectos de infraestructura que el Gobierno pre-
tende implementar como parte de su plan anticíclico, 
cuentan con aporte de inversión privada de origen 
extranjero (piénsese, por ejemplo, la concesión 
del Aeropuerto El Dorado, cuyo concesionario, el 
conglomerado OPAIN, está conformado por inver-
sionistas colombianos y suizos). La vinculación de 
inversionistas foráneos es vital para el desarrollo 
de una infraestructura energética, de transporte y 
de comunicaciones moderna que aligere los costos 
de producción para el consumo interno y para la 
exportación, tal y como se requiere en la Colombia 
del siglo XXI.
4  Fuente: Banco de la República. Para el año 2008, la in-

versión extranjera en el sector petrolero fue de US$3.571 
millones, con un incremento de 7.1% frente al año ante-
rior. Un incremento relevante se observó en las indus-
trias mineras (incluyendo el carbón), con US$ 2.116 
millones, lo que representa un crecimiento de 92.3% 
respecto del año anterior. El comercio, los restaurants 
y la industria hotelera alcanzaron US$ 1.029 millones, 
con un incremento del 28.3%; seguido de transporte, 
bodegaje y comunicaciones, con US$746 millones, que 
unidos presentaron un crecimiento del 80%. En los años 
2006 y 2007, la IED en Colombia había sido en su totali-
dad de US$6.00 y US$9.028 millones, respectivamente.

Las empresas con inversión extranjera directa 

Nuestro país se ha convertido en los últimos años 
en un centro regional y en una plataforma expor-
tadora para algunas empresas extranjeras. Varias 
empresas multinacionales (EMN) han llevado a cabo 
procesos de racionalización y han centralizado sus 
sedes administrativas, de producción, de mercadeo 
y de servicios (contabilidad, publicidad, etc.) en 
nuestro país. 

-
nido algunas características de las empresas recep-
toras, entre las que se resalta la mayor utilización 

-
volucradas por regla general en sectores industriales 
o comerciales de alta complejidad, suele ser el caso 
que estas requieran de trabajadores especializados, 

cumplir con las exigencias propias de la actividad 
económica desarrollada. 

Las empresas con inversión extranjera directa 
pagan mayores salarios”

La encuesta empresarial efectuada por Fedesarro-
llo arrojó que, en comparación con empresas colom-
bianas pertenecientes al mismo sector, las empresas 
multinacionales suelen pagar mayores salarios y 

La razón radicaría en que las EMN tienden a ser 

invertir mayores sumas en capital humano.
Las empresas con inversión extranjera directa 

”
El aporte de la IED se ha traducido en una mayor 

industrialización y mayores inversiones en servicios 
públicos (energía eléctrica, telecomunicaciones e 
infraestructura), en la minería (carbón y ferroníquel), 

La incidencia de la IED en estos sectores de alta 
demanda de bienes de capital repercute directamente 
en la renovación y actualización tecnológica del 
país. En el caso colombiano, la evolución reciente 
de los mercados internacionales con la presencia de 
inversión extranjera genera grandes oportunidades 
para los empresarios en la obtención de un sistema 
integrado de producción, distribución y comerciali-
zación propio de un mercado globalizado de bienes 
y servicios5.

Las empresas con inversión extranjera directa 
-

lidad social”
La responsabilidad social o responsabilidad 

corporativa es un concepto que tuvo origen en los 
modelos de negocio anglosajones. Poco a poco 
y por cuenta de la globalización, la teoría de la 
responsabilidad se fue extendiendo por todo el 
mundo. Colombia no es la excepción. La llegada 
de Empresas Multinacionales (EMN) trae consigo 
la implementación de modelos de buen gobierno 
5 Las últimas tendencias indican que la inversión extran-

jera está experimentando un giro hacia el mercado de 
los servicios. UNCTAD, “Reporte Mundial Sobre la In-
versión 2004: El giro hacia los servicios”. New York y 
Ginebra. 2004.
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corporativo, basados en las acciones de impacto 
social y en el involucramiento con la comunidad de 
parte de las empresas.

En la medida en que la responsabilidad cor-

consumidor (quien puede mostrar predilección por 
productos provenientes de empresas responsables 
socialmente), se crea una competencia sana que 
da valor agregado a las empresas que la practican. 
Así, la responsabilidad corporativa practicada por 
las EMN puede tener el efecto multiplicador de ser 
imitada por las empresas nacionales que quieren 
competir con las multinacionales. 

Por las razones antes expuestas, Colombia sigue 
enfocando grandes esfuerzos y recursos en lograr 
mejoras sustanciales en temas como la seguridad 
física, la seguridad jurídica y el clima de inversión. 
De acuerdo con el reporte  del Banco 
Mundial del 2009, en 2008 el país se ubicó dentro 
de los países líderes en reformas que facilitan la 
realización de negocios a nivel mundial y obtuvo el 
primer lugar en Latinoamérica, pasando del puesto 
49 al 37 entre 181 países.

Adicionalmente, de conformidad con el Reporte 
Mundial sobre la Inversión de 20096, durante la 
primera mitad de 2008 los países en desarrollo 

internacional que los países desarrollados, esto, 

-
nancieros de Estados Unidos y Europa. Su recepción 
de IED continuó creciendo pero en un ritmo mucho 
más lento que en años anteriores. En Latinoamérica 
y el Caribe el incremento fue del 13% en el 2008 

mismo año la caída de la IED en el mundo fue de 
14% y las cifras preliminares para el año 2009 de 
96 países mostraban una caída del 44% comparado 
con el año inmediatamente anterior. Por tal razón, la 
competencia por la atracción de IED entre los países 
en desarrollo se convierte en una de las principales 
preocupaciones de la poscrisis. 

inversión entre Colombia y el Reino Unido de Gran 
Bretaña e Irlanda del Norte? 

Como se mencionó anteriormente, el Reino 
Unido es un socio estratégico prioritario en la po-
lítica de atracción de inversiones en Colombia pues 
históricamente ha sido uno de nuestros principales 
inversionistas. En efecto, el Reino Unido ocupa el 
segundo lugar en el ranking de los países europeos 
que invierten en Colombia7.

Durante el 2008 la economía colombiana recibió 
ingresos netos por Inversión Extranjera Directa 
(IED) proveniente del Reino Unido por US$199.7 
millones, representando un crecimiento del 472% 
comparado con el año 2007, cuando el monto total 
ascendió a US$34.9 millones. En términos absolutos 
el incremento fue de US$164.8 millones. 
6 UNCTAD, “Reporte Mundial sobre la Inversión 2009: 

“IED tendencias, políticas y prospectos”. 2009.
7 Fuente: Banco de la República, Subgerencia de Estudios 

Económicos y Departamento de Cambios Internaciona-
les.

Cifras preliminares de la (IED) de acuerdo con 
la Balanza de Pagos del país al tercer trimestre del 
2009, muestran que la economía colombiana regis-
tró una considerable desinversión proveniente del 
Reino Unido de Gran Bretaña por US$118 millones, 
mostrando un descenso de 204% comparado con el 
mismo periodo del año 2008, cuando el monto total 
fue de US$113.2 millones. En términos absolutos el 
descenso fue de US$231.2 millones. Esta coyuntura 
demuestra la importancia de contar con mecanismos 

Reino Unido en Colombia aumentó en US$199.7 
millones, al pasar de US$3.842 millones en el 2007 
a US$4.042 millones en 2008, lo cual representa un 
crecimiento del 5.2%.

De acuerdo con los registros de IED del Banco 
de la República, durante los últimos cinco años los 

-
centrado básicamente en el sector inmobiliario, al 
recibir el 42% del total de inversiones. Igualmente 
considerables fueron las inversiones registradas en 
los sectores comercio, que captó un 26%; y trans-
porte, con un 25%.

Colombia como país receptor de capital, y se ha 
expuesto que aumentar la inversión extranjera directa 
es el interés principal de nuestro país al suscribir 
el Acuerdo. Sin embargo, no sobra destacar que 
debido al carácter bilateral del Convenio entre la 
República de Colombia y el Gobierno del Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte sobre la 
Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, 
los inversionistas colombianos en el Reino Unido 

protección acordados entre los dos países. 
Colombia se ha venido consolidando como un 

importante país en materia de inversiones en el 
exterior. Durante el año 2008 Colombia invirtió en 
el exterior US$2.254 millones, consolidando un 
stock de inversión extranjera directa de Colombia 
en el exterior para el año 2008 de US$10.864 mi-
llones, representando un crecimiento del 26% con 
respecto a la cifra obtenida durante el 2007, que fue 
de US$8,610. Estas cifras hacen evidente el poten-
cial que tiene la industria colombiana para atender 
mercados foráneos a través de inversiones directas.

Debe decirse acerca de los inversionistas del 
Reino Unido en Colombia y colombianos en el 
Reino Unido, que además de que el Acuerdo les 
otorga la certeza jurídica para el tratamiento de 
sus inversiones, el tratamiento que ofrece el país 
receptor en ningún momento será menos favorable 
que el otorgado a sus propios nacionales. 

Por los argumentos enunciados en este documen-

del Acuerdo Bilateral de Promoción y Protección de 
Inversiones en la medida que se están estrechando 
los lazos económicos entre las dos naciones, se 
crea una atmósfera propicia para que empresarios 
colombianos busquen nuevos nichos de mercado en 
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Reino Unido. La situación actual brinda una opor-
tunidad importante para que Colombia, a través 

inversión y esta se consolide como un mecanismo 
promotor de la economía.

Teniendo en cuenta lo expuesto, resulta evidente 
que este Acuerdo, y los demás instrumentos y accio-
nes de integración, serán un aporte al dinamismo y 
fortalecimiento de las relaciones entre Colombia y 
el Reino Unido. A continuación se entrará a analizar 
su contenido.

3. El Acuerdo de Promoción y Protección de 
Inversiones Suscrito entre Colombia y el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte

El objetivo principal buscado por los Estados 
al negociar un tratado de Promoción y Protección 
Recíproca de Inversiones (APPRI o BIT, por sus 
siglas en inglés) es establecer un marco jurídico 
justo y transparente que promueva la inversión a 
través de la creación de un ambiente que proteja al 

sin crear obstáculos a las inversiones provenientes 
de la otra Parte del tratado. En otras palabras, se 
busca establecer unas reglas de juego claras para 
los inversionistas de ambas Partes, que brinden 
protección y seguridad mutua en el tratamiento de 
las inversiones con el ánimo de generar incentivos 
para la atracción de la inversión extranjera.

Para lograr este objetivo, en dicho instrumento 
se establecen compromisos relacionados con el 
tratamiento que se otorgará al inversionista (trato 
nacional y trato de nación más favorecida), los es-
tándares de responsabilidad que asumen los Estados 
con respecto a los inversionistas del otro Estado 
(nivel mínimo de trato), el establecimiento de re-
glas para la compensación al inversionista en caso 
de expropiación, y la transferencia de los capitales 
vinculados a la inversión. Además, mediante estos 
tratados se establecen procedimientos claros de 
solución de controversias.

Es importante señalar que para un correcto 
entendimiento y aplicación del acuerdo se hace 

qué tipo de actividades o transacciones económicas 
-

al acuerdo tales como las reglas para su entrada en 
vigor, terminación y las condiciones de aplicación 
en el tiempo y el espacio.

3.1 Antecedentes del Acuerdo
Colombia y el Reino Unido ya han negociado 

anteriormente un Acuerdo para la promoción y 
Protección Recíproca de Inversiones. En efecto, 
en 1994 se suscribió un APPRI entre Colombia y 
el Reino Unido el cual fue declarado parcialmente 
inexequible por la Corte Constitucional colombiana.

Lo anterior porque una de las disposiciones del 
Acuerdo, en particular, la obligación de compensar al 
inversionista en caso de expropiación, era contraria 

al artículo 58 de la Constitución Política Colombiana 
de entonces8. En este orden de ideas, el Acuerdo 
suscrito entre Colombia y el Reino Unido de Gran 

lo tanto, nunca entró en vigencia.

Constitución Política de Colombia mediante el Acto 

Acuerdo con el Reino Unido. Entre los años 2006 y 
2007 se retomaron las conversaciones entre los dos 
países con miras a la renegociación de un Acuerdo 

los intereses colombianos en materia de protección 
de inversión extranjera atendiendo los desarrollos 
internacionales y la experiencia Colombiana al 
momento en la materia. 

3.2. El Acuerdo que se presenta a consideración 
del honorable Congreso de la República:

Para la negociación de este Acuerdo, los ne-
gociadores colombianos tuvieron en cuenta las 
peculiaridades jurídicas, económicas y políticas 
del país, así como los pronunciamientos previos 
de varios miembros del Congreso de la República 
y la honorable Corte Constitucional en relación con 
Acuerdos de características similares al presente. 

Es así como se reiteraron cláusulas compatibles 
con nuestra Constitución y a las que se ha referido 
la honorable Corte Constitucional cuando ha tenido 
la oportunidad de revisar las leyes aprobatorias de 
otros tratados de esta misma naturaleza. Fue así 
como, para respetar lo previsto en el artículo 100 
de la Constitución, el Tratado prevé que nada de lo 
dispuesto en el mismo se interpretará en el sentido 
de impedir que una Parte adopte o mantenga me-
didas destinadas a preservar el orden público. Así 
mismo, se acordó que las Partes podrán establecer 
monopolios de conformidad con lo establecido en 
el Acuerdo9. En igual sentido, para que el tratado 
sea concordante con el artículo 58 de la Consti-
tución se convino que solamente por razones de 
utilidad pública o interés social y con arreglo a la 
ley pueden expropiarse las inversiones siempre 
que medie el pago de una indemnización justa y 
equitativa. 

Las cláusulas que desarrollan los compromisos 
adquiridos se describen a continuación:

En el Preámbulo se establece que el Acuerdo 
-

países, la creación de condiciones favorables para 
las inversiones realizadas por inversionistas y la 
prosperidad económica de ambos países. 

“inversión”, “rentas” y “territorio”. En este artículo 
8 -

lítica establecía en el artículo 58 que el legislador, por 
razones de equidad podía determinar los casos de ex-
propiación que no tendrían derecho a compensación o 
indemnización.

9 De acuerdo a lo establecido en el numeral 6 del Artículo 
VI de Expropiación: “6. Con sujeción a este Artículo, 
las Partes Contratantes podrán establecer monopolios y 
reservarse actividades estratégicas privando a inversio-
nistas de desarrollar ciertas actividades económicas”.
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que contempla los actos que revisten carácter de 
inversión (tales como adquisición de propiedad, 
acciones, derechos de autor y derechos de propiedad 
intelectual, entre otros). Además, se contemplan las 
características mínimas de una inversión: aporte de 
capital y la asunción de riesgo. 

-
nes que no deben entenderse protegidas al amparo 
del acuerdo. Estas son las operaciones de deuda 
pública, los contratos netamente comerciales de 
compraventa de bienes y servicios (como la inter-

inversionista, se establece que el acuerdo no aplicará 
para las inversiones realizadas por personas que 
ostenten doble nacionalidad.

Artículo II. Promoción, Admisión y Protección 
de Inversiones

El Acuerdo preserva el derecho de los dos países 
a admitir las inversiones de nacionales o compañías 
de la otra Parte en su territorio, de acuerdo con sus 
leyes internas. 

De la misma manera se establece que cada Parte 
debe dar a las inversiones de inversionistas de la otra 
parte un trato “justo y equitativo” y “protección y 
seguridad plenas”. Esto, aclara el tratado, consis-
te en un trato conforme con un mínimo estándar 
internacional como el derecho al debido proceso, 
guardando equivalencia con aquel trato dado a los 
propios inversionistas nacionales.

Artículo III. Trato Nacional y Trato de Nación 
más Favorecida.

Se establece el llamado “trato nacional”, por el que 
las Partes se comprometen a tratar las inversiones y 
a los inversionistas de la otra Parte como si hubieran 
sido hechas por nacionales del propio territorio, 
prohibiendo cualquier tipo de discriminación.

Paralelamente se establece el trato de “nación 
más favorecida” por el que una parte se compro-
mete a tratar a la inversión y a los inversionistas de 
la otra parte de la misma manera en que trata las 
inversiones e inversionistas de un tercer país, que 

concedidos mediante el Acuerdo.
Estos tratos más favorables, sin embargo, no 

aplican en materia de los mecanismos de solución 
de controversias.

Artículo IV. Excepciones 
Este artículo salvaguarda la potestad del Estado 

de adoptar medidas necesarias para proteger la 
seguridad pública o nacional y el orden público. 

Así mismo, esta disposición excluye la aplicación 
del Trato de la Nación Más Favorecida en materia de 

resultantes de una zona de libre comercio, uniones 
aduaneras, uniones monetarias o económicas, mer-
cados comunes o acuerdos relacionados en todo o 
en parte con asuntos tributarios. 

Este artículo también establece una salvaguarda 
de las obligaciones que tiene el Reino Unido ante 
la Unión Europea como Estado miembro de este 
proceso de integración regional, disposición que 
para el caso colombiano no tiene efecto. 

Finalmente, para respetar la autonomía del Banco 
de la República, se acordó que en circunstancias 
de problemas o amenazas a la balanza de pagos y 

-
nómico, se pueden restringir temporalmente las 
transferencias.

Artículo V. Transferencias
En este artículo se garantiza la transferencia de los 

fondos relacionados con las inversiones en moneda 
en que se hizo la inversión original o de libre con-
vertibilidad. El artículo prevé algunas restricciones 
a este principio relacionadas con la protección de 
derechos de terceros y la ejecución de providencias 
administrativas o judiciales. 

Artículo VI . Expropiación 
Este artículo establece una de las disposiciones 

más importantes de este Acuerdo ya que dispone 
que en el caso de que se produzca una expropiación, 
el Estado debe proporcionar una compensación 
pronta, adecuada y efectiva. Esta disposición tiene 
claro sustento constitucional, ya que el artículo 58 
de nuestra Carta Política, según lo ha interpretado 
la Corte Constitucional, establece que el Estado es 
“responsable” y debe indemnizar por las expropia-
ciones que realiza.

Además, se hace explícito que las razones de 
“utilidad pública e interés social” de nuestra Cons-
titución Política son razones válidas para efectuar 
las expropiaciones bajo la luz de este Artículo. 

Finalmente, es importante señalar que el artículo 
excluye de su aplicación la expedición de licencias 
obligatorias dentro del marco de lo acordado en la 
OMC10. 

Artículo VII. Compensación por daños o pérdidas
Este artículo establece que cuando los inver-

sionistas sufran pérdidas debidas a guerra u otro 

compensación e indemnización, el mismo trato otor-
gado por el Estado en donde se ocasionó el daño a 
sus propios inversionistas o a los inversionistas de 
un tercer Estado.

Artículo VIII. Inversión y Medio Ambiente
En este artículo se establece que nada en el 

Acuerdo será interpretado en el sentido de impedir 
al Estado la adopción o mantenimiento de medi-
das apropiadas para asegurar que las actividades 
de inversión se realizan teniendo en cuenta temas 
medioambientales. 

Artículo IX. Solución de Controversias entre una 
Parte y un inversionista de la otra Parte. 
10 La exclusividad inherente a la mayoría de derechos de 

propiedad intelectual le da a su titular el poder jurídi-
co para impedir que terceros utilicen, produzcan o co-
mercialicen la invención, signo o trabajo protegido. Ese 
poder no es absoluto. El artículo 30 del ADPIC permite 
establecer excepciones, las cuales están reglamentadas 
por el artículo 31 del mismo acuerdo e incluyen las licen-
cias obligatorias.  La concesión y explotación efectiva 

económicos que el titular de la patente puede obtener.  
Por tanto, es necesario expresar que la concesión de una 
licencia obligatoria no puede ser objeto de reclamacio-
nes por expropiación.
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Este artículo establece el procedimiento para 
resolver las controversias que surjan entre alguno 
de los Estados e inversionistas del otro Estado. 

El Acuerdo prevé, una vez agotadas las fases 
de consultas y negociación, que un inversionista 
puede someter sus diferencias a las cortes locales 
o a conciliación de conformidad con las reglas de 
la Conferencia de Naciones Unidas sobre Derecho 
Mercantil Internacional (CNUDMI), o a arbitraje 
internacional bajo el Convenio del Centro Inter-
nacional de Arreglo de Diferencias de Inversión 
(CIADI) u otro mecanismo ad-hoc bajo las reglas 
de la Conferencia de Naciones Unidas sobre De-
recho Mercantil Internacional (CNUDMI). Para 
estos efectos, tanto Colombia como el Reino Unido, 
acordaron mediante el Tratado, otorgar su consenti-

toda controversia entre una Parte y un inversionista 
de la otra Parte pueda ser sometida a cualquiera de 
los procedimientos de solución de controversias. 

Adicionalmente el artículo prevé que una vez 
el inversionista haga la selección de foro, esta será 

Entre sus disposiciones vale la pena destacar la 
posibilidad de arreglar las disputas mediante acuer-

de la decisión adoptada por el tribunal que conoció 
la controversia. 

Con relación a la posibilidad de que un inversio-
nista acuda a arbitraje internacional, y en particular 
al CIADI, la Honorable Corte Constitucional me-

exequible tal posibilidad y en el mismo sentido se 
ha pronunciado en otras Sentencias relacionadas 
con la aprobación de Acuerdos de Promoción y 
Protección Reciproca de Inversiones dentro de 
las que vale la pena destacar el suscrito con Cuba 

que acudir a tribunales arbitrales internacionales 
para la solución de controversias es un mecanismo 
válido y constitucionalmente viable. 

Artículo X. Solución de controversias entre las 
Partes Contratantes.

-
tratantes o sea, la República de Colombia y el Reino 
Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, acerca 
de la interpretación o aplicación del Convenio, este 
se resolverá, en lo posible, mediante negociaciones 
diplomáticas. Si la controversia no puede resolverse 
en seis meses, esta, se podrá presentar a un tribunal de 
arbitraje designado de común acuerdo por las partes.

Artículo XI. Subrogación
Con esta disposición se busca evitar que un 

inversionista que ya haya sido indemnizado por 
una aseguradora contra riesgos no comerciales, 
por ejemplo, riesgos políticos, demande al Esta-
do buscando que este también lo indemnice. Así 
mismo, busca que la parte contratante o la agencia 
designada por esta, tenga, en virtud de la subroga-
ción, la facultad de ejercer los derechos, exigir los 
reclamos del inversionista y asumir las obligaciones 
relacionadas con la inversión en la misma medida 
que el inversionista.

Artículo XII. Otras disposiciones 

establecen entre sí reglas más favorables a las pre-
vistas en este Acuerdo, tales reglas prevalecerán 
en la medida en que son más favorables para el 
inversionista. 

Artículo XIII. Ámbito de Aplicación
El Acuerdo, se aplicará a las inversiones hechas 

en cualquier momento (es decir, antes y después de 
la entrada en vigor del APPRI). Esto busca incentivar 
la reinversión de las empresas presentes en el país 
antes de entrar en vigencia el Acuerdo. No obstante, 
el Acuerdo no se aplicará a las controversias que 
hubieren surgido con anterioridad a su vigencia. 

Este artículo establece que el Acuerdo no tiene 
aplicación en relación con medidas tributarias. Prevé 
algunas disposiciones especiales relacionadas con 
el evento en el que un inversionista alegue que una 
medida tributaria es expropiatoria y prescribe un 
párrafo en virtud del cual ante inconsistencias que 
puedan existir entre este Acuerdo y los compromi-
sos de alguna de las Partes contraídos en virtud de 
tratados internacionales relacionados en todo o en 
parte con tributación, estos últimos prevalecerán.

Así mismo, este artículo aclara que nada de lo 
previsto en el acuerdo impedirá a alguna de las 
Partes adoptar medidas por motivos prudenciales 

Por último, este artículo prevé que el Acuerdo no 
será interpretado en el sentido de otorgar protección 
a las inversiones realizadas con capitales o activos 
derivados de actividades ilegales. 

Artículo XIV. Extensión territorial
De conformidad con este artículo, las Partes 

pueden acordar extender la aplicación de este 
Acuerdo a aquellos territorios de cuyas relaciones 
internacionales el Gobierno del Reino Unido es 
responsable siempre que se cumplan los requisitos 
legales y constitucionales necesarios para ello de 
conformidad con la legislación de cada Parte.

Se señala que el tratado permanecerá en vigor por 
un periodo inicial de diez años y que, después de 

a menos que sea denunciado por alguna de las Par-
tes. Además, se establece que para las inversiones 
realizadas con anterioridad a la fecha de denuncia, 
el Acuerdo tendrá un período de vigencia adicional 
de quince años a partir de esta.

4. Conclusiones
El Acuerdo que el Gobierno Nacional pone a 

consideración del Congreso de la República es una 

inversiones recíprocas entre Colombia y el Reino 
Unido. Sirve como mecanismo de promoción de las 
inversiones del Reino Unido en Colombia y para 
la protección de las inversiones colombianas en el 
Reino Unido. Contribuye a la generación de ventajas 
propias de la entrada de capitales extranjeros tales 
como la innovación tecnológica, la transferencia 
de conocimientos, la creación de empleo y el de-
sarrollo económico y social del país, logrando de 
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esta forma apoyar el proceso de modernización de 
la economía colombiana y la inserción apropiada 
del país al mercado global. 

Con la ejecución de las políticas de promoción 
de inversión diseñadas conjuntamente con el Con-
greso de la República, y dentro de las cuales se 
enmarca este acuerdo, Colombia está ofreciendo a 
los inversionistas extranjeros, un claro mensaje de 
aceptación de los estándares internacionales para la 
protección de las inversiones. 

Señores Congresistas, Colombia posee una 

es un país favorecido por la naturaleza y contamos 
con un recurso humano excepcional. Sin embargo, 
factores de inseguridad física y jurídica han alejado 
la inversión extranjera de nuestro país. Por tal razón 
se debe avanzar en un esfuerzo conjunto para que la 
inversión extranjera existente se consolide y sirva 
de promoción a futuras inversiones, así como para 
proteger a los inversionistas colombianos que se han 
aventurado a abrir nuevos mercados en otros países.

Teniendo en cuenta los motivos antes expuestos, 
el Gobierno Nacional, a través de los Ministros de 
Relaciones Exteriores y de Comercio, Industria y 
Turismo, le solicita respetuosamente al honorable 
Congreso de la República, aprobar el “Acuerdo 
Bilateral para la promoción y protección de in-
versiones entre el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República 
de Colombia”, suscrito en Bogotá, Colombia, el 
17 de marzo de 2010, y el “Entendimiento sobre 
el trato justo y equitativo en el Acuerdo Bilateral 
de inversión entre el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de 
Colombia”
ambas partes y anexada a las minutas de la última 
ronda de negociaciones en Londres, el 19 de mayo 
de 2009.

De los honorables Senadores y Representantes,
La Viceministra de Relaciones Exteriores encar-

gada de las funciones del Despacho del Ministro de 
Relaciones Exteriores,

El Viceministro de Desarrollo Empresarial en-
cargado de las funciones del Despacho del Ministro 
de Comercio, Industria y Turismo,

LEY 424 DE 1998
(enero 13)

por la cual se ordena el seguimiento a los conve-
nios internacionales  

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El Gobierno Nacional a través de la 
Cancillería presentará anualmente a las Comisiones 
Segundas de Relaciones Exteriores de Senado y 
Cámara, y dentro de los primeros treinta días ca-
lendarios posteriores al período legislativo que se 
inicia cada 20 de julio, un informe pormenorizado 
acerca de cómo se están cumpliendo y desarrollando 
los Convenios Internacionales vigentes suscritos por 
Colombia con otros Estados. 

Artículo 2°. Cada dependencia del Gobierno 
nacional encargada de ejecutar los Tratados Interna-
cionales de su competencia y requerir la reciprocidad 
en los mismos; trasladará la información pertinente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores y este, a las 
Comisiones Segundas.

Artículo 3°. El texto completo de la presente ley 
se incorporará como anexo a todos y cada uno de 
los Convenios Internacionales que el Ministerio de 
Relaciones Exteriores presente a consideración del 
Congreso.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de su 
promulgación. 

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes, 

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes, 

REPÚBLICA DE COLOMBIA -  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y ejecútese.
Dada en Santa Fe de Bogotá, D. C., a 13 de 

enero de 1998. 
ERNESTO SAMPER PIZANO

La Ministra de Relaciones Exteriores, 

Londres, 19 de mayo de 2009
Señor BENJAMÍN DAVID PRICE
Jefe de la Delegación del Reino Unido de Gran 

Bretaña y el Norte de Irlanda para el Acuerdo Bi-
lateral de Promoción y Protección de Inversiones 
entre el Gobierno del Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte y la República de Colombia.

Asesor Principal de Políticas - Inversiones In- 
ternacionales

Departamento de Comercio, Empresa y Reformas 
Regulatorias

El Reino Unido de Gran Brertaña e Irlanda del 
Norte

Estimado señor:
Como Jefe Negociador de la República de Co-

lombia en el Acuerdo Bilateral de Inversión entre el 
Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y 
la República de Colombia (en adelante el Acuerdo), 

ámbito del Acuerdo y de sus disposiciones sobre 

según el Artículo XV, párrafo 4, las Partes Con-
tratantes deberán considerar la renegociación del 
Artículo I, párrafo 2(b)(i) si están de acuerdo en 
que es necesario.
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La lógica subyacente para no considerar la deuda 
pública como inversión en el Acuerdo consiste en 
que los contratos de deuda pública suscritos por el 
Gobierno de Colombia suponen un riesgo comercial 
e incluyen ciertos procedimientos particulares para 
la resolución de controversias disponibles para que 
los acreedores puedan resolver las controversias 
con respecto al instrumento de deuda pública o 
que surjan de este. Además, estos contratos están 
regidos por leyes extranjeras y dan la opción de 
recurrir a cortes foráneas, como aquellas estable-
cidas en el Distrito de Manhattan, NY, Estados 
Unidos o en Londres, GB.

Por lo tanto, por medio de la relación contractual 
que los vincula a la entidad deudora, a los acree-
dores se les otorgan los medios necesarios para 
resolver cualquier potencial diferencia derivada de 
esta relación.

Según  lo acordado, esta comunicación será con-
servada como parte de la historia de la negociación 
del Acuerdo para dar claridad a la intención de las 
Partes Contratantes al incluir las disposiciones 
previamente indicadas.

Cordialmente,
(Firmado en original en la versión inglés).
Señor JOSÉ ANTONIO RIVAS
Jefe de la Delegación de Colombia para el 

Acuerdo Bilateral de Promoción y Protección de 
Inversiones entre el Gobierno del Reino Unido de 
Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República de 
Colombia.

Director de Inversión Extranjera y Servicios.
Ministerio de Comercio, Industria y Turismo.
LA SUSCRITA COORDINADORA DEL GRU-

PO INTERNO DE TRABAJO DE TRATADOS 
DE LA DIRECCIÓN DE ASUNTOS JURÍDICOS 
INTERNACIONALES DEL MINISTERIO DE 
REACIONES EXTERIORES DE LA REPÚBLICA 
DE COLOMBIA

CERTIFICA:
Que la reproducción del texto que antecede 

español del “Acuerdo Bilateral para la Promoción 
y Protección de Inversiones entre el Gobierno del 
Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte 
y la República de Colombia”, elaborado en Bogotá, 
el 17 de marzo de 2010, y el “Entendimiento sobre 
el trato justo y equitativo en el Acuerdo Bilateral 
de Inversión entre el Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte y la República de Colombia”, 

-
tes y anexada a las minutas de la última ronda de 
negociaciones en Londres, el 19 de mayo de 2009, 
documento que reposa en los archivos del Grupo 
Interno de Trabajo Tratados de la Dirección de 
Asuntos Jurídicos Internacionales de este Ministerio.

Dada en Bogotá, D. C., a los nueve (30) días del 
mes de junio de dos mil once (2011).

La Coordinadora del Grupo de Trabajo Interno 
de Tratados Dirección de Asuntos Jurídicos Inter-
nacionales,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 22 de abril de 2010 
Aprobado. Sométase a la consideración del 

honorable Congreso Nacional para los efectos 
constitucionales. 

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 

(Fdo.) 
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo bilateral para 
la promoción y protección de inversiones entre el go-
bierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda 
del Norte y la República de Colombia”, elaborado en 
Bogotá, el 17 de marzo de 2010, y el “entendimiento 
sobre el trato justo y equitativo en el acuerdo bilateral 
de inversión entre el Reino Unido de Gran Bretaña 
e Irlanda del Norte y la República de Colombia”, 

y anexada a las minutas de la última ronda de nego-
ciaciones en Londres, el 19 de mayo de 2009. 

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo bilateral 
para la promoción y protección de inversiones entre el 
gobierno del reino unido de la Gran Bretaña e Irlanda 
del norte y la República de Colombia”, elaborado en 
Bogotá, el 17 de marzo de 2010, y el “entendimiento 
sobre el trato justo y equitativo en el acuerdo bilateral 
de inversión entre el Reino Unido de Gran Bretaña e 

por los jefes negociadores de ambas partes y anexada 
a las minutas de la última ronda de negociaciones en 
Londres, el 19 de mayo de 2009, que por el artículo 
primero de esta ley se aprueban, obligarán al país a 
partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto de los mismos. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación. 

Dada en Bogotá, D. C., a los
Presentado al honorable Congreso de la República 

por la Viceministra de Relaciones Exteriores encar-
gada de las funciones del Des pacho del Ministro 
de Relaciones Exteriores y por el Viceministro de 
Desarrollo Empresarial, encargado de las funciones 
del Despacho del Ministro de Comercio, Industria 
y Turismo.

El Viceministra de Relaciones Exteriores encar-
gada de las funciones del Despacho del Ministro de 
Relaciones Exteriores, 

El Viceministro de Desarrollo Empresarial en-
cargado de las funciones del Despacho del Ministro 
de Comercio, Industria y Turismo,

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PÚBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., 22 de abril de 2010 
Aprobado. Sométase a la consideración del 

honorable Congreso Nacional para los efectos 
constitucionales. 

(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ 
El Ministro de Relaciones Exteriores, 

(Fdo.) 
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DECRETA:
Artículo 1°. Apruébese el “Acuerdo bilateral 

para la promoción y protección de inversiones entre 
el gobierno del Reino Unido de la Gran Bretaña e 
Irlanda del Norte y la República de Colombia”, 
elaborado en Bogotá, el 17 de marzo de 2010, y el 
“entendimiento sobre el trato justo y equitativo en el 
acuerdo bilateral de inversión entre el Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y la República 

de ambas partes y anexada a las minutas de la úl-
tima ronda de negociaciones en Londres, el 19 de 
mayo de 2009. 

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en 
el artículo 1° de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo bila-
teral para la promoción y protección de inversiones 
entre el gobierno del reino unido de la Gran Bretaña 
e Irlanda del norte y la República de Colombia”, 
elaborado en Bogotá, el 17 de marzo de 2010, y el 
“entendimiento sobre el trato justo y equitativo en el 
acuerdo bilateral de inversión entre el Reino Unido 
de Gran Bretaña e Irlanda del Norte y La República 

ambas partes y anexada a las minutas de la última 
ronda de negociaciones en Londres, el 19 de mayo 
de 2009, que por el artículo primero de esta ley se 
aprueban, obligarán al país a partir de la fecha en 
que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
de los mismos. 

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación. 

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA –  
GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Consti-

tucional, conforme al artículo 241-10 de la Cons-
titución Política.

Dada en Bogotá, D. C., a 29 de junio de 2011.
JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

La Ministra de Relaciones Exteriores,

El Ministro de Comercio, Industria y Turismo,

*   *   *

LEY 1465 DE 2011
(junio 29)

por la cual se crea el Sistema Nacional de Migraciones y se expiden normas 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Creación. Créase el Sistema Nacional 
de Migraciones, SNM, como un conjunto armóni-
co de instituciones, organizaciones de la sociedad 
civil, normas, procesos, planes y programas, desde 
el cual se deberá acompañar el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de la Política Migratoria 
con el propósito de elevar el nivel de calidad de 
vida de las comunidades colombianas en el exterior, 
considerando todos los aspectos de la emigración 
y la inmigración.

Parágrafo. Sin perjuicio de otras disposiciones 
legales y jurídicas el Ministerio de Relaciones 
Exteriores será el encargado de la formulación y 
ejecución de la Política Migratoria.

Artículo 2°. Objeto. El Sistema Nacional de 
Migraciones, SNM, tendrá como objetivo principal 

acompañar al Gobierno Nacional en el diseño y 
ejecución de políticas públicas, planes, programas, 
proyectos y otras acciones encaminadas a fortale-
cer los vínculos del Estado con las comunidades 
colombianas en el exterior.

Artículo 3°. Principios. El Sistema Nacional de 
Migraciones, SNM, se orientará por los siguientes 
principios:

1. Respeto integral de los Derechos Humanos de 
los migrantes y sus familias.

2. Asistencia y mejoramiento de la calidad de 
vida de los colombianos que se encuentran en el 
exterior.

3. Fomento de la migración ordenada para mitigar 
los efectos negativos de la inmigración irregular, la 

incluya un sistema de alertas tempranas.
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4. Participación de la diáspora colombiana en los 
destinos del país y el ejercicio de los derechos de 
sufragio activo y pasivo en igualdad de condiciones 
con el resto de los colombianos.

5. Integración social de los extranjeros en Co-
lombia mediante políticas transversales dirigidas 
a toda la ciudadanía y basadas en la tolerancia, 
igualdad y no discriminación, siguiendo principios 
de reciprocidad.

6. Promoción del diálogo con los países de 
origen, tránsito y destino migratorio, incluyen-

necesarios.
7. Fomento de iniciativas de desarrollo y code-

sarrollo migratorio, fortaleciendo y ampliando los 
Centros de Referencia y Oportunidades para los 
Retornados del Exterior (CRORE).

Artículo 4°.  Son objetivos 
del Sistema Nacional de Migraciones, SNM, los 
siguientes:

1. Acompañar integralmente los procesos mi-
-

cidad, participación, transversalidad, concertación 
e igualdad de trato y de condiciones de todos los 
migrantes colombianos y de los extranjeros que se 
encuentren en territorio colombiano.

2. Presentar al Ministerio de Relaciones Exterio-
res inquietudes, diagnósticos y propuestas para el 
establecimiento y fortalecimiento de vínculos entre 
la Nación y los colombianos en el exterior, entre 
ellos la creación del Viceministerio de Migraciones 
y Desarrollo.

colombianos en el exterior y sus familias.
4. Fortalecer los canales de comunicación, parti-

cipación e integración de los migrantes colombianos, 
así como las redes y asociaciones de colombianos 
en el exterior.

5. Fortalecer acciones y mecanismos de carácter 
político y técnico, para mejorar las condiciones y 
la calidad de vida de los colombianos en el exte-
rior y de sus familias en aspectos de las remesas, 

seguridad social, la homologación de títulos y 
competencias técnicas, profesionales y laborales, 
la asistencia al retorno incluyendo su menaje pro-
fesional industrial y doméstico, la protección de 
sus Derechos Humanos, o cualesquiera otros que 
puedan ser pertinentes.

6. Fomentar acciones y mecanismos de carácter 
político y técnico, para mejorar las condiciones y 
oportunidades para la inserción y aprovechamiento 

-
cambio cultural y educativo con los países de mayor 
recepción de colombianos.

7. Proponer e instar al Gobierno Nacional para 
la celebración de acuerdos, convenios y tratados 
bilaterales y multilaterales que atiendan los diferen-
tes aspectos temáticos de la migración colombiana 
internacional.

8. Proponer y participar en espacios para el desa-
rrollo de la educación, la ciencia, la cultura, el arte, 
la investigación, el deporte y la integración social 
de los ciudadanos migrantes.

9. Promover la participación política, amplía 
y libre de los colombianos en el exterior para que 
tomen parte en las decisiones de interés nacional y 
en la conformación y ejercicio del poder político 
conforme a la Constitución y a la ley.

10. Difundir los mecanismos legales y constitu-
cionales para el ejercicio de la Veeduría Ciudadana 
por parte de los colombianos en el exterior.

11. Proponer y apoyar acciones para el fortaleci-
miento del servicio Diplomático y Consular confor-

en el exterior.
12. Promover la vinculación y la articulación 

de la política integral migratoria a los planes de 
desarrollo nacional, regional y local y a las políticas 
de codesarrollo.

13. Facilitar y acompañar la gestión y ejecución 
de proyectos productivos, sociales o culturales de 
iniciativa de la población migrante tanto en el ex-
terior como al interior del país.

14. Proponer la implementación de mecanismos 
para asesoramiento jurídico en materia penal a los 

del exterior.
15. Promover la articulación de acciones interins-

titucionales y de los niveles público y privado para 
la creación de un sistema de información estadística 

16. Proponer la implementación de una póliza de 
seguro integral para la repatriación de los cuerpos 
de nuestros connacionales fallecidos en el exterior.

17. Los demás que no correspondan a otras 
autoridades.

Parágrafo. En la consecución de estos objetivos 
podrá convocarse el concurso y cooperación del sec-
tor privado, las organizaciones no gubernamentales 
y las de carácter multilateral.

Artículo 5°. Conformación. El Sistema Nacional 
de Migraciones estará integrado por la Comisión 
Nacional Intersectorial de Migraciones como eje 
central, así como las entidades estatales y guberna-
mentales, que no formen parte de la primera, pero 
cuyas funciones y objetivos tengan relación con los 
temas concernientes a la emigración y la inmigración 
en Colombia, las Comisiones Segundas del Senado 
y la Cámara de Representantes, y la Mesa Nacional 



Página 26 Jueves, 21 de julio de 2011 GACETA DEL CONGRESO  516

de la Sociedad Civil para las Migraciones, donde 
tendrán asiento el sector privado, las organizaciones 
no gubernamentales, la academia y las organizacio-
nes de colombianos en el exterior cuyos objetivos 
atiendan temas migratorios.

Parágrafo. La Mesa Nacional de la Sociedad Civil 
para las Migraciones se dará su propio reglamento, 
elegirá su representante ante la Comisión Nacional 
Intersectorial de Migración y deberá constituirse 
jurídicamente.

Artículo 6°. Fondo Especial para las Migracio-
 El Sistema Nacional de Migraciones, SNM, 

contará con un Fondo Especial para las Migraciones, 
el cual funcionará como una cuenta adscrita al Fondo 
Rotatorio del Ministerio de Relaciones Exteriores. 
Los recursos del Fondo Especial para las Migra-
ciones se destinarán para apoyar económicamente 
al Ministerio de Relaciones Exteriores en los casos 
especiales de vulnerabilidad y por razones huma-
nitarias, cuando se requiera asistencia y protección 
inmediata a nuestros connacionales en el exterior.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Relaciones Exte-
riores convocará a las entidades del Gobierno Na-

inmediatos y operativos de atención a estos casos.
Parágrafo 2°. La Comisión Nacional Intersectorial 

de Migración en cabeza del Ministerio de Relaciones 

en un término no superior a seis (6) meses.
Artículo 7°. Participación de los colombianos en 

 El Gobierno Nacional creará espacios 
para la participación, con el propósito de facilitar la 
interlocución de las asociaciones, redes y federacio-
nes de colombianos en el exterior. En estos espacios 
se presentarán y concertarán las propuestas de dichas 

la Comisión Nacional Intersectorial de Migración.
Artículo 8°.  Por iniciativa par-

lamentaria o, del Gobierno Nacional se formulará el 
Plan de Retorno para los migrantes colombianos que 
son retornados o regresan voluntariamente al país.

Este Plan de Retorno contemplará alianzas in-

brindar las herramientas necesarias para velar por 
el ejercicio de sus derechos, por medio de acciones 
para facilitar el acceso a servicios de salud y vi-
vienda, capacitaciones a nivel laboral, desarrollo de 
emprendimientos y acceso a crédito para proyectos 
productivos, creación de exenciones tributarias y 
estímulos impositivos y aduaneros, así como de 
asistencia social mediante asesorías jurídicas y apoyo 
psicológico para los migrantes y su núcleo familiar.

La política de retorno asistido y acompañado es 
conducente a facilitar la plena reinserción de los 
retornados, acompañada de instrumentos que reduz-

de canalizar las remesas de los retornados hacia la 
inversión y el ahorro.

A su vez el Ministerio de Relaciones Exteriores, 
a través de los Consulados, desarrollará actividades 
de protección de los derechos fundamentales de los 
colombianos en el exterior, además de ejercer ante 
las autoridades del país donde se encuentren, las 
acciones pertinentes para garantizar el respeto de 
los intereses de las personas naturales y jurídicas, 
de conformidad con los principios y normas del 
Derecho Internacional.

Los colombianos deportados no serán reseña-
dos cuando sea por razones de discrecionalidad 
migratoria, permanencia irregular, documentación 
incompleta o negación de asilo político en el país 
expulsor. El Departamento Administrativo de Segu-

judicial.
Las entidades públicas promoverán los mecanis-

mos para la puesta en marcha de un plan de promo-
ción de empleo e incorporación social y laboral de 
los colombianos que retornen y sus familiares para 
facilitar su inserción en el mercado laboral.

Parágrafo. El Gobierno Nacional a través del 
Ministerio de Relaciones Exteriores reglamentará 
la aplicación del Plan de Retorno para los migrantes 
colombianos establecido en este artículo.

Artículo 9°. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA –  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 29 de junio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior y de Justicia,

La Ministra de Relaciones Exteriores,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Adiciónese el inciso 2° del artículo 
1° de la Ley 1259 del 19 de diciembre de 2008, el 
cual quedará así:

Artículo 1°. 
ley es crear e implementar el Comparendo Ambien-
tal como instrumento de cultura ciudadana, sobre el 
adecuado manejo de residuos sólidos y escombros, 
previendo la afectación del medio ambiente y la 
salud pública, mediante sanciones pedagógicas y 
económicas a todas aquellas personas naturales o 
jurídicas que infrinjan la normatividad existente 
en materia de residuos sólidos, así como propiciar 
el fomento de estímulos a las buenas prácticas 
ambientalistas.

Esta ley busca aplicar los instrumentos legales 
para proteger desde la fraternidad social y la recu-
peración ambiental, a los hombres y mujeres que 
trabajan en la actividad del reciclaje excluyendo 
el ejercicio arbitrario de la facultad sancionatoria 
frente a la población vulnerable y garantizando 
plenamente el derecho al trabajo.

Artículo 2°. Adiciónense los incisos 2° y 3° del 
artículo 8° de la Ley 1259 del 19 de diciembre de 
2008, el cual quedará así:

Artículo 8°. De la instauración del Comparen-
do Ambiental. En todos los municipios de Colom-
bia se instaurará el instrumento de Comparendo 
Ambiental, para lo cual los Concejos Distritales 
y Municipales deberán aprobar su reglamentación 
a través de un acuerdo municipal.

Es responsabilidad de las Alcaldías y Concejos 
Distritales y Municipales que en los actos admi-
nistrativos expedidos en desarrollo de la presente 
ley organicen la actividad del reciclaje, incentiven 
la cultura de separación en la fuente y estimulen a 
la sociedad a entender y proteger la actividad del 
reciclaje y la recuperación ambiental, así como 
propender por incentivar la asociatividad y forma-
lización dentro de la población de recuperadores 
ambientales y hacer expresos esfuerzos en la pro-
tección de esta población, quienes deberán hacer 
la recolección de los residuos en forma organizada 
y limpia.

La Mesa Nacional de Reciclaje se reunirá por 

de evaluar los efectos de la instauración del Com-
parendo Ambiental.

Parágrafo. Los Concejos Distritales y Municipa-
les tendrán un plazo máximo de (1) un año a partir 
de la vigencia de la presente ley para aprobar los 
respectivos acuerdos municipales reglamentarios 
del presente Comparendo Ambiental.

Artículo 3°. Las corporaciones autónomas re-
gionales deberán acompañar técnicamente a los 
municipios de su jurisdicción en el diseño, imple-
mentación y operación del comparendo ambiental. 

acción un programa de apoyo a la implementación 
del comparendo ambiental.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Viceministro de Vivienda y Desarrollo Te-

rritorial del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, encargado de las funciones 
del despacho de la Ministra de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial,

LEY 1466 DE 2011
(junio 30)

se instauró en el territorio nacional la aplicación del Comparendo Ambiental 
a los infractores de las normas de aseo, limpieza y recolección de escombros, 
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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La Nación se vincula a la celebración 
de los cincuenta años de fundación de la Institución 

en el municipio de Santo Tomás en el departamento 
del Atlántico.

Artículo 2°. Autorízase al Gobierno Nacional 
para que en cumplimiento y de conformidad con 
los artículos 228, 334, 341 y 345 de la Constitución 
Política y de las competencias establecidas en la Ley 
715 de 2001 y teniendo en cuenta las disponibilidades 
presupuestales a mediano plazo, incorpore dentro del 
Presupuesto General de la Nación las apropiaciones 

Santo Tomás, en el municipio de Santo Tomás en 
el departamento del Atlántico:

a) Construcción de la Biblioteca central;
b) Dotación de Biblioteca con computadores e 

Internet;

y cultural;
d) Adecuación y dotación del Auditorio Juan de 

Jesús Serna;
e) Mantenimiento y adecuación de las canchas 

deportivas;
f) Mantenimiento y adecuación del salón de 

audiovisuales;
g) Dotación y mantenimiento de la banda sinfó-

nica estudiantil;
h) Mantenimiento y dotación de las siete sedes.

Artículo 3°. Autorízase al Gobierno Nacional para 
efectuar las apropiaciones presupuestales necesarias 
para dar cumplimiento a la presente ley, lo anterior 
previa inscripción de los Proyectos en el Banco de 
Programas y Proyectos de Inversión del Departa-
mento Nacional de Planeación y el cumplimiento 
de las demás disposiciones legales para acceder a 
recursos del presupuesto nacional.

Artículo 4°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA –  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

La Ministra de Educación Nacional,

LEY 1467 DE 2011
(junio 30)

por medio de la cual la Nación se vincula a la celebración de los cincuenta 

-

*   *   *

LEY 1468 DE 2011
(junio 30)

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 236 del Código Sustantivo 
del Trabajo quedará así:

Artículo 236. Descanso remunerado en la época 
del parto.

1. Toda trabajadora en estado de embarazo tiene 
derecho a una licencia de catorce (14) semanas en 
la época de parto, remunerada con el salario que 
devengue al entrar a disfrutar del descanso.

como en el caso de trabajo a destajo o por tarea, se 
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toma en cuenta el salario promedio devengado por 
la trabajadora en el último año de servicios, o en 
todo el tiempo si fuere menor.

3. Para los efectos de la licencia de que trata este 
artículo, la trabajadora debe presentar al empleador 

a) El estado de embarazo de la trabajadora;
b) La indicación del día probable del parto, y
c) La indicación del día desde el cual debe em-

pezar la licencia, teniendo en cuenta que, por lo 
menos, ha de iniciarse dos semanas antes del parto.

4. Todas las provisiones y garantías establecidas 
en el presente capítulo para la madre biológica se 
hacen extensivas, en los mismos términos y en cuanto 
fuere procedente, para la madre adoptante asimilando 

-
nor que se adopta. La licencia se extiende al padre 
adoptante sin cónyuge o compañera permanente.

sector público.
5. La licencia de maternidad para madres de niños 

prematuros, tendrá en cuenta la diferencia entre la fe-
cha gestacional y el nacimiento a término, las cuales 
serán sumadas a las 14 semanas que se establecen en 
la presente ley. Cuando se trate de madres con Parto 
Múltiple, se tendrá en cuenta lo establecido en el 
inciso anterior sobre niños prematuros, ampliando 
la licencia en dos (2) semanas más.

6. En caso de fallecimiento de la madre antes de 
terminar la licencia por maternidad, el empleador 
del padre del niño le concederá una licencia de du-
ración equivalente al tiempo que falta para expirar 
el periodo de la licencia posterior al parto concedida 
a la madre.

7. La trabajadora que haga uso del descanso 
remunerado en la época del parto tomará las 14 
semanas de licencia a que tiene derecho, de la si-
guiente manera:

a) Licencia de maternidad preparto. Esta será 
de dos (2) semanas con anterioridad a la fecha 
probable del parto debidamente acreditada. Si por 
alguna razón médica la futura madre no puede optar 
por estas dos (2) semanas previas, podrá disfrutar 
las catorce (14) semanas en el posparto inmediato.

Así mismo, la futura madre podrá trasladar una de 
las dos (2) semanas de licencia previa para disfrutarla 
con posterioridad al parto, en este caso gozaría de 
trece (13) semanas posparto y una semana preparto.

b) Licencia de maternidad posparto. Esta licencia 
tendrá una duración de 12 semanas contadas desde 
la fecha del parto, o de trece semanas por decisión 
de la madre de acuerdo a lo previsto en el literal 
anterior.

Parágrafo 1°. La trabajadora que haga uso del 
descanso remunerado en la época del parto tomará 
las 14 semanas de licencia a que tiene derecho de 
acuerdo a la ley. El esposo o compañero permanente 
tendrá derecho a ocho (8) días hábiles de licencia 
remunerada de paternidad.

Esta licencia remunerada es incompatible con 
la licencia de calamidad doméstica y en caso de 
haberse solicitado esta última por el nacimiento 
del hijo, estos días serán descontados de la licencia 
remunerada de paternidad.

La licencia remunerada de paternidad opera por 
los hijos nacidos del cónyuge o de la compañera.

El único soporte válido para el otorgamiento de 
licencia remunerada de paternidad es el Registro 
Civil de Nacimiento, el cual deberá presentarse a 
la EPS a más tardar dentro de los 30 días siguientes 
a la fecha del nacimiento del menor.

La licencia remunerada de paternidad será a cargo 
de la EPS, para lo cual se requerirá que el padre 
haya estado cotizando efectivamente durante las 
semanas previas al reconocimiento de la licencia 
remunerada de paternidad.

Se autorizará al Gobierno Nacional para que en el 
caso de los niños prematuros y adoptivos se aplique 
lo establecido en el presente parágrafo.

Parágrafo 2°. De las catorce (14) semanas de 
licencia remunerada, la semana anterior al probable 
parto será de obligatorio goce.

Parágrafo 3°. Para efecto de la aplicación del 
numeral 5 del presente artículo, se deberá anexar al 

-
ferencia entre la edad gestacional y el nacimiento a 

se debe ampliar la licencia de maternidad.
Artículo 2°. Modifíquese el artículo 239 del 

Código Sustantivo del Trabajo, el cual quedará así:
Artículo 239. Prohibición de despido.
1. Ninguna trabajadora puede ser despedida por 

motivo de embarazo o lactancia.
2. Se presume que el despido se ha efectuado por 

motivo de embarazo o lactancia, cuando ha tenido 
lugar dentro del periodo del embarazo dentro de los 
tres meses posteriores al parto y sin autorización de 
las autoridades de que trata el artículo siguiente.

3. Las trabajadoras de que trata el numeral uno 
(1) de este artículo que sean despedidas sin auto-
rización de las autoridades competentes, tienen 
derecho al pago de una indemnización equivalente 
a los salarios de sesenta días (60) días, fuera de las 
indemnizaciones y prestaciones a que hubiere lugar 
de acuerdo con el contrato de trabajo.

4. En el caso de la mujer trabajadora además, 
tendrá derecho al pago de las catorce (14) semanas 
de descanso remunerado a que hace referencia la 
presente ley, si no ha disfrutado de su licencia por 
maternidad; en caso de parto múltiple tendrá el 
derecho al pago de dos (2) semanas adicionales y, 
en caso de que el hijo sea prematuro, al pago de la 
diferencia de tiempo entre la fecha del alumbra-
miento y el nacimiento a término.

Artículo 3°. Adiciónese al artículo 57 del Código 
Sustantivo del Trabajo, el siguiente numeral:

Artículo 57. Obligaciones especiales del em-
pleador. Son obligaciones especiales del empleador:
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11. Conceder en forma oportuna a la trabajadora 
en estado de embarazo, la licencia remunerada 
consagrada en el numeral 1 del artículo 236, de 
forma tal que empiece a disfrutarla de manera 
obligatoria una (1) semana antes o dos (2) sema-
nas antes de la fecha probable del parto, según 

artículo 236.
Artículo 4°. Adiciónese al artículo 58 del Código 

Sustantivo del Trabajo, el siguiente numeral:
Artículo 58. Obligaciones especiales del traba-

jador. Son obligaciones especiales del trabajador:
8a. La trabajadora en estado de embarazo 

debe empezar a disfrutar la licencia remunerada 
consagrada en el numeral 1 del artículo 236, al 
menos una semana antes de la fecha probable 
del parto.

Artículo 5°.  La 
presente ley rige a partir de su sanción y publi-
cación, y deroga las disposiciones que le sean 
contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA –  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

El Ministro de la Protección Social,

*   *   *

LEY 1469 DE 2011
(junio 30)

por la cual se adoptan medidas para promover la oferta de suelo  
urbanizable y se adoptan otras disposiciones para promover  

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objetivos. La presente ley tiene por 
objetivos:

1. Facilitar la ejecución de operaciones urbanas 
-

da la iniciativa, organización y gestión de la Nación, 
las entidades territoriales, las áreas metropolitanas, 
los particulares, las autoridades ambientales y las 
empresas de servicios públicos domiciliarios con 

sostenibilidad del desarrollo territorial y urbano, 
controlar la especulación del suelo, velar por la 
defensa del espacio público y la protección del 
medio ambiente y promover una política integral 
de la gestión del riesgo.

2. En desarrollo de los principios de concu-

los mecanismos y procedimientos que permitan 
al Gobierno Nacional en conjunto con las admi-
nistraciones de los municipios y distritos y, en 

ejercicio de sus respectivas competencias, pro-
mover, formular, adoptar y ejecutar operaciones 

de Macroproyectos de Interés Social Nacional, 
que tengan por objeto agilizar el proceso de 
habilitación de suelo urbanizable e incrementar 
la escala de producción de vivienda teniendo en 

cada municipio o distrito.
3. Complementar la política nacional urbana 

con instrumentos que promuevan la participación 
y concurrencia efectiva del Gobierno Nacional 
con las Entidades Territoriales en el desarrollo de 
operaciones urbanas integrales de impacto urbano, 
metropolitano o regional, que garanticen la utili-
zación equitativa y racional del suelo, conforme 
al interés general, para hacer efectivo el derecho 
constitucional a la vivienda digna y a los servicios 
públicos domiciliarios.

4. Garantizar el derecho a la participación de 
los ciudadanos en la formulación de operaciones 
urbanas integrales, de conformidad con lo previsto 
en esta ley.
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5. Fortalecer y promover la acción del Fondo 

necesidades de vivienda de todos los municipios 
del país.

6. Articular los instrumentos existentes de de-
-

ciero de las familias para acceder a una solución 
de vivienda.

7. Promover que los Macroproyectos se desa-
rrollen con criterios de urbanismo social, lo cual 
implica realizar modelos de intervención con el 
objetivo de transformar positivamente, desde los 
componentes social, físico e interinstitucional, 
un territorio determinado, al incorporar todos los 
elementos del desarrollo en forma simultánea y 
planeada, dirigidos a garantizar que la construc-
ción de los proyectos urbanísticos se realicen con 
adecuados estándares de calidad urbanística y am-
biental, incorporando mecanismos de participación 
ciudadana según lo previsto en el artículo 4° de la 
Ley 388 de 1997.

CAPÍTULO II
Macroproyectos de interés social nacional
Artículo 2°. Macroproyectos de interés social 

 Los macroproyectos de interés social 
nacional son el conjunto de decisiones adminis-

de común acuerdo entre el Gobierno Nacional y 
las administraciones municipales y distritales en 
el ámbito de sus respectivas competencias, para 
la ejecución de operaciones urbanas integrales 
de impacto municipal, metropolitano o regional 
que garanticen la habilitación de suelo para la 
construcción de vivienda y otros usos asociados 
a la vivienda y la correspondiente infraestructura 
de soporte para el sistema vial, de transporte, de 
servicios públicos, espacios públicos y equipa-
mientos colectivos.

Los Macroproyectos de Interés Social Nacional 

vivienda de la respectiva entidad territorial, y esta-
blecer mecanismos para asegurar que los hogares 
de menores ingresos y la población vulnerable 
puedan acceder a las soluciones habitacionales que 
produzcan los Macroproyectos.

Parágrafo. Los Macroproyectos de interés social 
nacional podrán localizarse en suelos urbanos, de 
expansión urbana o rural, según lo previsto en el 
Capítulo IV de la Ley 388 de 1997. En todo caso, 
las operaciones urbanas integrales que se adopten 
por medio de los Macroproyectos de que trata esta 

-
banística de los predios a los que se les asigne el 
tratamiento urbanístico de desarrollo o de renova-
ción urbana.

Artículo 3°. Alcance de los macroproyectos de 
interés social nacional. El desarrollo de los Ma-
croproyectos de Interés Social Nacional deberá 
promover:

1. La construcción de proyectos urbanísticos 
que permitan localizar asentamientos urbanos con 

adecuados estándares de calidad urbanística y am-
biental, que garanticen un impacto estructural sobre 
la organización espacial del territorio, incluso a nivel 
de su articulación en el contexto metropolitano o 
regional.

2. El uso racional del suelo, armonizando las 
necesidades de vivienda de las entidades territoria-
les, con las necesidades de suelo para el desarrollo 
económico y productivo, la protección del ambiente 
y la prevención y mitigación de riesgos para el 
asentamiento de la población.

con la función social y ecológica de la propiedad.
4. La dotación adecuada de infraestructura vial 

y redes de servicios públicos que permitan la urba-

destinen a los tratamientos urbanísticos de desarrollo, 
redesarrollo o renovación urbana.

5. La destinación de suelos, principalmente, a 
usos residenciales, con reserva de una parte de estos 
destinada a la vivienda de interés social y de interés 

del derecho a disfrutar de una vivienda digna de 
los hogares de menores ingresos de las entidades 
territoriales.

6. La adopción de instrumentos de gestión del 
suelo pata la captación de plusvalías y reparto de 

-
fraestructura para el transporte, los servicios públicos 

cargo a los propietarios y agentes involucrados en la 
operación, de acuerdo con los objetivos y directrices 
adoptados en el respectivo Macroproyecto.

-
ción conjunta y concertada del sector público con 
el sector privado.

para que los hogares más vulnerables accedan a 
viviendas en los macroproyectos.

CAPÍTULO III
De las categorías y los procedimientos para el 
anuncio, formulación, aprobación y adopción 
de los macroproyectos de interés social nacional

Artículo 4°. . Los macroproyectos 
de interés social nacional serán adoptados por el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y se 
diferenciarán, según tengan por objeto:

1. Macroproyecto Categoría 1:
los términos y las condiciones de gestión y ejecución 
de los contenidos, actuaciones o normas urbanís-
ticas del plan de ordenamiento territorial vigente, 
sobre la base de un convenio entre el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio y el alcalde del 
respectivo municipio o distrito. Con la adopción 
de estos macroproyectos, en ningún caso, podrán 

ordenamiento territorial vigente.
2. Macroproyecto Categoría 2:

además de lo previsto en el numeral anterior, de las 
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previstas en el plan de ordenamiento territorial 
vigente, cuando ello resulte necesario para ase-
gurar la viabilidad de la operación urbana que se 
adopta con el Macroproyecto. En estos casos, la 
adopción del macroproyecto implicará la aproba-
ción previa del concejo municipal o distrital de 

de un convenio entre el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio y el alcalde del respectivo 
municipio o distrito acerca de la oportunidad, 
conveniencia y posibilidad de la nueva solución 
de ordenamiento.

-
ción de las diferentes categorías de macroproyectos 
de que trata este artículo, con las políticas y estra-
tegias de vivienda de interés social de los planes 
de ordenamiento territorial, el Gobierno Nacional 
reglamentará las condiciones mínimas de área y 
suelo útil destinado a vivienda de interés social y 
prioritaria que deban cumplir los Macroproyectos, 
teniendo en cuenta las categorías de municipios de 

de las entidades territoriales.
Parágrafo 2°. Para efectos de lo previsto en esta 

ley, cuando se haga referencia al Plan de Ordena-
miento Territorial se entenderá que hace alusión a 
todos los tipos de planes previstos en el artículo 9° 
de la Ley 388 de 1997.

Parágrafo 3°. Cuando dichos Macroproyectos se 
adelanten, total o parcialmente, en suelo donde se 
asientan pueblos indígenas o comunidades étnicas 
afrodescendientes, se deberá antes del anuncio de 

en el Convenio 169 de la OIT, artículo 6°, numeral 
1, literal a).

Artículo 5°. -
 Los Macroproyectos de Interés Social Na-

aspectos:

-
ticos deben ser protegidas, así como los suelos de 
protección por amenaza y riesgo no mitigable donde 
no se pueden localizar asentamientos humanos.

-
ción de los índices de ocupación y de construcción 
permitidos.

-
cando la disposición y trazado de las mallas viales 
según jerarquía y función, así como de los modos 
de transporte asociados a los trazados propuestos.

equipamientos colectivos con el dimensionamiento 
general y condiciones para la disposición y trazado 
de parques, plazas, plazoletas, alamedas y demás 

o áreas destinadas a equipamientos públicos de 
educación, cultura, salud, bienestar social, culto, 
deporte, seguridad, defensa y justicia, abastecimiento 
de alimentos y administración pública, entre otros.

públicos domiciliarios con el dimensionamiento 
general para la disposición y trazado de las redes de 
infraestructura de servicios públicos domiciliarios.

6. La cartografía que hace parte integral del 
mismo.

adopción de los instrumentos que permitan estimar 

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
los contenidos establecidos en el presente artículo 
y determinará los requisitos que deberán presentar 
quienes adelanten la iniciativa del Macroproyecto 
en cada una de sus fases.

Artículo 6°.  La inicia-

Macroproyectos de Interés Social Nacional podrá ser 
del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, las 
entidades territoriales, las áreas metropolitanas, las 
asociaciones de municipios, las entidades públicas 
interesadas y los particulares.

Artículo 7°. Procedimiento de anuncio, formula-

 El anuncio, formulación y adopción de los Ma-
croproyectos de Interés Social Nacional a que se 

ley, se regirá por las siguientes reglas:
1. Anuncio. El Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Territorio anunciará los Macroproyectos de Interés 
Social Nacional que se presenten por parte de quie-
nes estén facultados para ello de conformidad con 
lo previsto en el artículo anterior, siempre y cuando 
cumplan con las condiciones de viabilidad en los 

Nacional.
Este anuncio no generará obligación de formular 

o adoptar el respectivo Macroproyecto por parte 
del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ni 
obligará a la Administración a presentar oferta de 
compra sobre los bienes objeto del mismo.

2. Formulación y concertación. Una vez expedido 
el acto administrativo de anuncio, se iniciará la fase 
de formulación cuando el titular de la iniciativa pre-
sente al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
el respectivo Macroproyecto con su documento 

su análisis de viabilidad. Posteriormente el Minis-
terio de Vivienda, Ciudad y Territorio someterá la 
propuesta de Macroproyecto a trámite de concer-
tación interadministrativa con el alcalde municipal 
o distrital, para lo cual contarán con un término de 
treinta (30) días hábiles, contados a partir del recibo 
del proyecto por parte del municipio o distrito.

Como resultado de la concertación, el alcalde mu-
nicipal o distrital y el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio suscribirán un convenio en el cual dejarán 
consagrados los acuerdos sobre todos los aspectos 
contenidos en la formulación del Macroproyecto, 
así como los compromisos que asumirá cada una 
de las entidades en desarrollo de los principios de 
concurrencia, subsidiariedad y complementariedad. 
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de cooperación y los compromisos asumidos entre el 
alcalde, como máximo orientador de la planeación 
en el respectivo municipio o distrito, y el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, con el objeto de 

adopción y ejecución de los Macroproyectos.
El Convenio de que trata el presente artículo 

también será suscrito por todas las personas que 
adelanten la iniciativa del Macroproyecto de confor-
midad con lo previsto en el artículo 6° de la presente 
ley, e incluirá los compromisos que asumirá cada 
una de las partes en cada una de las fases del res-
pectivo Macroproyecto. Los demás actores que se 
vinculen en las diferentes etapas del Macroproyecto 
también podrán suscribir el convenio. El Gobierno 
Nacional reglamentará las condiciones generales 
de estos Convenios.

En caso de que no se llegare a ningún acuerdo, 
después de transcurridos los plazos establecidos en el 
presente numeral, el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio podrá someter nuevamente y por una sola 
vez y por un término igual al señalado anteriormente 
el proyecto de Macroproyecto a consideración del 
respectivo alcalde municipal o distrital, después de 
incluir los ajustes que se consideren pertinentes.

Vencido el término previsto en el inciso anterior 
sin lograrse la concertación se ordenará el archivo 
del proyecto. No obstante lo anterior, en cualquier 
tiempo se podrá formular otra propuesta de Macro-
proyecto sobre la misma área.

3. Participación ciudadana. Para los Macropro-
yectos categoría 1, la participación democrática se 
garantizará de acuerdo con los mecanismos previs-
tos por la Ley 388 de 1997 y demás normatividad 
vigente sobre la materia para el instrumento con el 
que se deba adoptar la respectiva operación urbana 
según el plan de ordenamiento territorial.

4. Adopción. Una vez concluidos los trámites de 
que tratan los numerales anteriores, el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio adoptará mediante 
resolución el respectivo Macroproyecto, dentro de 
los treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha de 
suscripción del convenio. La resolución de adop-

suscrito el Convenio de que trata el numeral 2 del 
presente artículo para que puedan interponer los 
recursos de ley.

La expedición de todas las licencias urbanísticas 
en sus distintas modalidades y la ejecución de las ac-
tuaciones previstas en el Macroproyecto se sujetarán 
en todo a lo previsto en la resolución de adopción.

el plan de ordenamiento territorial tales como pla-
nes parciales y demás que se hayan expedido con 
anterioridad a la adopción del Macroproyecto, se 
ajustará a las previsiones contenidas en este último 
y no requerirá de agotar ninguna de las instancias 
y procedimientos previstos en la ley.

Artículo 8°. Procedimiento de anuncio, formu-
lación aprobación de usos del suelo y adopción de 

 El anuncio, for-
mulación, aprobación de usos del suelo y adopción 
de los macroproyectos de interés social nacional 

presente ley, implicará adelantar el procedimiento 
especial de ajuste a iniciativa del alcalde, de los 
objetivos, directrices, políticas, estrategias, metas, 
programas, actuaciones o normas del plan de orde-
namiento territorial, según sea el caso, el cual se 
regirá exclusivamente por el procedimiento que se 
señala a continuación:

1. Anuncio. El Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio anunciará los Macroproyectos de Inte-
rés Social Nacional que se presenten por parte de 
quienes estén facultados para ello de conformidad 
con lo previsto en el artículo 6° de la presente ley, 
siempre y cuando cumplan con las condiciones de 

del Gobierno Nacional.
Este anuncio no generará obligación de formular 

o adoptar el respectivo Macroproyecto por parte 
del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ni 
obligará a la Administración a presentar oferta de 
compra sobre los bienes objeto del mismo.

2. Formulación e instancias de concertación y 
consulta. Una vez expedido el acto administrativo 
de anuncio, se iniciará la fase de formulación cuando 
el titular de la iniciativa presente al Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio el respectivo Macro-
proyecto con su documento técnico de soporte, con 

Posteriormente el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 
Territorio someterá la propuesta de Macroproyecto 
a trámite de concertación interadministrativa con el 
alcalde municipal o distrital.

Con fundamento en el documento presentado y 
en caso de existir el interés por parte del respectivo 
municipio o distrito sobre la propuesta presentada, le 
corresponderá al respectivo alcalde, si se encuentra 
interesado en la iniciativa, iniciar de forma simultá-
nea dentro de los diez (10) días siguientes al recibo 
de la misma, los procedimientos de concertación y 
consulta ante las siguientes instancias:

a) Concertación con la Corporación Autónoma 
regional o autoridad ambiental competente, en los 

reglamentación de las áreas de protección y con-
servación de los recursos naturales prevista en el 
Plan de Ordenamiento Territorial.

b) Solicitud de concepto a la Junta Metropolitana 
para los municipios que hagan parte de las áreas 
metropolitanas, sobre la armonía de la propuesta 
de Macroproyecto con el plan integral de desarrollo 
metropolitano, exclusivamente en los asuntos de su 
competencia y, siempre y cuando en el respectivo 
Macroproyecto se involucren materias referidas a los 
hechos metropolitanos, de acuerdo con lo previsto 
en la Ley 128 de 1994.

c) Solicitud de concepto al Consejo Territorial 
de Planeación y demás instancias de participación 
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ciudadana previstas en el numeral 4 del artículo 24 
de la Ley 388 de 1997 en relación con los ajustes 
al Plan de Ordenamiento Territorial que proponga 
el respectivo Macroproyecto.

d) La propuesta de Macroproyecto estará dispo-
nible durante todo el trámite de formulación en las 
instalaciones de la alcaldía del respectivo municipio 
o distrito para que cualquier interesado pueda consul-
tar la información respectiva. Durante este término, 
el respectivo Alcalde convocará a una audiencia 
pública con el objeto que los interesados presenten 
y expongan sus observaciones y recomendaciones.

Las actuaciones de que tratan los literales ante-
riores se adelantarán de manera simultánea en un 
término máximo e improrrogable de treinta (30) 
días contados a partir del recibo de la propuesta en 
cada una de ellas o de la convocatoria pública para 
la participación ciudadana, sin que se permita, la 
suspensión de los términos previstos en este numeral 
para el pronunciamiento correspondiente.

Si la autoridad ambiental no se hubiere pronun-

habiéndose pronunciado no se lograra la concerta-
ción, le corresponderá al Ministerio de Ambiente 
y Desarrollo Sostenible decidir sobre los asuntos 
ambientales, para lo que dispondrá de un término 
máximo e improrrogable de quince (15) días hábiles 
contados a partir del recibo del respectivo expediente.

3. Concertación entre el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio y el alcalde municipal o distrital. 
Cumplidos los trámites previstos en el numeral ante-
rior, y dentro de los cinco (5) hábiles días siguientes 
al recibo de la totalidad de los pronunciamientos, el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio junto 
con el respectivo municipio o distrito ajustarán y 
concertarán la formulación presentada, para lo cual 
dispondrán de un término máximo de cuarenta y 
cinco (45) días hábiles.

Como resultado de la concertación, el alcalde 
municipal o distrital y el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio suscribirán un convenio en el 
cual dejarán consagrados los acuerdos sobre todos 
los aspectos contenidos en el proyecto de Macropro-
yecto, así como los compromisos que asumirá cada 
una de las entidades en desarrollo de los principios de 
concurrencia, subsidiariedad y complementariedad.

-
ciones de cooperación y los compromisos asumidos 
entre el alcalde, como máximo orientador de la 
planeación en el respectivo municipio o distrito, y 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, con 

las fases de aprobación de uso del suelo, adopción 
y ejecución del respectivo Macroproyecto.

El Convenio de que trata el presente artículo 
también será suscrito por todas las personas que 
adelanten la iniciativa del Macroproyecto de confor-
midad con lo previsto en el artículo 6° de la presente 
ley, e incluirá los compromisos que asumirá cada 
una de las partes en cada una de las fases del res-
pectivo Macroproyecto. Los demás actores que se 
vinculen en las diferentes etapas del macroproyecto 

también podrán suscribir el convenio. El Gobierno 
Nacional reglamentará las condiciones generales 
de estos Convenios.

En caso de que no se llegare a ningún acuerdo, 
después de transcurridos los plazos establecidos 
en el presente numeral, el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio podrá someter nuevamente y por 
una sola vez y por un término máximo de treinta 
(30) días hábiles el proyecto de Macroproyecto a 
consideración del respectivo alcalde municipal o 
distrital, después de incluir los ajustes que se con-
sideren pertinentes.

Vencido el término previsto en el inciso anterior 
sin lograrse la fase de concertación se ordenará el 
archivo del proyecto. No obstante lo anterior, en 
cualquier tiempo se podrá formular otra propuesta 
de Macroproyecto sobre la misma área.

4. Aprobación de usos del suelo. Culminados los 
procesos de que tratan los numerales anteriores, el 
Alcalde someterá a consideración del Concejo mu-
nicipal o distrital la propuesta de ajuste especial al 
plan de ordenamiento territorial, lo cual hará dentro 
de los diez (10) días hábiles siguientes a la suscrip-
ción del convenio de que trata el numeral anterior.

En el evento que el concejo estuviere en receso, el 
alcalde deberá convocarlo a sesiones extraordinarias. 

-
cejo a los documentos consolidados de formulación 

sobre la solución de ordenamiento propuesta en el 
Macroproyecto y contar con la aceptación previa y 
por escrito del Alcalde.

Transcurridos treinta (30) días calendario desde 
la presentación de la propuesta de ajuste especial al 
plan de ordenamiento territorial sin que el Concejo 
municipal o distrital las apruebe, el alcalde podrá 
adoptar dicho ajuste mediante decreto.

5. Adopción. Una vez concluido el trámite de 
formulación y su correspondiente concertación in-
teradministrativa, el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio adoptará, mediante resolución y con 

dentro de los treinta (30) días hábiles siguientes al 
término previsto en el numeral anterior. La resolu-

hubiesen suscrito el Convenio de que trata el numeral 
2 del presente artículo para que puedan interponer 
los recursos de ley.

La expedición de todas las licencias urbanísti-
cas en sus distintas modalidades y la ejecución de 
las actuaciones previstas en el Macroproyecto se 
sujetarán en todo a lo previsto en la resolución de 
adopción correspondiente.

Parágrafo 1°. Cuando el alcalde solicite los con-
ceptos o pronunciamiento de que tratan los literales 
b), c) y d) del numeral 2 del presente artículo y los 
mismos no se expidan dentro de los plazos señala-
dos, se continuará con el trámite establecido en los 
subsiguientes numerales de este artículo.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional determinará 
el contenido de los documentos de formulación del 
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Macroproyecto que se someterán a consideración 
de la Corporación Autónoma Regional o autoridad 
ambiental correspondiente y del Concejo respectivo 
a efectos de adelantar tanto el trámite de concerta-
ción ambiental, como de ajuste especial del plan 
de ordenamiento territorial para el desarrollo del 
macroproyecto.

Parágrafo 3°. El incumplimiento de los términos 
previstos en esta ley para el pronunciamiento de 
las autoridades que intervienen en los procesos de 
formulación, concertación ambiental, aprobación y 
adopción de los macroproyectos de interés social 
nacional y de los demás instrumentos de planeación 
del territorio, constituirá falta grave en cabeza del 
director de la entidad responsable.

Artículo 9°. -

adoptada por el Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio siguiendo el mismo trámite previsto 
en la presente ley para su adopción. Tratándose 
de Macroproyectos Categoría 2, si la respectiva 

adelantará siguiendo el trámite previsto para los 
Macroproyectos Categoría 1.

Artículo 10.  La adopción 
de los Macroproyectos de Interés Social Nacional 
producirá, de conformidad con su contenido, los 
siguientes efectos:

1. La prevalencia de sus normas que serán, por 
tanto, de obligada observancia por parte de los 
municipios y distritos en las posteriores revisiones 

territorial.
2. La obligatoriedad del cumplimiento de sus 

disposiciones por todas las personas de derecho 
público y privado. Para el efecto, las licencias ur-
banísticas para el desarrollo de los Macroproyectos 
de Interés Social Nacional se otorgarán con suje-
ción a las normas adoptadas en los mismos. Los 
macroproyectos no requerirán de planes parciales, 
ni ningún otro instrumento de planeamiento urbano 
para su desarrollo.

3. La destinación de los predios e inmuebles 

a los usos urbanos y aprovechamientos que resul-
ten aplicables en virtud de las disposiciones del 
macroproyecto.

CAPÍTULO IV
De las condiciones para la gestión del suelo  

y la ejecución de los macroproyectos de interés 
social nacional

Artículo 11. 
e interés social. Declárense de utilidad pública e 
interés social los predios ubicados en cualquier 
clase de suelo donde se adelanten Macroproyectos 
de Interés Social Nacional, para adelantar los proce-
dimientos de enajenación voluntaria, expropiación 

servidumbres. Se entenderán incluidos en esta de-
claratoria los terrenos necesarios para ejecutar las 

obras exteriores de conexión del Macroproyecto 
con las redes principales de infraestructura vial y 
de servicios públicos.

Artículo 12.  El 
anuncio de los Macroproyectos de Interés Social 
Nacional de que tratan el numeral 1 del artículo 
7° y el numeral 1 del artículo 8° de la presente ley, 
deberá publicarse en el , gaceta o 

idóneo del respectivo municipio o distrito o en 
un diario de amplia circulación en el municipio o 
distrito cuando carezcan de los anteriores medios 
de publicidad.

Parágrafo 1°. El acto administrativo que con-
tiene el anuncio del Macroproyecto se inscribirá 
en el folio de matrícula inmobiliaria de todos los 
predios que forman parte del área anunciada. Esta 
medida podrá estar exenta del pago por derechos 
de registro.

Parágrafo 2°. Los efectos del anuncio cesarán y, 
por consiguiente, el Ministerio Vivienda, Ciudad 
y Territorio adelantará los trámites para cancelar 
la inscripción en el folio de matrícula inmobiliaria 
(i) sobre los predios del área anunciada cuando se 
archive la iniciativa de Macroproyecto mediante 
acto administrativo; o (ii) sobre los predios que 

según lo determine la resolución de adopción del 
respectivo Macroproyecto.

Parágrafo 3°. Contra el acto administrativo que 
constituye el anuncio del proyecto no procederán 
los recursos de la vía gubernativa.

Artículo 13.  La publicación 
del anuncio del Macroproyecto concreta los motivos 
de utilidad pública e interés social de que trata el 
artículo 11 de la presente ley y permitirá descontar 
del avalúo comercial de adquisición, el monto co-
rrespondiente a la plusvalía o mayor valor generado 
por el mismo anuncio, salvo aquellos casos en que 
los propietarios hubieren pagado la participación en 
plusvalía o la contribución de valorización, según 
sea del caso.

Artículo 14.  Para efectos 
de determinar el valor comercial de los terrenos an-
tes del anuncio del proyecto, las entidades públicas 
competentes solicitarán la elaboración de avalúos 
de referencia por zonas o subzonas geoeconómicas 
homogéneas.

La entidad o persona encargada de elaborar los 
avalúos de referencia establecerá el precio por metro 
cuadrado de suelo para la zona o zonas geoeco-
nómicas homogéneas que resulten del estudio de 
valores de la zona o zonas objeto del anuncio del 
macroproyecto.

Los avalúos de referencia de que trata este artículo 
para el anuncio del macroproyecto, servirán de base 

suelo generados por el respectivo anuncio así como 
para el cálculo del efecto de plusvalía en los términos 
previstos en el Capítulo IX de la Ley 388 de 1997 



Página 36 Jueves, 21 de julio de 2011 GACETA DEL CONGRESO  516

se requiera determinar el valor de los inmuebles con 
anterioridad al anuncio del macroproyecto.

Artículo 15. Avalúos para determinar el valor 
 El precio de adquisición o indem-

nizatorio en la etapa de enajenación voluntaria o 
negociación directa, será igual al valor comercial 

Codazzi, IGAC, la entidad que cumpla sus funcio-
nes o por peritos privados inscritos en las lonjas o 
asociaciones correspondientes, según lo determinado 
por el Decreto-Ley 2150 de 1995, y de conformidad 
con las normas y procedimientos vigentes sobre la 
materia, sin perjuicio de las disposiciones contenidas 
en este artículo:

1. En el avalúo que se practique no se tendrán 
en cuenta las mejoras efectuadas con posterioridad 

2. Solo serán reconocidos aquellos incrementos 
en el valor de los terrenos resultantes de la acción o 
inversión directa del respectivo propietario, debida-
mente demostradas, o de aquellos que el propietario 
demuestre que no se derivan del Macroproyecto 
que se anuncia.

3. Los predios en suelo rural y aquellos ubica-
dos en suelo de expansión urbana que no contaran 
con planes parciales previos a la adopción del Ma-
croproyecto, que quedaren sujetos al tratamiento 
urbanístico de desarrollo según lo dispuesto en la 
resolución de adopción del macroproyecto, se va-
lorarán teniendo en cuenta exclusivamente criterios 
de localización, usos y destinación económica o 
productividad rural.

Artículo 16.  La 
adopción de los Macroproyectos puede incluir los 
hechos generadores de la participación en plusvalía 
de que trata la Ley 388 de 1997, siempre que con 
las decisiones administrativas contempladas en el 

Los municipios y distritos en los cuales se ejecu-
ten los Macroproyectos de Interés Social Nacional 

por la adopción de los mismos, la cual se destinará 
al desarrollo y ejecución de las obras a cargo de los 
entes territoriales en el respectivo Macroproyecto 

388 de 1997.
Parágrafo 1°. De conformidad con lo establecido 

en el parágrafo 4° del artículo 83 de la Ley 388 de 
1997, los municipios podrán exonerar del cobro de 
participación de plusvalía a los inmuebles destinados 
a vivienda de interés social.

Parágrafo 2°. Las cargas generales correspon-
dientes al suelo y el costo de la infraestructura 
vial principal y de redes matrices de servicios 

las mismas y deberán ser recuperados mediante 
tarifas, contribución de valorización, participa-

ción en plusvalía, impuesto predial o mediante el 

las actuaciones, en los términos que reglamente el 
Gobierno Nacional. En todo caso, serán a cargo de 
los propietarios y urbanizadores las cargas locales 
correspondientes a las cesiones obligatorias de 
suelo para la red vial local y secundaria, equipa-
mientos colectivos y espacio público, así como 
los gastos de urbanización correspondientes a la 
construcción y dotación de las redes secundarias y 
domiciliarias de servicios públicos domiciliarios, 
parques y zonas verdes, y vías locales y secun-
darias vehiculares y peatonales.

Parágrafo 3°. Como un instrumento alternativo 
para hacer efectiva la correspondiente participación 
municipal o distrital en la plusvalía generada por el 
Macroproyecto, la adecuación y habilitación urba-
nística de los predios se podrá realizar mediante la 
distribución de las cargas generales sobre los que 
se apoye el respectivo Macroproyecto.

Para el efecto, en el acto administrativo de adop-
ción se podrá autorizar la asignación de aprovecha-
mientos urbanísticos adicionales, en proporción a la 
participación de los propietarios en dichas cargas. 
En todo caso, la asignación de aprovechamientos 

-
ma construible por encima del aprovechamiento 
urbanístico básico que se establezca para sufragar 
los costos de urbanización asociados a las cargas 

-
cional y su equivalencia con las cargas generales 
serán establecidos en la Resolución de adopción. En 
estos casos, y para efectos de estimar y liquidar la 
participación en plusvalía en los términos previstos 
en el Capítulo IX de la Ley 388 de 1997 o la norma 

comercial por metro cuadrado de los inmuebles en 

características geoeconómicas homogéneas, después 
de la acción urbanística generadora de la plusvalía 
será el correspondiente al que resulte de aplicar los 

Parágrafo 4°. Los propietarios y agentes in-
volucrados en la ejecución del Macroproyecto 
podrán ejecutar todas las obras correspondientes a 
las infraestructuras de redes matrices de servicios 

-
ción de las existentes por fuera del perímetro de 
intervención del macroproyecto, sin perjuicio del 
derecho a recuperar dichas inversiones con cargo a 
las empresas de servicios públicos correspondientes, 
en los términos que establezca el reglamento del 
Gobierno Nacional para la celebración de contratos 
de aportes reembolsables.

Parágrafo 5°. Sin perjuicio de lo anterior y agotada 
la concertación previa establecida en los artículos 7° 
y 8° de la presente ley, en aquellos casos en los cuales 
las Empresas de Servicios Públicos Domiciliarios 

-
vicios públicos o la ausencia de interés en prestar los 
servicios públicos en el perímetro de intervención 
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del Macroproyecto, el Alcalde Municipal podrá, 
previo concepto favorable de la Comisión de la 
Regulación respectiva y en los términos y condi-
ciones previstos en el reglamento que para el efecto 
expida el Gobierno Nacional, celebrar contratos 
de concesión con exclusividad para la prestación 
del respectivo servicio público domiciliario en los 
cuales se podrá pactar que el valor de la inversión 
se recuperará vía tarifa y sin que se generen costos 

Artículo 17. -

de promover el acceso de las familias de menores 
recursos económicos a una solución de vivienda, las 
autoridades departamentales y municipales podrán 
otorgar exenciones a los impuestos de delineación 

-
caiga sobre la enajenación de viviendas de interés 
prioritario.

Dentro de los convenios a celebrar entre el 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio y las 
entidades territoriales a los que hace referencia la 
presente ley, se podrá contemplar la obligación en 
cabeza de los respectivos alcaldes y gobernadores 
de presentar a consideración de los respectivos 
Concejos y Asambleas las iniciativas que hagan 
posible las exenciones tributarias.

En todo caso, la reducción en los costos de pro-
ducción de vivienda de interés prioritario que se 
origine en las exenciones de que trata el presente 

en un menor precio de la vivienda o en mejores 
condiciones habitacionales de la vivienda.

Artículo 18. Ejecución. Las entidades del orden 
nacional, departamental, municipal y distrital, y 
las áreas metropolitanas podrán participar en la 
ejecución de los Macroproyectos de Interés Social 
Nacional, mediante la celebración, entre otros, de 

reglas generales y del derecho comercial, sin las 
limitaciones y restricciones previstas en el nume-
ral 5 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 o en las 

Parágrafo. Corresponderá al Fondo Nacional 
de Vivienda, Fonvivienda, ejecutar los recursos y 
desarrollar las actividades necesarias para ejecutar 

Nacional en los que se inviertan recursos por parte 
del Gobierno Nacional. El Gobierno Nacional re-
glamentará esta materia.

Fonvivienda podrá girar anticipadamente a los 
patrimonios autónomos las sumas de dinero que 
correspondan a los subsidios familiares de vivienda 
que se asignarán por dicho Fondo a hogares be-

recursos podrán destinarse al desarrollo de la eje-
cución de obras del Macroproyecto en los términos 
que establezca el Gobierno Nacional.

Sin perjuicio de los recursos que se destinen a 

continuará destinando recursos a otros programas 
de vivienda.

Artículo 19. 
ejecución de Macroproyectos de Interés Social 

 Corresponderá a la autoridad municipal 
o distrital o a los curadores urbanos, según el caso, 
estudiar, tramitar y expedir la licencia urbanística en 
aplicación y cumplimiento de las normas adoptadas 
en el respectivo Macroproyecto.

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Terri-
torio por solicitud de la autoridad competente 
para expedir licencias de urbanización, se pro-
nunciará sobre las contradicciones y vacíos que 
se presenten en la interpretación de las normas 
contenidas en las resoluciones de adopción de 
los Macroproyectos.

Artículo 20.  Los Ma-
croproyectos de Interés social Nacional que a la 
entrada en vigencia de la presente ley se encuentren 

determinación, formulación, adopción o ejecución, 
de conformidad con el procedimiento previsto en 
los Decretos números 4260 de 2007 y 3671 de 2009 
que reglamentan los artículos 79 y 82 de la Ley 
1151 de 2007.

CAPÍTULO V

Artículo 21.  Además de 
lo previsto en el artículo 33 de la Ley 388 de 1997, 
los planes de ordenamiento territorial señalarán 
los límites físicos y las condiciones generales del 
uso de los suelos rurales que deban ser mantenidos 
y preservados por su destinación a usos agrícolas, 
ganaderos, forestales o de explotación de recursos 
naturales, teniendo en cuenta la necesidad del creci-
miento urbano y la adecuada utilización agrológica 
de dichas zonas.

En todo caso, los macroproyectos de interés social 
y los perímetros del suelo urbano y de expansión 

Ley 388 de 1997, solo podrán ampliarse sobre los 
-

III, cuando se requiera en razón de las necesidades 
de la expansión urbana, siempre que no sea posi-
ble destinar al efecto, suelos de diferente calidad 
o condición; y cumpliendo con las determinantes 
ambientales de que trata el artículo 10 de la Ley 

o sustituya. El Gobierno Nacional reglamentará lo 
dispuesto en el presente artículo.

Parágrafo. Los suelos de expansión urbana 

ordenamiento territorial que se hayan adoptado 
por parte de los municipios y distritos con ante-
rioridad a la entrada en vigencia de la presente 
ley, se incorporarán al desarrollo urbano a través 
de los procedimientos previstos para la adopción 
de planes parciales o de los macroproyectos de 
interés social nacional, en todo de conformidad 
con la normatividad vigente que sea aplicable a 
dicho efecto.
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CAPÍTULO VI
Otras disposiciones para promover  

el acceso a la vivienda
Artículo 22. Funciones del Fondo Nacional de Vi-

 Además de las establecidas en la legislación 

y ejecución de planes de vivienda de interés social 

vivienda de interés social asignados por el Fondo 
Nacional de Vivienda, Fonvivienda, facúltese al 
citado Fondo para:

1. Contratar gerencias integrales para la ejecu-
ción de planes de vivienda de interés social, Pro-
yectos Integrales de Desarrollo Urbano (PIDU) y 
Macroproyectos de Interés Social Nacional en sus 
componentes de preinversión, inversión, ejecución 
y evaluación.

2. Contratar la elaboración de estudios para la 

jurídica de Macroproyectos de Interés Social Na-
cional, proyectos de vivienda de interés social y de 
Proyectos Integrales de Desarrollo Urbano (PIDU).

3. Adquirir lotes de terreno a cualquier título para 
ser destinados al desarrollo de planes de vivienda 
de interés social.

4. Destinar los recursos necesarios para la ad-
quisición de materiales para desarrollar las obras 
de urbanismo y la construcción de viviendas de 
interés social.

5. Adquisición de viviendas en proceso de cons-
trucción o ya construidas.

Artículo 23.  
Las facultades atribuidas en el artículo anterior al 
Fondo Nacional de Vivienda, Fonvivienda, deberán 
ejecutarse a partir de la celebración de contratos 

derecho comercial, sin las limitaciones y restriccio-
nes previstas en el numeral 5 del artículo 32 de la 
Ley 80 de 1993, de la Ley 1150 de 2007, y demás 

Parágrafo 1°. Para el cumplimiento de las demás 
funciones asignadas al citado Fondo por la nor-
matividad vigente podrá acudirse a la celebración 

condiciones establecidas en el presente artículo.
Parágrafo 2°. Los costos en que se incurra para 

el manejo de los recursos del Fondo Nacional de 
Vivienda, Fonvivienda, que se ejecutaren a partir 

trata el presente artículo serán atendidos con cargo a 
los recursos administrados. El Fondo velará porque 

transparencia, igualdad, moralidad, celeridad, im-

economía y publicidad.
Artículo 24. Contrato de arrendamiento con 

 Como 
mecanismo para garantizar el derecho de acceso a 
una vivienda VIS o VIP, nueva o usada, a personas 
o familias que deseen adquirir una vivienda para 

su habitación, en especial aquellas personas o fa-
milias sin capacidad de ahorro ni acceso a crédito 
hipotecario, a partir de la vigencia de la presente 
ley se podrán suscribir contratos de arrendamiento 
con opción de compra a favor del arrendatario a 
través de los cuales podrá adquirirse la propiedad 

Gobierno Nacional reglamentará lo establecido en 
el presente artículo.

Parágrafo 1°. El aumento anual de los cánones 
de arrendamiento no podrá exceder del valor corres-
pondiente al Índice de Precios al Consumidor (IPC) 

-
cional de Estadística (DANE) para el año calendario 
inmediatamente anterior al del incremento del caso.

Parágrafo 2°. Al contrato de arrendamiento con 
opción de compra le serán integralmente aplicables 
las disposiciones contenidas en la Ley 820 de 2003 

Comercial que regulen la materia.
Parágrafo 3°. Salvo acuerdo de las partes, el con-

trato de arrendamiento terminará al vencimiento del 
plazo inicialmente pactado o de sus prórrogas, si el 

opción de compra establecida a su favor.
Artículo 25. El literal c) del artículo 2° de la Ley 

3ª de 1991 quedará así:
“c) El Subsistema de Financiación estará confor-

mado por las entidades que cumplan funciones de 
captación de ahorro, concesión de créditos directos 

para adquisición de vivienda familiar, contratos de 
arrendamiento con opción de compra a favor del 
arrendatario, otorgamiento de descuentos, redes-
cuentos y subsidios, destinadas al cumplimiento de 
los objetivos del Sistema. Entre otros, serán inte-
grantes de este subsistema las entidades vigiladas 
por la Superintendencia Financiera, la Financiera de 
Desarrollo Territorial, Findeter, el Banco Agrario, y 
las Cajas de Compensación Familiar que participen 
de la gestión Financiera del Sistema”.

Artículo 26. Articulación del Subsidio Familiar 
de Vivienda y crédito de vivienda, leasing habita-
cional y contrato de arrendamiento con derecho de 

 El Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio reglamentará un 
procedimiento especial que permita articular los 
recursos del Subsidio Familiar de Vivienda de que 
trata el artículo 18 de la presente ley, con los recursos 
originados en créditos para adquisición de vivienda 
o leasing habitacional para habitación de la familia 
otorgados por las entidades debidamente autorizadas 
para tal propósito, y con contratos de arrendamiento 
con opción de compra a favor del arrendatario.

Parágrafo 1°. Para el desarrollo de los Macro-
proyectos de Interés Social Nacional, de Proyectos 
Integrales de Desarrollo Urbano y de Proyectos de 
Vivienda, el Fondo Nacional de Ahorro podrá otor-
gar crédito constructor a los promotores de dichos 
proyectos. Estos créditos podrán subrogarse a los 

-
culen a estos proyectos, de acuerdo con las políticas 
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la Junta Directiva del Fondo Nacional de Ahorro.
Parágrafo 2°. Facúltase al Fondo Nacional de 

Ahorro para realizar operaciones de leasing habi-
tacional destinadas a la adquisición de vivienda.

Parágrafo 3°. Con el propósito de generar con-

nueva, el Gobierno Nacional, a través del Fondo 
de Reserva para la Estabilización de Cartera Hipo-
tecaria (FRECH), administrado por el Banco de la 
República, podrá ofrecer nuevas coberturas de tasas 
de interés a los deudores de crédito de vivienda 

Cajas de Compensación Familiar, de acuerdo con 
la reglamentación que expida el Gobierno Nacional 
para estas últimas.

Artículo 27. El artículo 5° de la Ley 3ª de 1991 
quedará así:

“Artículo 5°. Se entiende por solución de vi-
vienda, el conjunto de operaciones que permite a 
un hogar disponer de habitación en condiciones 
sanitarias satisfactorias de espacio, servicios pú-
blicos y calidad de estructura, o iniciar el proceso 
para obtenerlas en el futuro.

Son acciones conducentes a la obtención de 
soluciones de vivienda, entre otras, las siguientes:

- Construcción, o adquisición de vivienda;
- Construcción o adquisición de unidades básicas 

de vivienda para el desarrollo progresivo;
- Adquisición de lotes destinados a programas de 

autoconstrucción de vivienda de interés social y VIP;
- Celebración de contratos de leasing habitacio-

nal para adquisición de vivienda familiar de interés 
social;

- Celebración de contratos de arrendamiento con 
opción de compra de vivienda de interés social y vi-
vienda de interés prioritario a favor del arrendatario;

- Adquisición o urbanización de terrenos para 
desarrollo progresivo;

- Adquisición de terrenos destinados a vivienda;
- Adquisición de materiales de construcción;
- Mejoramiento, habilitación y subdivisión de 

vivienda;
- Habilitación legal de los títulos de inmuebles 

destinados a la vivienda.
Artículo 28. El artículo 6° de la Ley 3ª de 1991 

quedará así:
Artículo 6°. Establézcase el Subsidio Familiar 

de Vivienda como un aporte estatal en dinero o en 
especie, que podrá aplicarse en lotes con servicios 
para programas de desarrollo de autoconstrucción, 

con el objeto de facilitar el acceso a una solución 
de vivienda de interés social o interés prioritario 
de las señaladas en el artículo 5° de la presente ley, 

cumpla con las condiciones que establece esta ley.
La cuantía del subsidio será determinada por el 

Gobierno Nacional de acuerdo con los recursos dis-

cuya postulación se dará un tratamiento preferente 
a las mujeres cabeza de familia de los estratos más 
pobres de la población, a las trabajadoras del sector 
informal y a las madres comunitarias.

Los recursos de los subsidios familiares de 
vivienda, una vez adjudicados y transferidos a los 

recepción, pertenecen a estos, y se sujetarán a las 
normas propias que regulan la actividad de los 
particulares.

-
liar de vivienda en cualquiera de sus modalidades, 
cuyas viviendas hayan sido o fueren afectadas por 
desastres naturales o accidentales, por la declarato-
ria de calamidad pública o estado de emergencia, o 

y tramitados ante las autoridades competentes, 
tendrán derecho a postularse nuevamente, para ac-
ceder al subsidio familiar de vivienda, de acuerdo 
con las condiciones que para el efecto establezca 
el Gobierno nacional.

Parágrafo 2°. Los usuarios de los créditos de 
vivienda de interés social o interés prioritario, que 
sean cabeza de hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de una dación en 
pago o por efectos de un remate judicial, podrán 
postularse por una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el 
parágrafo anterior, previa acreditación de calamidad 
doméstica o pérdida de empleo y trámite ante las 
autoridades competentes.

Parágrafo 3°. Quienes hayan accedido al subsidio 
familiar de vivienda contemplado en el parágrafo 
1° del presente artículo, podrán postularse para 
acceder al otorgamiento de un subsidio adicional, 
con destino al mejoramiento de la vivienda urbana 
o rural, equivalente al valor máximo establecido 
para cada modalidad, de conformidad con la regla-
mentación que expida el Gobierno nacional dentro 
de los tres (3) meses siguientes a la promulgación 
de la presente ley.

Parágrafo 4°. Los hogares podrán acceder al 
subsidio familiar de vivienda de interés social otor-
gado por distintas entidades partícipes del Sistema 
Nacional de Vivienda de Interés Social y aplicarlos 
concurrentemente para la obtención de una solución 
de vivienda de interés social cuando la naturaleza 
de los mismos así lo permita.

Artículo 29. Sistema de Información del 
 El Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio deberá estructurar 
un sistema nacional de información de la oferta 
de planes de soluciones de vivienda de interés 
social y de la demanda de subsidios de vivienda 
de interés social que será administrado por el 
Fondo Nacional de Vivienda, Fonvivienda. Di-
cho Ministerio reglamentará las condiciones de 
operación, en especial aquellas correspondientes 
al tipo de información y las entidades públicas 
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o privadas que forman parte del Sistema Nacio-
nal de Vivienda de Interés Social, que deberán 
suministrarla.

Artículo 30. Inscripción

respectivo Macroproyecto para vivienda de interés 
social (VIS) o de interés prioritario (VIP) se desarro-
llen con este tipo de vivienda, en la escritura pública 
de constitución de la urbanización se determinarán 

y linderos según lo estipulado en la respectiva 
licencia urbanística, en todo de conformidad con 
el acto administrativo de adopción del respectivo 
macroproyecto, y se ordenará su inscripción en el 
folio de matrícula inmobiliaria de cada uno de los 
inmuebles.

Subsidio de Vivienda de Interés Social y prioritario, 
en el marco de los proyectos de vivienda no es ne-
cesario como requisito tener un ahorro programado.

Artículo 32. El Gobierno Nacional reglamentará 
lo establecido en la presente ley, dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la promulgación de la misma.

Artículo 33. Vigencia. La presente ley rige a partir 
de su publicación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA – 
 GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

El Viceministro de Vivienda y Desarrollo Te-
rritorial del Ministerio de Ambiente, Vivienda y 
Desarrollo Territorial, encargado de las funciones 
del despacho de la Ministra de Ambiente, Vivienda 
y Desarrollo Territorial,

*   *   *

LEY 1470 DE 2011
(junio 30)

por la cual se honra la memoria del doctor Jorge Palacios Preciado  

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El Congreso de Colombia honra la 
memoria del ilustre colombiano doctor Jorge Palacios 
Preciado, boyacense, historiador, escritor y archivista, 

-
servar la historia documental de Colombia, logrando 
un merecido reconocimiento nacional e internacional. 
Como homenaje perenne a su memoria el Archivo 
General de la Nación, ubicado en la carrera 6 N° 6 - 
91 de la ciudad de Bogotá D. C., se llamará, a partir 
de la vigencia de la presente ley, “Archivo General 
de la Nación JORGE PALACIO PRECIADO”.

Artículo 2°. La Imprenta Nacional editará la 
biografía del historiador, escritor, archivista y aca-
démico, doctor Jorge Palacios Preciado. Igualmente, 
publicará sus trabajos, escritos más relevantes, libros 
y artículos. Estas publicaciones se distribuirán en 
los archivos, bibliotecas, universidades, institucio-
nes y academias que desarrollen la enseñanza de la 
archivística e historia de todo el país.

General de la Nación Jorge Palacios Preciado” habrá 
un óleo del distinguido historiador, escritor y aca-
démico, doctor JORGE PALACIOS PRECIADO.

Artículo 4°. En el hall principal de entrada al 
“Archivo General de la Nación JORGE PALACIOS 
PRECIADO” se levantará un busto con el nombre del 
eximio historiador, escritor, archivista y académico, 
doctor Jorge Palacios Preciado y se transcribirá en 
placa de bronce la siguiente leyenda: “ARCHIVOS...
testimonio del ayer que con tanto celo y cuidado 
se conservan y nos ponen en contacto espiritual 
con las generaciones pasadas para comprender sus 
ilusiones y fracasos,... Los documentos son “Trozos 
de evidencia” llenos de nitidez y credibilidad que 
rehacen la verdad para sentir intensamente la poesía 
de la vida”, 1993.

Artículo 5°. En la ciudad de Tibasosa - Boyacá, 
su tierra natal, se erigirá un monumento del histo-
riador, escritor, archivista y académico, doctor Jorge 
Palacios Preciado, hijo epónimo de dicha ciudad.
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Artículo 6°. Autorízase al Gobierno Nacional 
para la emisión de una estampilla que deberá estar 
en circulación en la celebración del segundo bicen-
tenario del Grito de Independencia, el 20 de Julio 
de 2010, en homenaje al ilustre historiador, escritor 
y académico, doctor Jorge Palacios Preciado, con 
marca de agua sobre impresión de su fotografía la 
leyenda mencionada en el artículo 4° de la presente 
ley.

Artículo 7°. El “Archivo General de la Nación 
JORGE PALACIOS PRECIADO” se encargará 
de coordinar con la Academia Boyacense de 
Historia y la Universidad Pedagógica y Tec-
nológica de Colombia la recopilación para la 
edición de las Obras Selectas del historiador, 
escritor, archivista y académico, doctor Jorge 
Palacios Preciado.

Artículo 8°. Autorízase al Gobierno Nacional 
para realizar los ajustes presupuestales necesa-
rios para el cumplimiento de lo establecido en 
la presente ley.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de su 
sanción y promulgación.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

La Viceministra de Cultura, encargada de las 
funciones del despacho de la Ministra de Cultura,

*   *   *

LEY 1471 DE 2011
(junio 30)

por medio de la cual se dictan normas relacionadas con la rehabilitación integral 
de los miembros de la Fuerza Pública, alumnos de las escuelas de formación 

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. La rehabilitación integral com-
prende elementos terapéuticos, educativos y de 
gestión que permiten alcanzar la autonomía de la 
persona con discapacidad en un nuevo proyecto 
de vida, con inclusión al medio familiar y social, 
y está dirigida a los miembros de la Fuerza Públi-
ca, Alumnos de las Escuelas de Formación de las 
Fuerzas Militares y sus equivalentes en la Policía 
Nacional, personal civil del Ministerio de Defensa 
Nacional y de las Fuerzas Militares, y personal 
no uniformado de la Policía Nacional, vinculado 
con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 
1993 que se encuentre en servicio activo o reti-
rado de la institución. Para efectos de la presente 
ley la rehabilitación integral comprende las áreas 
de desarrollo humano, salud y bienestar, en las 
fases de Rehabilitación Funcional e Inclusión. 

El Gobierno Nacional establecerá el sistema, los 
procesos y los procedimientos requeridos para 
su operación.

Artículo 2°. Fase de rehabilitación funcional. 
Esta fase comprende acciones de promoción de la 
salud, prevención de la discapacidad, recuperación 
y mantenimiento de la funcionalidad alcanzada.

Artículo 3°.  Esta fase provee 
estrategias facilitadoras de la relación del sujeto con 
su medio familiar, laboral y social. Comprende el 
desarrollo de los factores personales y del entorno 
mediante la ejecución de los programas de actividad 
física y movilidad; habilidades sociales; comunica-
ción y cognición, interacción con el entorno y vida 
activa y productiva.

Parágrafo 1°. Los servicios de la fase de inclusión 

1° de esta ley, que hayan adquirido su lesión en las 
siguientes circunstancias:
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a) En el servicio pero no por causa y razón del 

b) En el servicio por causa y razón del mismo, 

trabajo, y
c) En el servicio como consecuencia del combate o 

en accidente relacionado con el mismo, o por acción 
directa del enemigo, en tareas de mantenimiento o 

internacional.
Parágrafo 2°. Cuando una persona de las que trata 

el artículo 1° de la presente ley esté o no en servicio 
activo, no se encuentre amparada por el Sistema de 
Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Na-
cional y requiera la fase de inclusión, deberá estar 

a cualquier otro sistema especial o exceptuado que 
preste los servicios de atención en salud.

Artículo 4°. La rehabilitación integral de que trata 
esta ley entrará en vigencia a partir del 1° de enero 
de 2013, una vez el Gobierno Nacional implemente 
el sistema, los procesos y los procedimientos reque-
ridos para su operación.

Parágrafo. De conformidad con lo dispuesto 
en el Documento Conpes 3591 de julio de 2009, 
el Ministerio de Defensa Nacional y sus unidades 
ejecutoras asumirán la sostenibilidad y costos de 
funcionamiento del Centro de Rehabilitación In-
tegral (CRI).

Artículo 5°. Sin perjuicio de los derechos estable-
cidos en la Constitución, en las leyes y en convenios 

internacionales, el Estado reconocerá y garantizará a 
las personas con discapacidad de la Fuerza Pública 
a que hace referencia esta ley todos los derechos, 
preferencias y prerrogativas que se les brinden a 
ciudadanos en programas de rehabilitación integral.

Artículo 6°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación y deroga las disposiciones 
que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO 
NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 30 de junio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro de Defensa Nacional,

El Ministro de la Protección Social,

*   *   *

LEY 1474 DE 2011
(julio 12)

por la cual se dictan normas orientadas a fortalecer los mecanismos  
de prevención, investigación y sanción de actos de corrupción  

El Congreso de Colombia
DECRETA:

CAPÍTULO I
Medidas administrativas para la lucha  

contra la corrupción
Artículo 1°. Inhabilidad para contratar de quie-

El literal j) 
del numeral 1 del artículo 8° de la Ley 80 de 1993 
quedará así:

Las personas naturales que hayan sido decla-
radas responsables judicialmente por la comisión 
de delitos contra la Administración Pública cuya 
pena sea privativa de la libertad o que afecten el 
patrimonio del Estado o quienes hayan sido conde-
nados por delitos relacionados con la pertenencia, 

el exterior, o soborno transnacional, con excepción 
de delitos culposos.

Esta inhabilidad se extenderá a las sociedades en 
las que sean socias tales personas, a sus matrices y a 
sus subordinadas, con excepción de las sociedades 
anónimas abiertas.

La inhabilidad prevista en este literal se extenderá 
por un término de veinte (20) años.

Artículo 2°. Inhabilidad para contratar de quie-
. El numeral 1 del 

artículo 8° de la Ley 80 de 1993 tendrá un nuevo 
literal k), el cual quedará así:
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políticas a la Presidencia de la República, a las 
gobernaciones o a las alcaldías con aportes supe-
riores al dos punto cinco por ciento (2.5%) de las 
sumas máximas a invertir por los candidatos en 
las campañas electorales en cada circunscripción 
electoral, quienes no podrán celebrar contratos con 
las entidades públicas, incluso descentralizadas, 
del respectivo nivel administrativo para el cual fue 
elegido el candidato. 

La inhabilidad se extenderá por todo el período 
para el cual el candidato fue elegido. Esta causal 
también operará para las personas que se encuen-
tren dentro del segundo grado de consanguinidad, 

Esta inhabilidad comprenderá también a las 
sociedades existentes o que llegaren a constituirse 
distintas de las anónimas abiertas, en las cuales el 
representante legal o cualquiera de sus socios hayan 

campañas políticas a la Presidencia de la República, 
a las gobernaciones y las alcaldías.

La inhabilidad contemplada en esta norma no se 
aplicará respecto de los contratos de prestación de 
servicios profesionales.

Artículo 3°. Prohibición para que ex servidores 
 El numeral 

22 del artículo 35 de la Ley 734 de 2002 quedará así:
Prestar, a título personal o por interpuesta perso-

na, servicios de asistencia, representación o asesoría 
en asuntos relacionados con las funciones propias 
del cargo, o permitir que ello ocurra, hasta por el 
término de dos (2) años después de la dejación 
del cargo, con respecto del organismo, entidad o 
corporación en la cual prestó sus servicios, y para 
la prestación de servicios de asistencia, represen-
tación o asesoría a quienes estuvieron sujetos a la 
inspección, vigilancia, control o regulación de la 
entidad, corporación u organismos al que se haya 
estado vinculado. 

respecto de los asuntos concretos de los cuales el 
servidor conoció en ejercicio de sus funciones.

Se entiende por asuntos concretos de los cuales 
conoció en ejercicio de sus funciones aquellos de 
carácter particular y concreto que fueron objeto de 
decisión durante el ejercicio de sus funciones y de 
los cuales existe sujetos claramente determinados.

Artículo 4°. Inhabilidad para que ex empleados 
públicos contraten con el Estado. Adiciónase un 
literal f) al numeral 2 del artículo 8° de la Ley 80 
de 1993, el cual quedará así: 

Directa o indirectamente las personas que hayan 
ejercido cargos en el nivel directivo en entidades 
del Estado y las sociedades en las cuales estos 
hagan parte o estén vinculados a cualquier título, 
durante los dos (2) años siguientes al retiro del 

ejercicio del cargo público, cuando el objeto que 
desarrollen tenga relación con el sector al cual 
prestaron sus servicios.

Esta incompatibilidad también operará para las 
personas que se encuentren dentro del primer grado 

civil del ex empleado público.
CAPÍTULO I

Medidas administrativas para la lucha  
contra la corrupción

Artículo 5°. Quien haya celebrado un contrato 
estatal de obra pública, de concesión, suministro 
de medicamentos y de alimentos o su cónyuge, 
compañero o compañera permanente, pariente hasta 

-

distintas de las anónimas abiertas, con las entidades 

durante el plazo de ejecución y hasta la liquidación 
del mismo, no podrán celebrar contratos de inter-
ventoría con la misma entidad.

Artículo 6°. Acción de repetición. El numeral 2 
del artículo 8° de la Ley 678 de 2001 quedará así: 

2. El Ministerio de Justicia y del Derecho, a través 
de la Dirección de Defensa Judicial de la Nación o 
quien haga sus veces.

Artículo 7°. Responsabilidad de los Revisores 
 Adiciónese un numeral 5) al artículo 26 

de la Ley 43 de 1990, el cual quedará así:

denunciar o poner en conocimiento de la autoridad 

corrupción que haya encontrado en el ejercicio de 
su cargo, dentro de los seis (6) meses siguientes a 
que haya conocido el hecho o tuviera la obligación 
legal de conocerlo, actos de corrupción En relación 
con actos de corrupción no procederá el secreto 
profesional.

Artículo 8°. 
control interno. Modifíquese el artículo 11 de la 
Ley 87 de 1993, que quedará así:

Sistema de Control, el Presidente de la República 
designará en las entidades estatales de la rama eje-
cutiva del orden nacional al jefe de la Unidad de la 

quien será de libre nombramiento y remoción.
Cuando se trate de entidades de la rama ejecutiva 

del orden territorial, la designación se hará por la 
máxima autoridad administrativa de la respectiva 
entidad territorial. Este funcionario será designado 

respectivo período del alcalde o gobernador.
Parágrafo 1º. Para desempeñar el cargo de asesor, 

coordinador o de auditor interno se deberá acreditar 
formación profesional y experiencia mínima de tres 
(3) años en asuntos del control interno.

Parágrafo 2º. El auditor interno, o quien haga sus 
veces, contará con el personal multidisciplinario que 
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le asigne el jefe del organismo o entidad, de acuerdo 
con la naturaleza de las funciones del mismo. La 
selección de dicho personal no implicará necesa-
riamente aumento en la planta de cargos existente.

Artículo 9°. Reportes del responsable de control 
interno. Modifíquese el artículo 14 de la Ley 87 de 
1993, que quedará así: 

Interno o quien haga sus veces en una entidad de la 
rama ejecutiva del orden nacional será un servidor 
público de libre nombramiento y remoción, desig-
nado por el Presidente de la República. 

Este servidor público, sin perjuicio de las 
demás obligaciones legales, deberá reportar al 
Director del Departamento Administrativo de 
la Presidencia de la República, así como a los 
Organismos de Control, los posibles actos de 
corrupción e irregularidades que haya encontrado 
en el ejercicio de sus funciones.

Interno deberá publicar cada cuatro (4) meses en 
la página web de la entidad, un informe porme-
norizado del estado del control interno de dicha 
entidad, so pena de incurrir en falta disciplinaria 
grave. 

Los informes de los funcionarios del control 
interno tendrán valor probatorio en los procesos 

cuando las autoridades pertinentes así lo soliciten.
Parágrafo transitorio. Para ajustar el periodo de 

que trata el presente artículo, los responsables del 
Control Interno que estuvieren ocupando el cargo 
al 31 de diciembre del 2011, permanecerán en el 
mismo hasta que el Gobernador o Alcalde haga la 
designación del nuevo funcionario, conforme a la 
fecha prevista en el presente artículo.

Artículo 10.  Los 
recursos que destinen las entidades públicas y las 
empresas y sociedades con participación mayoritaria 
del Estado del orden nacional y territorial, en la di-
vulgación de los programas y políticas que realicen, 

medio o mecanismo similar que implique utilización 
de dineros del Estado, deben buscar el cumplimiento 

el derecho a la información de los ciudadanos. En 
-

ción, entre otros, en cuanto a contenido, extensión, 
tamaño y medios de comunicación, de manera tal 
que se logre la mayor austeridad en el gasto y la 
reducción real de costos.

Los contratos que se celebren para la realización 
de las actividades descritas en el inciso anterior, 
deben obedecer a criterios preestablecidos de efec-
tividad, transparencia y objetividad.

-
quier otro mecanismo de divulgación de programas 

públicos, partidos políticos o candidatos, o que ha-
gan uso de su voz, imagen, nombre, símbolo, logo 

inducir a confusión.
En ningún caso las entidades objeto de esta 

reglamentación podrán patrocinar, contratar o rea-

relacionada en forma directa con las funciones que 
legalmente debe cumplir, ni contratar o patrocinar 
la impresión de ediciones de lujo o con policromías.

Parágrafo 1°. Las entidades del orden nacional y 
territorial que tengan autorizados en sus presupues-
tos rubros para publicidad o difusión de campañas 
institucionales, deberán reducirlos en un treinta por 
ciento (30%) en el presente año, tomando como base 
para la reducción el monto inicial del presupuesto 
o apropiación presupuestal para publicidad o cam-
paña. Una vez surtida la reducción anterior, en los 
años siguientes el rubro correspondiente sólo se 
podrá incrementar con base en el Índice de Precios 
al Consumidor.

Parágrafo 2°. Lo previsto en este artículo no se 
aplicará a las Sociedades de Economía Mixta ni a las 
empresas industriales y comerciales del Estado que 
compitan con el sector público o privado o cuando 
existan motivos de interés público en salud. Pero 
en todo caso su ejecución deberá someterse a los 

presupuesto previo y razonabilidad del gasto.
Parágrafo 3°. Las entidades del orden nacional 

obligadas a publicar periódicamente en su página de 
Internet toda la información relativa al presupuesto, 

en el inciso primero de este artículo.
Artículo 11. Control y vigilancia en el sector de 

la seguridad social en salud. 
1. Obligación y control. Las instituciones some-

tidas al control y vigilancia de la Superintendencia 
Nacional de Salud, estarán obligadas a adoptar 

-
tadas a evitar que se generen fraudes en el sistema 
de seguridad social en salud.

2. Mecanismos de control. Para los efectos del 
numeral anterior, esas instituciones en cuanto les 
sean aplicables adoptarán mecanismos y reglas de 
conducta que deberán observar sus representantes 
legales, directores, administradores y funcionarios, 
con los siguientes propósitos: 

actividad económica, vínculo laboral y salario;
b) Establecer la frecuencia y magnitud con la 

cual sus usuarios utilizan el sistema de seguridad 
social en salud;

Comisión Nacional de Precios de Medicamentos y 
Dispositivos Médicos –CNPMD–, cualquier sobre-
costo en la venta u ofrecimiento de medicamentos 
e insumos;



GACETA DEL CONGRESO  516  Jueves, 21 de julio de 2011 Página 45

Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos 
-

mentos e insumos y el suministro de medicamentos 
vencidos, sin perjuicio de las denuncias penales 
correspondientes;

la Unidad Administrativa de Gestión Pensional y 

(UGPP) y a la Superintendencia Nacional de Salud 
cualquier información relevante cuando puedan 

fraude en los aportes a la seguridad social para lo 
de su competencia;

f) Los demás que señale el Gobierno Nacional.
3. Adopción de procedimientos. Para efectos de 

implementar los mecanismos de control a que se 

deberán diseñar y poner en práctica procedimientos 

procedimientos. 
4. A partir de la expedición de la presente ley, 

ninguna entidad prestadora del servicio de salud en 
cualquiera de sus modalidades, incluidas las coo-
perativas podrán hacer ningún tipo de donaciones 
a campañas políticas o actividades que no tenga 
relación con la prestación del servicio. 

Parágrafo. El Gobierno reglamentará la materia 
en un término no superior a tres meses.

Artículo 12. 

 
Créase el Sistema Preventivo de Prácticas Riesgo-
sas Financieras y de Atención en Salud del Sistema 
General de Seguridad Social en Salud que permita la 

estas conductas. La Superintendencia Nacional de 

de medidas preventivas para su control, así como 
los indicadores de alerta temprana y ejercerá sus 
funciones de inspección, vigilancia y control sobre 
la materia. Dicho sistema deberá incluir indicadores 

de eventos sospechosos de corrupción y fraude en 
el Sistema General de Seguridad Social en Salud. 
El no reporte de información a dicho sistema, será 
sancionado conforme al artículo 131 de la Ley 1438 
de 2011.

CAPÍTULO II
Medidas penales en la lucha contra 

 la corrupción pública y privada
Artículo 13. -

tos contra la Administración Pública relacionados 
con corrupción. El artículo 68 A del Código Penal 
quedará así:

No se concederán los subrogados penales o 
mecanismos sustitutivos de la pena privativa de 
libertad de suspensión condicional de la ejecución 
de la pena o libertad condicional; tampoco la prisión 

domiciliaria como sustitutiva de la prisión; ni habrá 

colaboración regulados por la ley, siempre que esta 
sea efectiva, cuando la persona haya sido condenada 
por delito doloso o preterintencional dentro de los 
cinco (5) años anteriores.

-
gados quienes hayan sido condenados por delitos 
contra la Administración Pública, estafa y abuso de 

utilización indebida de información privilegiada, 
lavado de activos y soborno transnacional.

Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará 
respecto de la sustitución de la detención preventiva 
y de la sustitución de la ejecución de la pena en los 
eventos contemplados en los numerales 2, 3, 4 y 5 
del artículo 314 de la Ley 906 de 2004, ni en aque-
llos eventos en los cuales se aplique el principio de 
oportunidad, los preacuerdos y negociaciones y el 
allanamiento a cargos.

Artículo 14. Ampliación de términos de pres-
cripción penal. El inciso sexto del artículo 83 del 
Código Penal quedará así:

6. Al servidor público que en ejercicio de las 
funciones de su cargo o con ocasión de ellas rea-
lice una conducta punible o participe en ella, el 
término de prescripción se aumentará en la mitad. 
Lo anterior se aplicará también en relación con los 
particulares que ejerzan funciones públicas en forma 
permanente o transitoria y de quienes obren como 
agentes retenedores o recaudadores.

Artículo 15. Estafa sobre recursos públicos y en 
el Sistema de Seguridad Social Integral. El artículo 
247 del Código Penal tendrá unos numerales 5 y 6 
del siguiente tenor: 

5. La conducta relacionada con bienes pertene-
cientes a empresas o instituciones en que el Estado 
tenga la totalidad o la mayor parte, o recibidos a 
cualquier título de este. 

6. La conducta tenga relación con el Sistema 
General de Seguridad Social Integral.

Artículo 16. Corrupción privada. La Ley 599 de 
2000 tendrá un artículo 250A, el cual quedará así: 

El que directamente o por interpuesta persona 
prometa, ofrezca o conceda a directivos, adminis-
tradores, empleados o asesores de una sociedad, 
asociación o fundación una dádiva o cualquier 

o a un tercero, en perjuicio de aquella, incurrirá en 
prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de diez 
(10) hasta de mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Con las mismas penas será castigado el directivo, 
administrador, empleado o asesor de una sociedad, 
asociación o fundación que, por sí o por persona 
interpuesta, reciba, solicite o acepte una dádiva o 

aquella.
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Cuando la conducta realizada produzca un per-
juicio económico en detrimento de la sociedad, 
asociación o fundación, la pena será de seis (6) a 
diez (10) años.

Artículo 17. Administración desleal. La Ley 599 
de 2000 tendrá un artículo 250B, el cual quedará así:

El administrador de hecho o de derecho, o socio 
de cualquier sociedad constituida o en formación, 

propio o de un tercero, con abuso de las funciones 
propias de su cargo, disponga fraudulentamente de 
los bienes de la sociedad o contraiga obligaciones 
a cargo de esta causando directamente un perjuicio 
económicamente evaluable a sus socios, incurrirá 
en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa de 
diez (10) hasta mil (1.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 18. Utilización indebida de informa-
ción privilegiada. El artículo 258 del Código Penal 
quedará así:

El que como empleado, asesor, directivo o 
miembro de una junta u órgano de administración 

provecho para sí o para un tercero, haga uso inde-
bido de información que haya conocido por razón 
o con ocasión de su cargo o función y que no sea 
objeto de conocimiento público, incurrirá en pena 
de prisión de uno (1) a tres (3) años y multa de 
cinco (5) a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

En la misma pena incurrirá el que utilice infor-

para obtener para sí o para un tercero, provecho me-
diante la negociación de determinada acción, valor 
o instrumento registrado en el Registro Nacional de 
Valores, siempre que dicha información no sea de 
conocimiento público.

Artículo 19. Especulación de medicamentos y 
dispositivos médicos. Adiciónese un inciso al artí-
culo 298 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

La pena será de cinco (5) años a diez (10) años 
de prisión y multa de cuarenta (40) a mil (1.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuando 
se trate de medicamento o dispositivo médico.

Artículo 20. Agiotaje con medicamentos y dis-
positivos médicos. Adiciónese un inciso al artículo 
301 de la Ley 599 de 2000, el cual quedará así:

La pena será de cinco (5) años a diez (10) años 
de prisión y multa de cuarenta (40) a mil (1.000) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, cuando 
se trate de medicamento o dispositivo médico.

Artículo 21. . El artículo 313 de la 
Ley 599 de 2000, quedará así:

El concesionario, representante legal, adminis-
trador o empresario legalmente autorizado para la 
explotación de un monopolio rentístico, que incum-
pla total o parcialmente con la entrega de las rentas 

monopolísticas que legalmente les correspondan 
a los servicios de salud y educación, incurrirá en 
prisión de cinco (5) años a diez (10) años y multa 
de hasta 1.020.000 UVT.

En la misma pena incurrirá el concesionario, 
representante legal, administrador o empresario 
legalmente autorizado para la explotación de un 
monopolio rentístico que no declare total o parcial-
mente los ingresos percibidos en el ejercicio del 
mismo, ante la autoridad competente.

Artículo 22. Omisión de control en el sector de 
 La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 

325B, el cual quedará así:
El empleado o director de una entidad vigilada 

ocultar o encubrir un acto de corrupción, omita el 
cumplimiento de alguno o todos los mecanismos de 
control establecidos para la prevención y la lucha 
contra el fraude en el sector de la salud, incurrirá, 
por esa sola conducta, en la pena prevista para el 
artículo 325 de la Ley 599 de 2000.

Artículo 23. 
diferente frente a recursos de la seguridad social. 
La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 399 A, el 
cual quedará así:

La pena prevista en el artículo 399 se agravará 
de una tercera parte a la mitad, cuando se dé una 

la seguridad social integral.
Artículo 24. Peculado culposo frente a recursos 

de la seguridad social integral. La Ley 599 de 2000 
tendrá un artículo 400 A, el cual quedará así:

Las penas previstas en el artículo 400 de la Ley 
599 de 2000 se agravarán de una tercera parte a la 

a recursos destinados a la seguridad social integral.
Artículo 25. Circunstancias de atenuación puni-

tiva. El artículo 401 del Código Penal quedará así:
Si antes de iniciarse la investigación, el agente, 

por sí o por tercera persona, hiciere cesar el mal 
uso, reparare lo dañado, corrigiere la aplicación 

o extraviado, o su valor actualizado con intereses la 
pena se disminuirá en la mitad.

Si el reintegro se efectuare antes de dictarse sen-
tencia de segunda instancia, la pena se disminuirá 
en una tercera parte.

Cuando el reintegro fuere parcial, el juez deberá, 
proporcionalmente, disminuir la pena hasta en una 
cuarta parte.

Artículo 26. Fraude de subvenciones. La Ley 599 
de 2000 tendrá un artículo 403A, el cual quedará así:

El que obtenga una subvención, ayuda o subsidio 
proveniente de recursos públicos mediante engaño 
sobre las condiciones requeridas para su concesión 
o callando total o parcialmente la verdad, incurrirá 
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en prisión de cinco (5) a nueve (9) años, multa de 
doscientos (200) a mil (1.000) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes e inhabilidad para el 
ejercicio de derechos y funciones públicas de seis 
(6) a doce (12) años.

Las mismas penas se impondrán al que no invierta 
los recursos obtenidos a través de una subvención, 

a la cual estén destinados. 
Artículo 27. Acuerdos restrictivos de la compe-

 La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 410 
A, el cual quedará así:

El que en un proceso de licitación pública, su-
basta pública, selección abreviada o concurso se 

el procedimiento contractual, incurrirá en prisión de 
seis (6) a doce (12) años y multa de doscientos (200) 
a mil (1.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes e inhabilidad para contratar con entidades 
estatales por ocho (8) años.

Parágrafo. El que en su condición de delator o 

exoneración total de la multa a imponer por parte 
de la Superintendencia de Industria y Comercio en 
una investigación por acuerdo anticompetitivos en 
un proceso de contratación pública obtendrá los 

tercera parte, un 40% de la multa a imponer y una 
inhabilidad para contratar con entidades estatales 
por cinco (5) años. 

Artículo 28. . 
La Ley 599 de 2000 tendrá un artículo 411 A, el 
cual quedará así:

-
cias sobre un servidor público en asunto que este se 

en prisión de cuatro (4) a ocho (8) años y multa 
de cien (100) a doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Artículo 29. . El artículo 
412 del Código Penal quedará así:

El servidor público, o quien haya desempeñado 
funciones públicas, que durante su vinculación con 
la administración o dentro de los cinco (5) años 
posteriores a su desvinculación, obtenga, para sí 

incurrirá, siempre que la conducta no constituya otro 
delito, en prisión de nueve (9) a quince (15) años, 
multa equivalente al doble del valor del enriqueci-
miento sin que supere el equivalente a cincuenta 
mil (50.000) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de dere-
chos y funciones públicas de noventa y seis (96) a 
ciento ochenta (180) meses.

Artículo 30. Soborno trasnacional. El artículo 
433 del Código Penal quedará así:

El que dé u ofrezca a un servidor público extran-
jero, en provecho de este o de un tercero, directa 
o indirectamente, cualquier dinero, objeto de valor 

pecuniario u otra utilidad a cambio de que este rea-
lice, omita o retarde cualquier acto relacionado con 
una transacción económica o comercial, incurrirá 
en prisión de nueve (9) a quince (15) años y multa 
de cien (100) a doscientos (200) salarios mínimos 
legales mensuales vigentes.

Parágrafo. Para los efectos de lo dispuesto en 
el presente artículo, se considera servidor público 
extranjero toda persona que tenga un cargo legisla-
tivo, administrativo o judicial en un país extranjero, 
haya sido nombrada o elegida, así como cualquier 
persona que ejerza una función pública para un país 
extranjero, sea dentro de un organismo público o 
de una empresa de servicio público. También se 
entenderá que ostenta la referida calidad cualquier 
funcionario o agente de una organización pública 
internacional.

Artículo 31. Soborno. Modifíquese el artículo 
444 de la Ley 599 de 2000, que quedará así:

El que entregue o prometa dinero u otra utilidad 
a un testigo para que falte a la verdad o la calle total 
o parcialmente en su testimonio, incurrirá en prisión 
de seis (6) a doce (12) años y multa de cien (100) 
a mil (1.000) salarios.

Artículo 32. Soborno en la actuación penal. 
Modifíquese el artículo 444-A de la Ley 599 de 
2000, que quedará así:

El que en provecho suyo o de un tercero entregue 
o prometa dinero u otra utilidad a persona que fue 
testigo de un hecho delictivo, para que se abstenga 
de concurrir a declarar, o para que falte a la verdad, 
o la calle total o parcialmente, incurrirá en prisión 
de seis (6) a doce (12) años y multa de cincuenta 
(50) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes.

Artículo 33. Circunstancias de agravación pu-
nitiva. Los tipos penales de que tratan los artículos 
246, 250 numeral 3, 323, 397, 404, 405, 406, 408, 
409, 410, 411, 412, 413, 414 y 433 de la Ley 599 
de 2000 les será aumentada la pena de una sexta 
parte a la mitad cuando la conducta sea cometida 
por servidor público que ejerza como funcionario 
de alguno de los organismos de control del Estado.

Artículo 34. . 
Independientemente de las responsabilidades pe-
nales individuales a que hubiere lugar, las medidas 
contempladas en el artículo 91 de la Ley 906 de 
2004 se aplicarán a las personas jurídicas que se 

-
tos contra la Administración Pública, o cualquier 
conducta punible relacionada con el patrimonio 
público, realizados por su representante legal o sus 
administradores, directa o indirectamente.

En los delitos contra la Administración Pública 
o que afecten el patrimonio público, las entidades 
estatales posiblemente perjudicadas podrán pedir la 
vinculación como tercero civilmente responsable de 
las personas jurídicas que hayan participado en la 
comisión de aquellas. 
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De conformidad con lo señalado en el artículo 
86 de la Ley 222 de 1995, la Superintendencia de 
Sociedades podrá imponer multas de quinientos 
(500) a dos mil (2.000) salarios mínimos legales 
mensuales vigentes cuando con el consentimiento 
de su representante legal o de alguno de sus ad-
ministradores o con la tolerancia de los mismos, 
la sociedad haya participado en la comisión de un 
delito contra la Administración Pública o contra el 
patrimonio público.

Artículo 35. Ampliación de términos para in-
vestigación. El artículo 175 de la Ley 906 de 2004 
tendrá un parágrafo, el cual quedará así:

Parágrafo. En los procesos por delitos de com-
petencia de los jueces penales del circuito especiali-
zados, por delitos contra la Administración Pública 
y por delitos contra el patrimonio económico que 
recaigan sobre bienes del Estado respecto de los 
cuales proceda la detención preventiva, los anteriores 
términos se duplicarán cuando sean tres (3) o más 
los imputados o los delitos objeto de investigación.

Artículo 36. Operaciones encubiertas contra la 
 La Ley 906 de 2004 tendrá un artículo 

242 A, el cual quedará así:
Los mecanismos contemplados en los artículos 

posible existencia de hechos constitutivos de delitos 
contra la Administración Pública en una entidad 
pública.

Cuando en investigaciones de corrupción, el 
agente encubierto, en desarrollo de la operación, 
cometa delitos contra la Administración Pública en 
coparticipación con la persona investigada, quedará 
exonerado de responsabilidad, salvo que exista un 
verdadero acuerdo criminal ajeno a la operación 
encubierta, mientras que el indiciado o imputado 
responderá por el delito correspondiente.

Artículo 37. Pruebas anticipadas. El artículo 284 
de la Ley 906 de 2004 tendrá un parágrafo cuarto, 
el cual quedará así:

Parágrafo 1º. En las investigaciones que versen 
sobre delitos de competencia de los jueces penales 
del circuito especializados, por delitos contra la 
Administración Pública y por delitos contra el pa-
trimonio económico que recaigan sobre bienes del 
Estado respecto de los cuales proceda la detención 
preventiva, será posible practicar como prueba 
anticipada el testimonio de quien haya recibido 
amenazas contra su vida o la de su familia por razón 
de los hechos que conoce; así mismo, procederá la 
práctica de dicha prueba anticipada cuando contra 
el testigo curse un trámite de extradición en el cual 
se hubiere rendido concepto favorable por la Sala 
Penal de la Corte Suprema de Justicia.

La prueba deberá practicarse antes de que quede 

de conceder la extradición.

Artículo 38. Aumento de términos respecto de las 
causales de libertad en investigaciones relacionadas 
con corrupción. El artículo 317 de la Ley 906 de 2004 
tendrá un parágrafo segundo, el cual quedará así:

Parágrafo 1º. En los procesos por delitos de 
competencia de los jueces penales del circuito es-
pecializados, por delitos contra la Administración 
Pública y por delitos contra el patrimonio económico 
que recaigan sobre bienes del Estado respecto de los 
cuales proceda la detención preventiva, los términos 
previstos en los numerales 4 y 5 se duplicarán cuan-
do sean tres (3) o más los imputados o los delitos 
objeto de investigación.

Artículo 39. Restricción de la detención domici-
 El parágrafo del artículo 314 de la Ley 906 

de 2004 quedará así: 
Parágrafo 1º. No procederá la sustitución de la 

detención preventiva en establecimiento carcelario, 
por detención domiciliaria cuando la imputación se 

los jueces penales del circuito especializados o quien 

188); Acceso carnal o actos sexuales con incapaz de 
resistir (C. P. artículo 210); Violencia intrafamiliar 

240); Hurto agravado (C. P. artículo 241, numerales 
7, 8, 11, 12 y 15); Estafa agravada (C. P. artículo 
247); Uso de documentos falsos relacionados con 
medios motorizados hurtados (C. P. artículo 291); 

municiones de uso personal, cuando concurra con 
el delito de concierto para delinquir (C. P. artículos 
340 y 365), o los imputados registren sentencias 
condenatorias vigentes por los mismos delitos; Fa-

uso privativo de las fuerzas armadas (C. P. artículo 

uso de armas químicas, biológicas y nucleares (C. P. 
artículo 367); Peculado por apropiación en cuantía 
superior a cincuenta (50) salarios mínimos legales 
mensuales (C. P. artículo 397); Concusión (C. P. 
artículo 404); Cohecho propio (C. P. artículo 405); 
Cohecho impropio (C.P. artículo 406); cohecho por 
dar u ofrecer (C. P. artículo 407); Enriquecimiento 
Ilícito (C.P. artículo 412); Soborno Transnacional 
(C.P. artículo 433); Interés Indebido en la Celebra-
ción de Contratos (C.P. artículo 409); Contrato sin 
Cumplimiento de Requisitos Legales (C.P. artículo 

Receptación repetida, continua (C.P. artículo 447, 
incisos 1° y 3°); Receptación para ocultar o encubrir 

con el concierto para delinquir, receptación sobre 
medio motorizado o sus partes esenciales, o sobre 
mercancía o combustible que se lleve en ellos (C. 
P. artículo 447, inciso 2°)”.

Artículo 40. Principio de oportunidad para los 
 El artículo 324 de la Ley 906 

de 2004 tendrá un numeral 18, el cual quedará así:
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“18. Cuando el autor o partícipe en los casos 
de cohecho formulare la respectiva denuncia que 
da origen a la investigación penal, acompañada de 
evidencia útil en el juicio, y sirva como testigo de 
cargo, siempre y cuando repare de manera voluntaria 
e integral el daño causado.

Los efectos de la aplicación del principio de opor-

con el mismo incumple con las obligaciones en la 
audiencia de juzgamiento. 

El principio de oportunidad se aplicará al servi-
dor público si denunciare primero el delito en las 
condiciones anotadas.

CAPÍTULO III
Medidas disciplinarias para la lucha contra 

 la corrupción
Artículo 41. Funciones disciplinarias de la Sala 

 Además de lo previsto en la Constitu-
ción Política la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del 
Consejo Superior de la Judicatura o de los Consejos 
Seccionales según el caso, examinará la conducta y 
sancionará las faltas de los auxiliares de la Justicia.

Artículo 42. Poder preferente de la Sala Juris-
 del Consejo Superior de 

la Judicatura La Sala Jurisdiccional Disciplinaria 
del Consejo Superior de la Judicatura a solicitud de 

jurisdiccional disciplinario, en relación con los 
procesos que son competencia de sus seccionales, 
respetando el debido proceso y la doble instancia; 
igualmente podrá disponer el cambio de radicación 
de los mismos, en cualquier etapa.

Para el cumplimiento de estas funciones y las de 
su competencia creará por medio de su reglamento 
interno las salas de decisión pertinentes”.

Artículo 43.  Adició-
nese un numeral nuevo al artículo 48 de la Ley 734 
de 2002, el cual quedará así:

“Artículo 48. Son faltas 
gravísimas las siguientes:

64. Sin perjuicio de la adopción de las medidas 
previstas en la Ley 1010 de 2006, cometer, directa 
o indirectamente, con ocasión de sus funciones o 
excediéndose en el ejercicio de ellas, acto arbitrario 

denunciado hechos de corrupción”. 
Artículo 44. Sujetos disciplinables. El artículo 

53 de la Ley 734 de 2002, quedará así:
El presente régimen se aplica a los particulares 

que cumplan labores de interventoría o supervisión 
en los contratos estatales; también a quienes ejer-
zan funciones públicas, de manera permanente o 
transitoria, en lo que tienen que ver con estas, y a 

Se entiende que ejerce función pública aquel 
particular que, por disposición legal, acto admi-
nistrativo, convenio o contrato, realice funciones 
administrativas o actividades propias de los órganos 

del Estado, que permiten el cumplimiento de los 
cometidos estatales, así como el que ejerce la facul-
tad sancionadora del Estado; lo que se acreditará, 
entre otras manifestaciones, cada vez que ordene o 
señale conductas, expida actos unilaterales o ejerza 
poderes coercitivos.

Administran recursos públicos aquellos particu-
lares que recaudan, custodian, liquidan o disponen 

parte del presupuesto de las entidades públicas o 
que estas últimas han destinado para su utilización 

No serán disciplinables aquellos particulares que 
presten servicios públicos, salvo que en ejercicio de 
dichas actividades desempeñen funciones públicas, 
evento en el cual resultarán destinatarios de las 
normas disciplinarias.

Cuando se trate de personas jurídicas la responsa-
bilidad disciplinaria será exigible del representante 
legal o de los miembros de la Junta Directiva.

Artículo 45. Responsabilidad del interventor por 
. Modifíquese el numeral 11 del 

artículo 55 de la Ley 734 de 2002, el cual quedará así:
11. Las consagradas en los numerales 2, 3, 14, 

15, 16, 18, 19, 20, 26, 27, 28, 34, 40, 42, 43, 50, 
51, 52, 55, 56, y 59, parágrafo 4°, del artículo 48 de 
esta ley cuando resulten compatibles con la función.

Artículo 46. . El artículo 105 de la 
Ley 734 de 2002 tendrá un inciso segundo, el cual 
quedará así:

de investigación y el que ordene el traslado para 
alegatos de conclusión.

Artículo 47. Procedencia de la revocatoria 
directa. El artículo 122 de la Ley 734 quedará así:

Los fallos sancionatorios y autos de archivo 
-

cionado, por el Procurador General de la Nación o 

revocatoria del auto de archivo.
Parágrafo 1°. Cuando se trate de faltas discipli-

narias que constituyen violaciones al Derecho Inter-
nacional de los Derechos Humanos y del Derecho 
Internacional Humanitario, procede la revocatoria 
del fallo absolutorio y del archivo de la actuación 
por parte del Procurador General de la Nación, de 

de víctima o perjudicado.
Parágrafo 2°. El plazo para proceder a la revo-

catoria será de tres (3) meses calendario. 
Artículo 48. Competencia. El artículo 123 de la 

Ley 734 de 2002 quedará así:
Los fallos sancionatorios y autos de archivo 

podrán ser revocados por el funcionario que los 
hubiere proferido o por su superior funcional.

Parágrafo. El Procurador General de la Nación 

autos de archivo y el fallo absolutorio, en este último 
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evento cuando se trate de faltas disciplinarias que 
constituyen violaciones del Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y del Derecho Internacional 
Humanitario, expedidos por cualquier funcionario 
de la Procuraduría o autoridad disciplinaria, o asu-
mir directamente el conocimiento de la petición de 
revocatoria, cuando lo considere necesario, caso en 
el cual proferirá la decisión correspondiente.

Artículo 49. Causal de revocación de las deci-
 El artículo 124 de la Ley 734 

de 2002 quedará así:
En los casos referidos por las disposiciones ante-

riores, los fallos sancionatorios, los autos de archivo 
y el fallo absolutorio son revocables sólo cuando 

-
les, legales o reglamentarias en que deban fundarse. 
Igualmente cuando con ellos se vulneren o amenacen 

Artículo 50. Medios de prueba. El inciso primero 
del artículo 130 de la Ley 734 quedará así:

Son medios de prueba la confesión, el testimonio, 
la peritación, la inspección o visita especial, y los 

-
co que no viole el ordenamiento jurídico, los cuales 
se practicarán de acuerdo con las reglas previstas 
en la Ley 600 de 2000, en cuanto sean compatibles 
con la naturaleza y reglas del derecho disciplinario.

Artículo 51.  El artículo 135 
de la Ley 734 quedará así:

Las pruebas practicadas válidamente en una 
actuación judicial o administrativa, dentro o fuera 
del país y los medios materiales de prueba, podrán 
trasladarse a la actuación disciplinaria mediante 
copias autorizadas por el respectivo funcionario y 
serán apreciadas conforme a las reglas previstas en 
este código.

También podrán trasladarse los elementos ma-
teriales de prueba o evidencias físicas que la Fis-
calía General de la Nación haya descubierto con la 
presentación del escrito de acusación en el proceso 
penal, aun cuando ellos no hayan sido introducidos 
y controvertidos en la audiencia del juicio y no ten-
gan por consiguiente la calidad de pruebas. Estos 
elementos materiales de prueba o evidencias físicas 
deberán ser sometidos a contradicción dentro del 
proceso disciplinario.

Cuando la Procuraduría General de la Nación 
o el Consejo Superior de la Judicatura necesiten 
información acerca de una investigación penal en 
curso o requieran trasladar a la actuación disciplinaria 
elementos materiales de prueba o evidencias físicas 
que no hayan sido descubiertos, así lo solicitarán 
al Fiscal General de la Nación. En cada caso, el 
Fiscal General evaluará la solicitud y determinará 
qué información o elementos materiales de prueba 
o evidencias físicas puede entregar, sin afectar la 
investigación penal ni poner en riesgo el éxito de 
la misma.

Artículo 52. Término de la investigación disci-
plinaria. Los dos primeros incisos del artículo 156 
de la Ley 734 quedarán así:

El término de la investigación disciplinaria será 
de doce meses, contados a partir de la decisión de 
apertura.

En los procesos que se adelanten por faltas 
gravísimas, la investigación disciplinaria no podrá 
exceder de dieciocho meses. Este término podrá 
aumentarse hasta en una tercera parte, cuando en 
la misma actuación se investiguen varias faltas o a 
dos o más inculpados. 

Artículo 53.  
La Ley 734 de 2002 tendrá un artículo 160 A, el 
cual quedará así:

Cuando se haya recaudado prueba que permita 
la formulación de cargos, o vencido el término de 
la investigación, el funcionario de conocimiento, 

que sólo admitirá el recurso de reposición, declarará 
cerrada la investigación.

plazo máximo de quince (15) días hábiles.
Artículo 54.  El inciso prime-

ro del artículo 168 de la Ley 734 de 2002 quedará así:
Vencido el término señalado en el artículo 166, el 

funcionario competente resolverá sobre las nulidades 
propuestas y ordenará la práctica de las pruebas 
que hubieren sido solicitadas, de acuerdo con los 
criterios de conducencia, pertinencia y necesidad.

Artículo 55. Traslado para alegatos de conclu-
 El artículo 169 de la Ley 734 de 2002 quedará 

así:
Si no hubiere pruebas que practicar o habiéndose 

practicado las señaladas en la etapa de juicio disci-
plinario, el funcionario de conocimiento mediante 

común de diez (10) días para que los sujetos pro-
cesales puedan presentar alegatos de conclusión.

Artículo 56.  La Ley 734 de 
2002 tendrá un artículo 169 A, el cual quedará así:

El funcionario de conocimiento proferirá el fallo 
dentro de los veinte (20) días hábiles siguientes al 
vencimiento del término de traslado para presentar 
alegatos de conclusión.

Artículo 57.  
El artículo 175 de la Ley 734 de 2002, quedará así:

El procedimiento verbal se adelantará contra los 
servidores públicos en los casos en que el sujeto 
disciplinable sea sorprendido en el momento de 
la comisión de la falta o con elementos, efectos o 
instrumentos que provengan de la ejecución de la 
conducta, cuando haya confesión y en todo caso 
cuando la falta sea leve.

También se aplicará el procedimiento verbal para 
las faltas gravísimas contempladas en el artículo 48 
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numerales 2, 4, 17, 18, 19, 20, 21, 22, 23, 32, 33, 
35, 36, 39, 46, 47, 48, 52, 54, 55, 56, 57, 58, 59 y 
62 de esta ley.

En los eventos contemplados en los incisos ante-
riores, se citará a audiencia, en cualquier estado de la 
actuación, hasta antes de proferir pliego de cargos.

En todo caso, y cualquiera que fuere el sujeto 
disciplinable, si al momento de valorar sobre la 
decisión de apertura de investigación estuvieren 
dados los requisitos sustanciales para proferir pliego 
de cargos se citará a audiencia.

Artículo 58.  El artículo 
177 de la Ley 734 de 2002 quedará así:

a las normas anteriores, el funcionario competente, 

ordenará adelantar proceso verbal y citará a audiencia 
al posible responsable. 

En el auto que ordena adelantar proceso verbal, 

cuestionado, el cargo o empleo desempeñado, una 
relación sucinta de los hechos reputados irregulares 

pruebas tomadas en cuenta y de las que se van a 
ordenar, lo mismo que la responsabilidad que se 
estima puede caber al funcionario cuestionado. 

La audiencia debe iniciar no antes de cinco (5) 
ni después de quince (15) días de la fecha del auto 
que la ordena. Contra esta decisión no procede 
recurso alguno.

Al inicio de la audiencia, a la que el investigado 
puede asistir solo o asistido de abogado, podrá dar 
su propia versión de los hechos y aportar y solicitar 
pruebas, las cuales serán practicadas en la misma 
diligencia, dentro del término improrrogable de tres 
(3) días. Si no fuere posible hacerlo se suspenderá la 
audiencia por el término máximo de cinco (5) días 
y se señalará fecha para la práctica de la prueba o 
pruebas pendientes. 

Las pruebas se practicarán conforme se regulan 
para el proceso ordinario, haciéndolas compatibles 
con las formas propias del proceso verbal.

Podrá ordenarse la práctica de pruebas por 
comisionado, cuando sea necesario y procedente. 
La negativa a decretar y practicar pruebas, por in-

motivada. 
El director del proceso podrá ordenar un receso, 

por el tiempo que estime indispensable, para que 
las partes presenten los alegatos de conclusión, el 
cual será de mínimo tres (3) días y máximo de diez 
(10) días. De la misma manera podrá proceder en 
aquellos eventos que no estén previstos y que hagan 
necesaria tal medida. Contra esta decisión no cabe 
ningún recurso.

De la audiencia se levantará acta en la que se 
consignará sucintamente lo ocurrido en ella. Todas 

Artículo 59. Recursos. El artículo 180 de la Ley 
734 de 2002 quedará así:

El recurso de reposición procede contra las 
decisiones que niegan la práctica de pruebas, las 
nulidades y la recusación, el cual debe interponerse 
y sustentarse verbalmente en el momento en que 

continuación, decidirá oral y motivadamente sobre 
lo planteado en el recurso. 

El recurso de apelación cabe contra el auto que 
niega pruebas, contra el que rechaza la recusación y 
contra el fallo de primera instancia, debe sustentarse 
verbalmente en la misma audiencia, una vez proferi-

se decidirá sobre su otorgamiento. 
Procede el recurso de reposición cuando el pro-

cedimiento sea de única instancia, el cual deberá 
interponerse y sustentarse una vez se produzca la 

el mismo.
Las decisiones de segunda instancia se adoptarán 

conforme al procedimiento escrito. 
De proceder la recusación, el ad quem revocará la 

decisión y devolverá el proceso para que se tramite 
por el que sea designado.

En caso de revocarse la decisión que negó la 
práctica de pruebas, el ad quem las decretará y 

estime necesarias para resolver el fondo del asunto, 
debiendo garantizar el derecho de contradicción. 

Antes de proferir el fallo, las partes podrán presen-
tar alegatos de conclusión, para lo cual dispondrán 
de un término de traslado de dos (2) días, contados 

estado, que es de un día. 
El ad quem dispone de diez (10) días para pro-

ferir el fallo de segunda instancia. Este se ampliará 
en otro tanto si debe ordenar y practicar pruebas.

Artículo 60. Procedencia del procedimiento 
disciplinario especial ante el Procurador General 

El artículo 182 de la Ley 734 de 2002 
tendrá un inciso segundo, el cual quedará así:

El Procurador General de la Nación también 
podrá aplicar este procedimiento especial para los 
casos en que su competencia para disciplinar sea 
en única instancia.

CAPÍTULO IV
Regulación del lobby o cabildeo

Artículo 61.  La au-
toridad competente podrá requerir, en cualquier 
momento, informaciones o antecedentes adicionales 
relativos a gestiones determinadas, cuando exista 
al menos prueba sumaria de la comisión de algún 
delito o de una falta disciplinaria.
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CAPÍTULO V
Organismos especiales para la lucha  

contra la corrupción
Artículo 62. Conformación de la Comisión Na-

cional para la Moralización. Créase la Comisión 
Nacional para la Moralización, integrada por:

a) El Presidente de la República;
b) El Ministro del Interior y de Justicia;
c) El Procurador General de la Nación;
d) El Contralor General de la República;
e) El Auditor General de la República;
f) El Presidente del Senado y de la Cámara de 

Representantes;
g) El Fiscal General de la Nación;
h) El Presidente de la Corte Suprema de Justicia;
i) El Presidente del Consejo de Estado;
j) El Director del Programa Presidencial de 

contra la Corrupción;
k) El Consejero Presidencial para el Buen Go-

bierno y la Transparencia;
l) El Defensor del Pueblo.
Artículo 63. Presidencia de la Comisión  La 

Presidencia de la Comisión Nacional para la Morali-
zación corresponderá al Presidente de la República.

Artículo 64. Funciones. La Comisión Nacional 
para la Moralización tendrá las siguientes funciones:

a) Velar por el cumplimiento de la aplicación de 
la presente ley y de la Ley 190 de 1995;

b) Coordinar la realización de acciones conjuntas 
para la lucha contra la corrupción frente a entidades 
del orden nacional o territorial en las cuales existan 
indicios de este fenómeno;

c) Coordinar el intercambio de información en 
materia de lucha contra la corrupción;

d) Realizar propuestas para hacer efectivas las 
medidas contempladas en esta ley respecto de las 
personas políticamente expuestas;

-
cia y transparencia obligatorios para la Administra-
ción Pública, y los mecanismos de su divulgación;

f) Establecer las prioridades para afrontar las 
situaciones que atenten o lesionen la moralidad en 
la Administración Pública;

g) Adoptar una estrategia anual que propenda 

los demás principios que deben regir la Adminis-
tración Pública;

h) Promover la implantación de centros piloto 
enfocados hacia la consolidación de mecanismos 
transparentes y la obtención de la excelencia en 

gestión pública;

i) Promover el ejercicio consciente y responsable 
de la participación ciudadana y del control social 
sobre la gestión pública;

j) Prestar su concurso en el cumplimiento de las 
acciones populares en cuanto tienen que ver con la 
moralidad administrativa;

k) Orientar y coordinar la realización de activi-
dades pedagógicas e informativas sobre temas aso-
ciados con la ética y la moral públicas, los deberes 
y las responsabilidades en la función pública;

l) Mantener contacto e intercambio permanentes 

exterior que ofrezcan alternativas de lucha contra 
la corrupción administrativa;

m) Prestar todo su concurso para la construcción 
de un Estado transparente;

n) Darse su propio Reglamento.
Artículo 65. Comisiones Regionales de Morali-

zación. Cada departamento instalará una Comisión 
Regional de Moralización que estará encargada de 
aplicar y poner en marcha los lineamientos de la 
Comisión Nacional de Moralización y coordinar 
en el nivel territorial las acciones de los órganos de 
prevención, investigación y sanción de la corrupción.

La Comisión Regional estará conformada por 
los representantes regionales de la Procuraduría 
General de la Nación, la Contraloría General de 
la República, la Fiscalía General de la Nación, el 
Consejo Seccional de la Judicatura y la Contraloría 
Departamental, Municipal y Distrital. La asistencia a 
estas reuniones que se llevarán a cabo mensualmente 
es obligatoria e indelegable.

Otras entidades que pueden ser convocadas para 
ser parte de la Comisión Regional de Moralización, 
cuando se considere necesario, son: la Defensoría 
del Pueblo, las personerías municipales, los cuerpos 
especializados de policía técnica, el Gobernador y 
el Presidente de la Asamblea Departamental.

de Moralización con la ciudadanía organizada, de-
berá celebrarse entre ellos por lo menos una reunión 
trimestral para atender y responder sus peticiones, 
inquietudes, quejas y denuncias.

Artículo 66. Conformación de la Comisión 
Nacional Ciudadana para la Lucha contra la Co-
rrupción  Créase la Comisión Nacional Ciudadana 
para la Lucha contra la Corrupción, la cual estará 
integrada por: 

a) Un representante de los Gremios Económicos;
b) Un representante de las Organizaciones No 

Gubernamentales dedicadas a la lucha contra la 
corrupción;

c) Un representante de las Universidades;
d) Un representante de los Medios de Comuni-

cación;
e) Un representante de las Veedurías Ciudadanas;
f) Un representante del Consejo Nacional de 

Planeación;
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g) Un representante de las Organizaciones Sin-
dicales;

h) Un representante de Conferilec (Confederación 
Colombiana de Libertad Religiosa, Conciencia y 
Culto).

Artículo 67. . La 
designación de los Comisionados Ciudadanos co-
rresponde al Presidente de la República, de ternas 
enviadas por cada sector. El desempeño del cargo 

sus funciones ad honórem.
Artículo 68. Funciones. La Comisión Nacional 

Ciudadana para la Lucha contra la Corrupción ejer-
cerá las siguientes funciones:

a) Velar por el cumplimiento de la aplicación de 
la presente ley y de la Ley 190 de 1995;

b) Realizar un informe de seguimiento, evaluación 
y recomendaciones a las políticas, planes y progra-
mas que se pongan en marcha en materia de lucha 
contra la corrupción, el cual deberá presentarse al 
menos una (1) vez cada año;

c) Impulsar campañas en las instituciones edu-
cativas para la promoción de los valores éticos y la 
lucha contra la corrupción;

d) Promover la elaboración de códigos de con-
ducta para el ejercicio ético y transparente de las 
actividades del sector privado y para la prevención 

e) Hacer un seguimiento especial a las medidas 
adoptadas en esta ley para mejorar la gestión pública 
tales como la contratación pública, la política anti-
trámites, la democratización de la Administración 
Pública, el acceso a la información pública y la 
atención al ciudadano;

f) Realizar un seguimiento especial a los casos 
e investigaciones de corrupción de alto impacto;

g) Realizar un seguimiento a la implementación de 
las medidas contempladas en esta ley para regular el 
cabildeo, con el objeto de velar por la transparencia 
de las decisiones públicas;

h) Promover la participación activa de los medios 
de comunicación social en el desarrollo de progra-
mas orientados a la lucha contra la corrupción y al 
rescate de la moral pública;

i) Denunciar ante las autoridades competentes 
los hechos o actuaciones irregulares de los servi-
dores públicos de los cuales tengan conocimiento, 
en cumplimiento de lo previsto en el artículo 92 de 
la Constitución;

j) Prestar su concurso en el cumplimiento de las 
acciones populares en cuanto hacen relación con la 
moralidad administrativa;

k) Velar por que la Administración Pública man-
tenga actualizado el inventario y propiedad de bienes 
muebles e inmuebles pertenecientes a las diversas 
entidades, así como su adecuada utilización;

l) Velar y proponer directrices para dar cumpli-
miento a lo previsto en el artículo 56 de la Ley 190 
de 1995;

m) Darse su propio Reglamento.
Artículo 69. . La Secretaría 

Técnica de la Comisión Nacional Ciudadana para 
la lucha contra la corrupción será designada por los 
representantes de que trata el artículo 78 de esta ley. 
La Secretaría Técnica de la Comisión Nacional de 
Moralización será ejercida por el Programa Presi-

y Lucha contra la Corrupción. Este programa deberá 
apoyar las secretarías técnicas en lo operativo y lo 
administrativo.

Artículo 70. Requisitos. Son requisitos para ser 
miembro de la Comisión Nacional Ciudadana para 
la Lucha contra la Corrupción, los siguientes: 

1. Ser ciudadano colombiano en ejercicio. 
2. No haber sido condenado por delito o contra-

vención dolosos. 
3. No haber sido sancionado disciplinariamente 

por falta grave o gravísima. 
4. No ostentar la calidad de servidor público, ni 

tener vínculo contractual con el Estado.
Artículo 71. Reuniones de la Comisión Nacio-

nal de Moralización y la Comisión Ciudadana  La 
Comisión Nacional de Moralización y la Comisión 
Ciudadana deberán reunirse al menos trimestral-

actividades y resultados, el cual será público y podrá 
ser consultado en la página de Internet de todas las 
entidades que conforman esta Comisión.

Artículo 72. Funciones del Programa Presiden-
cial de M
Lucha contra la Corrupción El Programa Presiden-

Lucha contra la Corrupción, o quien haga sus veces, 
tendrá las siguientes funciones:

a) Diseñar y coordinar la implementación de la 
política del Gobierno en la lucha contra la corrupción, 
enmarcada en la Constitución y en el Plan Nacional 
de Desarrollo, según los lineamientos del Presidente 
de la República;

b) Diseñar, coordinar e implementar directrices, 
mecanismos y herramientas preventivas para el for-
talecimiento institucional, participación ciudadana, 
control social, rendición de cuentas, acceso a la 
información, cultura de la probidad y transparencia;

c) Coordinar la implementación de los compro-
misos adquiridos por Colombia en los instrumentos 
internacionales de lucha contra la corrupción;

d) Fomentar y contribuir en la coordinación in-
terinstitucional de las diferentes ramas del poder y 
órganos de control en el nivel nacional y territorial;

e) Diseñar instrumentos que permitan conocer y 
analizar el fenómeno de la corrupción y sus indica-
dores, para diseñar políticas públicas;
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el sector público y el sector privado para la lucha 
contra la corrupción;

g) Solicitar ante la entidad pública contratante 
la revocatoria directa del acto administrativo de 
adjudicación de cualquier contrato estatal cuando 
existan serios motivos de juicio para inferir que du-
rante el procedimiento precontractual se pudo haber 
presentado un delito o una falta disciplinaria grave.

CAPÍTULO VI
Políticas institucionales y pedagógicas

Artículo 73. Plan Anticorrupción y de Atención 
al Ciudadano. Cada entidad del orden nacional, de-
partamental y municipal deberá elaborar anualmente 
una estrategia de lucha contra la corrupción y de 
atención al ciudadano. Dicha estrategia contemplará, 
entre otras cosas, el mapa de riesgos de corrupción 
en la respectiva entidad, las medidas concretas para 
mitigar esos riesgos, las estrategias antitrámites y los 
mecanismos para mejorar la atención al ciudadano.

-
ciencia, Transparencia y Lucha contra la Corrupción 
señalará una metodología para diseñar y hacerle 
seguimiento a la señalada estrategia. 

Parágrafo. En aquellas entidades donde se tenga 
implementado un sistema integral de administración 
de riesgos, se podrá validar la metodología de este 

-

Lucha contra la Corrupción.
Artículo 74. Plan de acción de las entidades 

públicas. A partir de la vigencia de la presente ley, 
todas las entidades del Estado a más tardar el 31 de 
enero de cada año, deberán publicar en su respectiva 
página web el Plan de Acción para el año siguiente, 

-
tegias, los proyectos, las metas, los responsables, 
los planes generales de compras y la distribución 
presupuestal de sus proyectos de inversión junto a 
los indicadores de gestión. 

A partir del año siguiente, el Plan de Acción 
deberá estar acompañado del informe de gestión 
del año inmediatamente anterior.

Igualmente publicarán por dicho medio su pre-
supuesto debidamente desagregado, así como las 

Parágrafo. Las empresas industriales y comer-
ciales del Estado y las Sociedades de Economía 
Mixta estarán exentas de publicar la información 
relacionada con sus proyectos de inversión.

Artículo 75. . Para la 
creación de un nuevo trámite que afecte a los 
ciudadanos en las entidades del orden nacional, 
estas deberán elaborar un documento donde se 

documento deberá ser remitido al Departamento 
Administrativo de la Función Pública que en un 
lapso de treinta (30) días deberá conceptuar sobre 

la necesidad del mismo. En caso de que dicho 
concepto sea negativo la entidad se abstendrá de 
ponerlo en funcionamiento.

Parágrafo 1°. De conformidad con lo dispuesto 
en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución 
Política, revístese al Presidente de la República de 
precisas facultades extraordinarias para que en el 
término de seis meses, contados a partir de la fecha 
de la publicación de la presente ley, expida normas 
con fuerza de ley para suprimir o reformar regu-
laciones, procedimientos y trámites innecesarios 
existentes en la Administración Pública.

Parágrafo 2°. Las facultades extraordinarias 
atribuidas en el presente artículo no serán aplica-
bles respecto de trámites relacionados con licencias 
ambientales. 

Artículo 76. 
Reclamos. En toda entidad pública, deberá existir 
por lo menos una dependencia encargada de recibir, 
tramitar y resolver las quejas, sugerencias y reclamos 
que los ciudadanos formulen, y que se relacionen 
con el cumplimiento de la misión de la entidad. 

la atención se preste de acuerdo con las normas 
legales vigentes y rendirá a la administración de 
la entidad un informe semestral sobre el particular. 
En la página web principal de toda entidad públi-
ca deberá existir un link de quejas, sugerencias y 
reclamos de fácil acceso para que los ciudadanos 
realicen sus comentarios.

Todas las entidades públicas deberán contar con 
un espacio en su página web principal para que los 
ciudadanos presenten quejas y denuncias de los 
actos de corrupción realizados por funcionarios de 
la entidad, y de los cuales tengan conocimiento, 
así como sugerencias que permitan realizar modi-

público.

la encargada de conocer dichas quejas para realizar 
la investigación correspondiente en coordinación 

iniciar las investigaciones a que hubiere lugar.
El Programa Presidencial de Modernización, 

-
rrupción señalará los estándares que deben cumplir 
las entidades públicas para dar cumplimiento a la 
presente norma.

Parágrafo. En aquellas entidades donde se tenga 
implementado un proceso de gestión de denuncias, 
quejas y reclamos, se podrán validar sus caracterís-
ticas contra los estándares exigidos por el Programa 

-
parencia y Lucha contra la Corrupción. 

Artículo 77. Publicación proyectos de inver-
sión. Sin perjuicio de lo ordenado en los artículos 
27 y 49 de la Ley 152 de 1994 y como mecanismo 
de mayor transparencia en la contratación pública, 
todas las entidades del orden nacional, departa-
mental, municipal y distrital deberán publicar 
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en sus respectivas páginas web cada proyecto de 
inversión, ordenado según la fecha de inscrip-
ción en el Banco de Programas y Proyectos de 
Inversión nacional, departamental, municipal o 
distrital, según el caso.

Parágrafo. Las empresas industriales y comer-
ciales del Estado y Sociedades de Economía Mixta 
estarán exentas de publicar la información relacio-
nada con sus proyectos de inversión.

Artículo 78. -
ción Pública. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 
489 de 1998, que quedará así: 

Todas las entidades y organismos de la Adminis-
tración Pública tienen la obligación de desarrollar 
su gestión acorde con los principios de democracia 
participativa y democratización de la gestión pú-
blica. Para ello podrán realizar todas las acciones 
necesarias con el objeto de involucrar a los ciuda-
danos y organizaciones de la sociedad civil en la 
formulación, ejecución, control y evaluación de la 
gestión pública. 

Entre otras podrán realizar las siguientes acciones:
a) Convocar a audiencias públicas;
b) Incorporar a sus planes de desarrollo y de 

gestión las políticas y programas encaminados a 
fortalecer la participación ciudadana;

c) Difundir y promover los derechos de los ciu-
dadanos respecto del correcto funcionamiento de la 
Administración Pública;

d) Incentivar la formación de asociaciones y me-
canismos de asociación de intereses para representar 
a los usuarios y ciudadanos;

e) Apoyar los mecanismos de control social que 
se constituyan;

f) Aplicar mecanismos que brinden transparencia 
al ejercicio de la función administrativa. 

En todo caso, las entidades señaladas en este 
artículo tendrán que rendir cuentas de manera per-
manente a la ciudadanía, bajo los lineamientos de 
metodología y contenidos mínimos establecidos por 
el Gobierno Nacional, los cuales serán formulados 
por la Comisión Interinstitucional para la Imple-
mentación de la Política de rendición de cuentas 
creada por el CONPES 3654 de 2010.

Artículo 79. 
ciudadanas. Los establecimientos educativos 
de educación básica y media incluirán en su 
Proyecto Educativo Institucional, según lo con-
sideren pertinente, estrategias para el desarrollo 
de competencias ciudadanas para la convivencia 
pacífica, la participación y la responsabilidad 
democrática, y la identidad y valoración de la 
diferencia, lo cual deberá verse reflejado en 
actividades destinadas a todos los miembros de 
la comunidad educativa. Específicamente, desde 
el ámbito de participación se orientará hacia la 
construcción de una cultura de la legalidad y del 
cuidado de los bienes comunes.

Parágrafo. El Ministerio de Educación Nacional 
y las Secretarías de Educación promoverán progra-
mas de formación docente para el desarrollo de las 
competencias ciudadanas.

Artículo 80. -
Los pro-

veedores de los Servicios de Radiodifusión Sonora 
de carácter público o comunitario deberán prestar 
apoyo gratuito al Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones en divulgación 
de proyectos y estrategias de comunicación social, 
que dinamicen los mecanismos de integración 
social y comunitaria, así como a la Procuraduría 
General de la Nación, la Contraloría General de la 
República, la Fiscalía General de la Nación, el Pro-

Transparencia y Lucha contra la Corrupción y otras 
entidades de la Rama Ejecutiva con un mínimo de 
15 minutos diarios de emisión a cada entidad, para 
divulgar estrategias de lucha contra la corrupción 
y proteger y promover los derechos fundamentales 
de los Colombianos.

De la misma manera los operadores públicos 
de sistemas de televisión, deberán prestar apoyo 
en los mismos términos y con el mismo objetivo, 
en un tiempo no inferior a 30 minutos efectivos de 
emisión en cada semana.

Artículo 81. Sanciones por incumplimiento de 
. El incumplimiento de la 

implementación de las políticas institucionales y 
pedagógicas contenidas en el presente capítulo, 
por parte de los servidores públicos encargados se 
constituirá como falta disciplinaria grave.

CAPÍTULO VII
Disposiciones para prevenir y combatir  
la corrupción en la contratación pública

Artículo 82.  
Modifíquese el artículo 53 de la Ley 80 de 1993, el 
cual quedará así: 

Los consultores y asesores externos responderán 

el cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato de consultoría o asesoría, como por los 
hechos u omisiones que les fueren imputables y que 
causen daño o perjuicio a las entidades, derivados de 
la celebración y ejecución de los contratos respecto 
de los cuales hayan ejercido o ejerzan las actividades 
de consultoría o asesoría.

Por su parte, los interventores responderán civil, 
-

plimiento de las obligaciones derivadas del contrato 
de interventoría, como por los hechos u omisiones 
que les sean imputables y causen daño o perjuicio 
a las entidades, derivados de la celebración y ejecu-
ción de los contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las funciones de interventoría. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional reglamentará 
la materia dentro de los seis (6) meses siguientes a 
la expedición de esta ley. 
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Artículo 83. -
tractual. -
ministrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de 
corrupción y de tutelar la transparencia de la actividad 
contractual, las entidades públicas están obligadas 
a vigilar permanentemente la correcta ejecución 
del objeto contratado a través de un supervisor o 
un interventor, según corresponda. 

La supervisión consistirá en el seguimiento téc-

que sobre el cumplimiento del objeto del contrato, 
es ejercida por la misma entidad estatal cuando no 
requieren conocimientos especializados. Para la su-
pervisión, la Entidad estatal podrá contratar personal 
de apoyo, a través de los contratos de prestación de 
servicios que sean requeridos.

La interventoría consistirá en el seguimiento téc-
nico que sobre el cumplimiento del contrato realice 

por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del 
contrato suponga conocimiento especializado en 
la materia, o cuando la complejidad o la extensión 

la naturaleza del contrato principal, podrá contratar 

contable, jurídico del objeto o contrato dentro de 
la interventoría.

Por regla general, no serán concurrentes en 
relación con un mismo contrato, las funciones de 
supervisión e interventoría. Sin embargo, la entidad 
puede dividir la vigilancia del contrato principal, caso 
en el cual en el contrato respectivo de interventoría, 
se deberán indicar las actividades técnicas a cargo 
del interventor y las demás quedarán a cargo de la 
Entidad a través del supervisor.

El contrato de Interventoría será supervisado 
directamente por la entidad estatal.

Parágrafo 1°. En adición a la obligación de contar 
con interventoría, teniendo en cuenta la capacidad de 
la entidad para asumir o no la respectiva supervisión 

32 de la Ley 80 de 1993, los estudios previos de 
los contratos cuyo valor supere la menor cuantía 
de la entidad, con independencia de la modalidad 
de selección, se pronunciarán sobre la necesidad de 
contar con interventoría.

Parágrafo 2°. El Gobierno Nacional reglamentará 
la materia.

Artículo 84. Facultades y deberes de los su-
 La supervisión e 

interventoría contractual implica el seguimiento 
al ejercicio del cumplimiento obligacional por la 
entidad contratante sobre las obligaciones a cargo 
del contratista.

Los interventores y supervisores están facultados 
para solicitar informes, aclaraciones y explicacio-
nes sobre el desarrollo de la ejecución contractual, 
y serán responsables por mantener informada a la 
entidad contratante de los hechos o circunstancias 

-
dos como conductas punibles, o que puedan poner 
o pongan en riesgo el cumplimiento del contrato, o 
cuando tal incumplimiento se presente.

Parágrafo 1°. El numeral 34 del artículo 48 de 
la Ley 734 de 2000 quedará así:

No exigir, el supervisor o el interventor, la calidad 
de los bienes y servicios adquiridos por la entidad 
estatal, o en su defecto, los exigidos por las normas 

satisfacción, obra que no ha sido ejecutada a caba-
lidad. También será falta gravísima omitir el deber 
de informar a la entidad contratante los hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de co-

puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento 
del contrato, o cuando se presente el incumplimiento.

Parágrafo 2°. Adiciónese la Ley 80 de 1993, 
artículo 8°, numeral 1, con el siguiente literal:

k) El interventor que incumpla el deber de entre-
gar información a la entidad contratante relacionada 
con el incumplimiento del contrato, con hechos o 
circunstancias que puedan constituir actos de co-

puedan poner o pongan en riesgo el cumplimiento 
del contrato.

Esta inhabilidad se extenderá por un término de 
cinco (5) años, contados a partir de la ejecutoria 
del acto administrativo que así lo declare, previa la 
actuación administrativa correspondiente.

Parágrafo 3°. El interventor que no haya infor-
mado oportunamente a la Entidad de un posible 
incumplimiento del contrato vigilado o principal, 
parcial o total, de alguna de las obligaciones a car-
go del contratista, será solidariamente responsable 
con este de los perjuicios que se ocasionen con el 
incumplimiento por los daños que le sean imputables 
al interventor.

Cuando el ordenador del gasto sea informado 
oportunamente de los posibles incumplimientos 
de un contratista y no lo conmine al cumplimiento 
de lo pactado o adopte las medidas necesarias para 
salvaguardar el interés general y los recursos públicos 
involucrados, será responsable solidariamente con 
este, de los perjuicios que se ocasionen.

Parágrafo 4°. Cuando el interventor sea consorcio 
o unión temporal la solidaridad se aplicará en los 
términos previstos en el artículo 7° de la Ley 80 de 
1993, respecto del régimen sancionatorio.

Artículo 85. . Los 
contratos de interventoría podrán prorrogarse por 
el mismo plazo que se haya prorrogado el contrato 
objeto de vigilancia. En tal caso el valor podrá ajus-
tarse en atención a las obligaciones del objeto de 
interventoría, sin que resulte aplicable lo dispuesto 
en el parágrafo del artículo 40 de la Ley 80 de 1993.

Parágrafo. Para la ejecución de los contratos de 
interventoría es obligatoria la constitución y apro-
bación de la garantía de cumplimiento hasta por 
el mismo término de la garantía de estabilidad del 
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contrato principal; el Gobierno Nacional regulará 
la materia. En este evento podrá darse aplicación al 
artículo 7° de la Ley 1150, en cuanto a la posibilidad 
de que la garantía pueda ser dividida teniendo en 
cuenta las etapas o riesgos relativos a la ejecución 
del respectivo contrato.

Artículo 86. Imposición de multas, sanciones 
y declaratorias de incumplimiento. Las entidades 
sometidas al Estatuto General de Contratación 
de la Administración Pública podrán declarar el 

mismo, imponer las multas y sanciones pactadas en 
el contrato, y hacer efectiva la cláusula penal. Para 
tal efecto observarán el siguiente procedimiento:

a) Evidenciado un posible incumplimiento de 
las obligaciones a cargo del contratista, la enti-
dad pública lo citará a audiencia para debatir lo 
ocurrido. En la citación, hará mención expresa y 
detallada de los hechos que la soportan, acompa-
ñando el informe de interventoría o de supervisión 
en el que se sustente la actuación y enunciará las 
normas o cláusulas posiblemente violadas y las 
consecuencias que podrían derivarse para el con-
tratista en desarrollo de la actuación. En la misma 
se establecerá el lugar, fecha y hora para la reali-
zación de la audiencia, la que podrá tener lugar a 
la mayor brevedad posible, atendida la naturaleza 
del contrato y la periodicidad establecida para el 
cumplimiento de las obligaciones contractuales. 
En el evento en que la garantía de cumplimiento 
consista en póliza de seguros, el garante será citado 
de la misma manera;

b) En desarrollo de la audiencia, el jefe de la 
entidad o su delegado, presentará las circunstancias 
de hecho que motivan la actuación, enunciará las 
posibles normas o cláusulas posiblemente vio-
ladas y las consecuencias que podrían derivarse 
para el contratista en desarrollo de la actuación. 
Acto seguido se concederá el uso de la palabra 
al representante legal del contratista o a quien lo 
represente, y al garante, para que presenten sus 
descargos, en desarrollo de lo cual podrá rendir 
las explicaciones del caso, aportar pruebas y con-
trovertir las presentadas por la entidad;

c) Hecho lo precedente, mediante resolución mo-
tivada en la que se consigne lo ocurrido en desarrollo 

dicho acto público, la entidad procederá a decidir 
sobre la imposición o no de la multa, sanción o 
declaratoria de incumplimiento. Contra la decisión 
así proferida sólo procede el recurso de reposición 
que se interpondrá, sustentará y decidirá en la misma 
audiencia. La decisión sobre el recurso se entenderá 

d) En cualquier momento del desarrollo de la 
audiencia, el jefe de la entidad o su delegado, podrá 

de parte, ello resulte en su criterio necesario para 
allegar o practicar pruebas que estime conducentes 
y pertinentes, o cuando por cualquier otra razón de-
bidamente sustentada, ello resulte necesario para el 

correcto desarrollo de la actuación administrativa. En 
todo caso, al adoptar la decisión, se señalará fecha 
y hora para reanudar la audiencia. La entidad podrá 
dar por terminado el procedimiento en cualquier 
momento, si por algún medio tiene conocimiento 
de la cesación de situación de incumplimiento. 

Artículo 87.  El numeral 
12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 quedará así: 

12. Previo a la apertura de un proceso de selec-

modalidad de selección sea contratación directa, 
deberán elaborarse los estudios, diseños y proyec-
tos requeridos, y los pliegos de condiciones, según 
corresponda.

Cuando el objeto de la contratación incluya la 
realización de una obra, en la misma oportunidad 
señalada en el inciso primero, la entidad contratante 
deberá contar con los estudios y diseños que permitan 
establecer la viabilidad del proyecto y su impacto 
social, económico y ambiental. Esta condición será 
aplicable incluso para los contratos que incluyan 
dentro del objeto el diseño.

Parágrafo 1°. Para efectos de decretar su expro-
piación, además de los motivos determinados en 
otras leyes vigentes, declárese de utilidad pública 
o interés social los bienes inmuebles necesarios 
para la ejecución de proyectos de infraestructura 
de transporte.

Para estos efectos, el procedimiento para cada 
proyecto de infraestructura de transporte diseñado 
será el siguiente: 

1. La entidad responsable expedirá una resolu-
ción mediante la cual determine de forma precisa 
las coordenadas del proyecto. 

o la entidad competente según el caso, en los dos (2) 
meses siguientes a la publicación de la resolución de 

los predios que se ven afectados por el proyecto y 
ordenará registrar la calidad de predios de utilidad 
pública o interés social en los respectivos registros 
catastrales y en los folios de matrícula inmobiliaria, 
quedando dichos predios fuera del comercio a partir 
del mencionado registro.

3. Efectuado el Registro de que trata el numeral 
anterior, en un término de seis (6) meses el IGAC 
o la entidad competente, con cargo a recursos de la 
entidad responsable del proyecto, realizará el avalúo 

propietario y demás interesados acreditados. 
4. El avalúo de que trata el numeral anterior deberá 

incluir el valor de las posesiones si las hubiera y de 
las otras indemnizaciones o compensaciones que 
fuera del caso realizar por afectar dicha declaratoria 
el patrimonio de los particulares.

5. El Gobierno Nacional reglamentará las con-
diciones para determinar el valor del precio de ad-
quisición o precio indemnizatorio que se reconocerá 
a los propietarios en los procesos de enajenación 
voluntaria y expropiación judicial y administrativa, 
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teniendo en cuenta la localización, las condiciones 
físicas y jurídicas y la destinación económica de 
los inmuebles.

6. Los interesados acreditados podrán interponer 
los recursos de ley en los términos del Código Con-
tencioso Administrativo contra el avalúo del IGAC 
o de la entidad competente. 

proyecto o el contratista si así se hubiere pactado, 
pagará dentro de los tres (3) meses siguientes, las 
indemnizaciones o compensaciones a que hubiere 
lugar. Al recibir el pago el particular, se entiende que 
existe mutuo acuerdo en la negociación y transacción 
de posibles indemnizaciones futuras. 

8. Efectuado el pago por mutuo acuerdo, se pro-
cederá a realizar el registro del predio a nombre del 

de bien como de uso público e interés social, el 

Constitución Política.
9. De no ser posible el pago directo de la in-

demnización o compensación, se expedirá un acto 
administrativo de expropiación por parte de la 
entidad responsable del proyecto y se realizará el 
pago por consignación a órdenes del Juez o Tribunal 
Contencioso Administrativo competente, acto con 
el cual quedará cancelada la obligación. 

10. La resolución de expropiación será el título 
con fundamento en el cual se procederá al registro 
del predio a nombre de la entidad responsable del 
proyecto y que, como bien de uso público e interés 

Constitución Política. Lo anterior, sin perjuicio del 
derecho de las personas objeto de indemnización o 
compensación a recurrir ante los Jueces Contencio-
so Administrativos el valor de las mismas en cada 
caso particular.

11. La entidad responsable del proyecto deberá 

o compensación que el pago de la misma se realizó. 

deberán entregar el inmueble dentro de los quince 
(15) días hábiles siguientes. 

12. En el evento en que las personas objeto de 
indemnización o compensación no entreguen el 
inmueble dentro del término señalado, la entidad 
responsable del proyecto y las autoridades locales 
competentes deberán efectuar el desalojo dentro del 
mes siguiente al vencimiento del plazo para entrega 
del inmueble. 

13. El presente parágrafo también será aplicable 
para proyectos de infraestructura de transporte que 
estén contratados o en ejecución al momento de 
expedición de la presente ley.

Parágrafo 2°. El avalúo comercial del inmueble 
requerido para la ejecución de proyectos de infra-
estructura de transporte, en la medida en que supere 
en un 50% el valor del avalúo catastral, podrá ser 
utilizado como criterio para actualizar el avalúo 

catastral de los inmuebles que fueren desengloba-
dos como consecuencia del proceso de enajenación 
voluntaria o expropiación judicial o administrativa.

Artículo 88. Factores de selección y procedimien-
tos diferenciales para la adquisición de los bienes y 
servicios a contratar. Modifíquese el numeral 2 del 
artículo 5° de la Ley 1150 de 2007 en el siguiente 
sentido:

“2. La oferta más favorable será aquella que, 
teniendo en cuenta los factores técnicos y econó-
micos de escogencia y la ponderación precisa y 
detallada de los mismos contenida en los pliegos de 
condiciones o sus equivalentes, resulte ser la más 
ventajosa para la entidad, sin que la favorabilidad 
la constituyan factores diferentes a los contenidos 
en dichos documentos. En los contratos de obra 
pública, el menor plazo ofrecido no será objeto de 
evaluación. La entidad efectuará las comparaciones 
del caso mediante el cotejo de los ofrecimientos 
recibidos y la consulta de precios o condiciones 
del mercado y los estudios y deducciones de la 
entidad o de los organismos consultores o asesores 
designados para ello.

En los procesos de selección en los que se tenga 
en cuenta los factores técnicos y económicos, la 
oferta más ventajosa será la que resulte de aplicar 
alguna de las siguientes alternativas:

a) La ponderación de los elementos de calidad y 
precio soportados en puntajes o fórmulas señaladas 
en el pliego de condiciones; o

 b) La ponderación de los elementos de calidad 
y precio que representen la mejor relación de costo-

Parágrafo. Adiciónese un parágrafo 6º en el artí-
culo 2º de la Ley 1150 de 2007 del siguiente tenor:

“El Gobierno Nacional podrá establecer pro-
cedimientos diferentes al interior de las diversas 
causales de selección abreviada, de manera que los 
mismos se acomoden a las particularidades de los 
objetos a contratar, sin perjuicio de la posibilidad 
de establecer procedimientos comunes. Lo propio 
podrá hacer en relación con el concurso de méritos”.

Artículo 89. Expedición de adendas. El inciso 
2° del numeral 5 del artículo 30 de la Ley 80 de 
1993 quedará así: 

“Cuando lo estime conveniente la entidad 

plural de posibles oferentes, dicho plazo se podrá 
prorrogar antes de su vencimiento, por un término 

todo caso no podrán expedirse adendas dentro de 
los tres (3) días anteriores en que se tiene previsto 
el cierre del proceso de selección, ni siquiera para 
extender el término del mismo. La publicación de 
estas adendas sólo se podrá realizar en días hábiles 
y horarios laborales”.

Artículo 90. Inhabilidad por incumplimiento 
reiterado. Quedará inhabilitado el contratista que 
incurra en alguna de las siguientes conductas:
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a) Haber sido objeto de imposición de cinco (5) 
o más multas durante la ejecución de uno o varios 

una o varias entidades estatales;
b) Haber sido objeto de declaratorias de incum-

plimiento contractual en por los menos dos (2) 

una o varias entidades estatales;
c) Haber sido objeto de imposición de dos (2) 

multas y un (1) incumplimiento durante una misma 

La inhabilidad se extenderá por un término de 
tres (3) años, contados a partir de la inscripción de 
la última multa o incumplimiento en el Registro 
Único de Proponentes, de acuerdo con la información 
remitida por las entidades públicas. La inhabilidad 
pertinente se hará explícita en el texto del respectivo 

-
sente artículo se extenderá a los socios de socieda-
des de personas a las cuales se haya declarado esta 
inhabilidad, así como las sociedades de personas 
de las que aquellos formen parte con posterioridad 
a dicha declaratoria.

Artículo 91. Anticipos. En los contratos de obra, 
concesión, salud, o los que se realicen por licitación 

un patrimonio autónomo irrevocable para el manejo 
de los recursos que reciba a título de anticipo, con 

exclusivamente a la ejecución del contrato corres-
pondiente, salvo que el contrato sea de menor o 
mínima cuantía.

directamente por el contratista.

de Vigilancia y Control Fiscal. 
Artículo 92. 

Modifícase el inciso primero del literal c) del nu-
meral 4 del artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, el 
cual quedará así:

c) Contratos interadministrativos, siempre que las 
obligaciones derivadas del mismo tengan relación 
directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado 
en la ley o en sus reglamentos. 

Se exceptúan los contratos de obra, suministro, 
prestación de servicios de evaluación de conformi-
dad respecto de las normas o reglamentos técnicos, 

instituciones de educación superior públicas o las 
Sociedades de Economía Mixta con participación 
mayoritaria del Estado, o las personas jurídicas sin 
ánimo de lucro conformadas por la asociación de 
entidades públicas, o las federaciones de entidades 
territoriales sean las ejecutoras. Estos contratos 
podrán ser ejecutados por las mismas, siempre que 
participen en procesos de licitación pública o con-
tratación abreviada de acuerdo con lo dispuesto por 
los numerales 1 y 2 del presente artículo.

 
Empresas Industriales y Comerciales del Estado, 

 
Modifíquese el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007, 
el cual quedará así:

Las Empresas Industriales y Comerciales del Es-
tado, las Sociedades de Economía Mixta en las que 
el Estado tenga participación superior al cincuenta 

Entidades Públicas con participación mayoritaria 
del Estado superior al cincuenta por ciento (50%), 
estarán sometidas al Estatuto General de Contrata-
ción de la Administración Pública, con excepción 
de aquellas que desarrollen actividades comerciales 

nacional o internacional o en mercados regulados, 
caso en el cual se regirán por las disposiciones 
legales y reglamentarias aplicables a sus activi-
dades económicas y comerciales, sin perjuicio de 
lo previsto en el artículo 13 de la presente ley. Se 
exceptúan los contratos de ciencia y tecnología, que 
se regirán por la Ley 29 de 1990 y las disposiciones 
normativas existentes.

Artículo 94. Transparencia en contratación de 
. Adiciónese al artículo 2° de la Ley 

1150 de 2007 el siguiente numeral.
La contratación cuyo valor no excede del 10 por 

ciento de la menor cuantía de la entidad independien-
temente de su objeto, se efectuará de conformidad 
con las siguientes reglas:

a) Se publicará una invitación, por un término 
no inferior a un día hábil, en la cual se señalará el 
objeto a contratar, el presupuesto destinado para 

b) El término previsto en la invitación para 
presentar la oferta no podrá ser inferior a un día 
hábil;

c) La entidad seleccionará, mediante comuni-
cación de aceptación de la oferta, la propuesta con 
el menor precio, siempre y cuando cumpla con las 
condiciones exigidas;

d) La comunicación de aceptación junto con la 
oferta constituyen para todos los efectos el contrato 
celebrado, con base en lo cual se efectuará el res-
pectivo registro presupuestal.

Parágrafo 1°. Las particularidades del procedi-
miento aquí previsto, así como la posibilidad que 
tengan las entidades de realizar estas adquisiciones 

de “gran almacén” señalada por la Superintenden-
cia de Industria y Comercio, se determinarán en el 
reglamento que para el efecto expida el Gobierno 
Nacional.

presente artículo se realizará exclusivamente con las 
reglas en él contempladas y en su reglamentación. 
En particular no se aplicará lo previsto en la Ley 816 
de 2003, ni en el artículo 12 de la Ley 1150 de 2007. 
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Artículo 95.  
Modifíquese el inciso 2° del literal c) del numeral 
4 del artículo 2° de la Ley 1150 de 2007, el cual 
quedará así:

En aquellos eventos en que el régimen aplicable 
a la contratación de la entidad ejecutora no sea el de 
la Ley 80 de 1993, la ejecución de dichos contratos 
estará en todo caso sometida a esta ley, salvo que la 
entidad ejecutora desarrolle su actividad en compe-
tencia con el sector privado o cuando la ejecución del 
contrato interadministrativo tenga relación directa 
con el desarrollo de su actividad.

Artículo 96.  Los procesos 
de contratación estatal en curso, a la fecha en que 
entre a regir la presente ley, continuarán sujetos a 
las normas vigentes al momento de su iniciación. 

No se generarán inhabilidades ni incompatibili-
dades sobrevinientes por la aplicación de las normas 
contempladas en la presente ley respecto de los 
procesos contractuales que se encuentren en curso 
antes de su vigencia.

CAPÍTULO VIII
 
 

la corrupción
SECCIÓN PRIMERA

MODIFICACIONES AL PROCESO  
DE RESPONSABILIDAD FISCAL

SUBSECCIÓN I

Artículo 97. Procedimiento verbal de responsa-

se tramitará por el procedimiento verbal que crea 
esta ley cuando del análisis del dictamen del pro-
ceso auditor, de una denuncia o de la aplicación de 
cualquiera de los sistemas de control, se determine 
que están dados los elementos para proferir auto de 
apertura e imputación. En todos los demás casos se 
continuará aplicando el trámite previsto en la Ley 
610 de 2000.

El procedimiento verbal se someterá a las normas 

Ley 610 de 2000 y en especial por las disposiciones 
de la presente ley.

Parágrafo 1°.  El proce-
so verbal que se crea por esta ley se aplicará en el 
siguiente orden: 

1. El proceso será aplicable al nivel central de la 
Contraloría General de la República y a la Auditoría 
General de la República a partir de la entrada en 
vigencia de la presente ley.

2. A partir del 1° de enero de 2012 el proceso 
será aplicable a las Gerencias Departamentales de la 
Contraloría General y a las Contralorías Territoriales.

Parágrafo 2°
-

cal, los órganos de control podrán redistribuir las 

funciones en las dependencias o grupos de trabajo 
existentes, de acuerdo con la organización y fun-
cionamiento de la entidad.

Parágrafo 3°. En las indagaciones preliminares 
que se encuentren en trámite a la entrada en vi-
gencia de la presente ley, los órganos de control 

-
ción si se dan los presupuestos señalados en este 

en los cuales no se haya proferido auto de imputa-
ción a la entrada en vigencia de la presente ley, los 

con su capacidad operativa, podrán adecuar su trá-
mite al procedimiento verbal en el momento de la 
formulación del auto de imputación, evento en el 
cual así se indicará en este acto administrativo, se 
citará para audiencia de descargos y se tomarán las 
provisiones procesales necesarias para continuar 
por el trámite verbal. En los demás casos, tanto las 
indagaciones preliminares como los procesos de 

hasta su terminación de conformidad con la Ley 
610 de 2000.

Artículo 98. Etapas del procedimiento verbal de 
. El proceso verbal comprende 

las siguientes etapas:
a) Cuando se encuentre objetivamente establecida 

la existencia del daño patrimonial al Estado y exista 
prueba que comprometa la responsabilidad del gestor 

cual deberá cumplir con los requisitos establecidos 
en los artículos 41 y 48 de la Ley 610 de 2000 y 
contener además la formulación individualizada de 
cargos a los presuntos responsables y los motivos 
por los cuales se vincula al garante. 

El auto de apertura e imputación indicará el 
lugar, fecha y hora para dar inicio a la audiencia de 
descargos. Al día hábil siguiente a la expedición del 

personalmente esta providencia. Luego de surtida la 

b) El proceso para establecer la responsabilidad 

la primera denominada de Descargos y la segunda 
denominada de Decisión. En dichas audiencias se 
podrán utilizar medios tecnológicos de comunica-
ción como la videoconferencia y otros que permitan 
la interacción virtual remota entre las partes y los 
funcionarios investigadores;

c) La audiencia de descargos será presidida en 
su orden, por el funcionario del nivel directivo o 
ejecutivo competente o en ausencia de este, por 
el funcionario designado para la sustanciación y 
práctica de pruebas. La audiencia de decisión será 
presidida por el funcionario competente para decidir;
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d) Una vez reconocida la personería jurídica 

audiencias se instalarán y serán válidas, aun sin la 

se instalarán y serán válidas las audiencias que se 
realicen sin la presencia del garante.

-

o del garante o de quien este haya designado para 
que lo represente, a alguna de las sesiones de la 
audiencia, cuando existan solicitudes pendientes de 
decidir, implicará el desistimiento y archivo de la 
petición. En caso de inasistencia a la sesión en la 
que deba sustentarse un recurso, este se declarará 
desierto. 

Artículo 99. Audiencia de descargos. La Au-
diencia de Descargos deberá iniciarse en la fecha y 
hora determinada en el auto de apertura e imputa-
ción del proceso. La audiencia de descargos tiene 

intervenir, con todas las garantías procesales, y que 
se realicen las siguientes actuaciones:

1. Ejercer el derecho de defensa. 
2. Presentar descargos a la imputación.
3. Rendir versión libre.
4. Aceptar los cargos y proponer el resarcimiento 

del daño o la celebración de un acuerdo de pago.

6. Interponer recurso de reposición.
7. Aportar y solicitar pruebas.
8. Decretar o denegar la práctica de pruebas.
9. Declarar, aceptar o denegar impedimentos.
10. Formular recusaciones.
11. Interponer y resolver nulidades.
12. Vincular nuevo presunto responsable.
13. Decidir acumulación de actuaciones.
14. Decidir cualquier otra actuación conducente 

y pertinente. 
En esta audiencia las partes tienen la facultad de 

controvertir las pruebas incorporadas al proceso en 
el auto de apertura e imputación, las decretadas en 
la Audiencia de Descargos y practicadas dentro o 
fuera de la misma, de acuerdo con lo previsto en el 
artículo siguiente.

Artículo 100. -
 La audiencia de descargos se tramitará conforme 

a las siguientes reglas:
a) El funcionario competente para presidir la 

audiencia, la declarará abierta con la presencia de 
los profesionales técnicos de apoyo designados; 

quien se haya designado para su representación;

c) Si el garante en su calidad de tercero civilmen-
te responsable, o su apoderado previa citación, no 
acude a la audiencia, se allanarán a las decisiones 

se podrán disponer suspensiones o aplazamientos de 
audiencias por un término prudencial, señalándose 
el lugar, día y hora para su reanudación o continua-
ción, según el caso;

e) Solamente en el curso de la audiencia de descar-
gos, los sujetos procesales podrán aportar y solicitar 
pruebas. Las pruebas solicitadas y las decretadas de 

diligencia. Cuando se denieguen pruebas, procede 
el recurso de reposición, el cual se interpondrá, 
sustentará y resolverá en la misma audiencia;

f) La práctica de pruebas que no se pueda rea-
lizar en la misma audiencia será decretada por un 
término máximo de un (1) año, señalando término, 
lugar, fecha y hora para su práctica; para tal efecto 
se ordenará la suspensión de la audiencia. 

Artículo 101.  
La audiencia de decisión se tramitará conforme a 
las siguientes reglas:

a) El funcionario competente para presidir la 
audiencia de decisión, la declarará abierta con la 

profesionales técnicos de apoyo designados, el 

se haya designado para su representación;
b) Se concederá el uso de la palabra a los suje-

tos procesales para que expongan sus alegatos de 
conclusión sobre los hechos que fueron objeto de 
imputación;

c) El funcionario realizará una exposición am-
plia de los hechos, pruebas, defensa, alegatos de 
conclusión, determinará si existen pruebas que 
conduzcan a la certeza de la existencia o no del daño 

de dolo o culpa grave; de la relación de causalidad 

el daño ocasionado, y determinará también si surge 
una obligación de pagar una suma líquida de dinero 
por concepto de resarcimiento;

d) Terminadas las intervenciones el funcionario 
competente declarará que el debate ha culminado, 
y proferirá en la misma audiencia de manera mo-

tal efecto, la audiencia se podrá suspender por un 
término máximo de veinte (20) días, al cabo de los 
cuales la reanudará y se procederá a dictar el fallo 

o el tercero declarado civilmente responsable, debe-
rán manifestar en la audiencia si interponen recurso 
de reposición o apelación según fuere procedente, 
caso en el cual lo sustentará dentro de los diez (10) 
días siguientes;
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será indexada a la fecha de la decisión. La provi-

la audiencia, con independencia de si el presunto 
responsable o su apoderado asisten o no a la misma. 

Artículo 102. Recursos. Contra los actos que se 

El recurso de reposición procede contra el rechazo 
a la petición de negar la acumulación de actuaciones.

El recurso de reposición en subsidio el recurso 
de apelación procede contra la decisión que re-
suelve las solicitudes de nulidad, la que deniegue 
la práctica de pruebas y contra el auto que decrete 
medidas cautelares, en este último caso el recurso 
se otorgará en el efecto devolutivo. 

-
do en audiencia proceden los recursos de reposición 
o apelación dependiendo de la cuantía determinada 
en el auto de apertura e imputación. 

El recurso de reposición procede cuando la cuantía 
del presunto daño patrimonial estimado en el auto 
de apertura e imputación, sea igual o inferior a la 
menor cuantía para contratación de la entidad afec-
tada con los hechos y tendrá recurso de apelación 
cuando supere la suma señalada. 

Estos recursos se interpondrán en la audiencia 
de decisión y serán resueltos dentro de los dos (2) 
meses siguientes, contados a partir del día siguiente 
a la sustentación del mismo.

Artículo 103.  En el auto de 
apertura e imputación, deberá ordenarse la inves-
tigación de bienes de las personas que aparezcan 
como posibles autores de los hechos que se están 
investigando y deberán expedirse de inmediato los 
requerimientos de información a las autoridades 
correspondientes.

auditor, en forma simultánea con el auto de apertura 
e imputación, se proferirá auto mediante el cual se 
decretarán las medidas cautelares sobre los bienes 
de las personas presuntamente responsables de un 
detrimento al patrimonio del Estado. Las medidas 

auto que las decreta.
-

cará en estrados una vez se encuentren debidamente 
registradas y contra él sólo procederá el recurso de 
reposición, que deberá ser interpuesto, sustentado 
y resuelto en forma oral, en la audiencia en la que 

Las medidas cautelares estarán limitadas al valor 
estimado del daño al momento de su decreto. Cuando 
la medida cautelar recaiga sobre sumas líquidas de 
dinero, se podrá incrementar hasta en un cincuenta 
por ciento (50%) de dicho valor y de un ciento por 
ciento (100%) tratándose de otros bienes, límite que 
se tendrá en cuenta para cada uno de los presuntos 
responsables, sin que el funcionario que las ordene 
tenga que prestar caución. 

-
lizador, en cualquier momento del proceso o cuando 
el acto que estableció la responsabilidad se encuentre 
demandado ante la jurisdicción competente, siem-
pre que exista previa constitución de garantía real, 
bancaria o expedida por una compañía de seguros, 

del daño estimado y probado por quien decretó la 
medida.

Artículo 104.  

-

o por conducta concluyente, con los siguientes 
procedimientos:

-

según el caso, el auto de apertura e imputación y la 
providencia que resuelve los recursos de reposición 
o de apelación contra el fallo con responsabilidad 

prevista en los artículos 67 y 68 de la Ley 1437 
de 2011, y si ella no fuere posible se recurrirá a la 

de la misma ley;
b) Las decisiones que se adopten en audiencia, 

inmediatamente se haga el pronunciamiento, se 
encuentren o no presentes en la audiencia.

En caso de no comparecer a la audiencia a pesar 
de haberse hecho la citación oportunamente, se en-

de los dos (2) días siguientes a la fecha en que se 

se realizará al día siguiente de haberse aceptado la 

uso de los recursos, si a ello hubiere lugar;

o esta fuera irregular, la exigencia legal se entiende 
cumplida, para todos los efectos, cuando el sujeto 

mismo utiliza en tiempo los recursos procedentes. 
Dentro del expediente se incluirá un registro con 

audiencia como fuera de ella, para lo cual se podrá 
utilizar los medios técnicos idóneos;

d) La vinculación del garante, en calidad de ter-
cero civilmente responsable, se realizará mediante el 
envío de una comunicación. Cuando sea procedente 
la desvinculación del garante se llevará a cabo en 
la misma forma en que se vincula. 

Artículo 105. Remisión a otras fuentes norma-
 En los aspectos no previstos en la presente 

ley, se aplicarán las disposiciones de la Ley 610 de 
2000, en cuanto sean compatibles con la naturaleza 
del proceso verbal establecido en la presente ley. 
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SUBSECCIÓN II

Artículo 106. . En los procesos 

integridad por lo dispuesto en la Ley 610 de 2000 

las siguientes providencias: el auto de apertura 

primera o única instancia; para estas providencias 

aviso previsto para las actuaciones administrativas 
en la Ley 1437 de 2011. Las demás decisiones que 

por estado.
Artículo 107. Preclusividad de los plazos en el 

. 
Los plazos previstos legalmente para la práctica de 
las pruebas en la indagación preliminar y en la etapa 
de investigación en los procesos de responsabilidad 

valor las pruebas practicadas por fuera de los mismos. 
La práctica de pruebas en el proceso ordinario de 

la providencia que las decreta. En el proceso verbal 
dicho término no podrá exceder de un año.

Artículo 108. Perentoriedad para el decreto de 
pruebas en la etapa de descargos. Vencido el término 
para la presentación de los descargos después de la 

-

Contraloría deberá decretar las pruebas a que haya 
lugar a más tardar dentro del mes siguiente. Será 
obligación de la Auditoría General de la República 
incluir la constatación del cumplimiento de esta 
norma como parte de sus programas de auditoría y 
derivar las consecuencias por su desatención.

Artículo 109. Oportunidad y requisitos de la 
 La solicitud de nulidad podrá 

-
nal, la cual se resolverá dentro de los cinco (5) días 
siguientes a la fecha de su presentación.

Contra el auto que decida sobre la solicitud de 
nulidad procederá el recurso de apelación, que se 

la decisión.
SUBSECCIÓN III

 
ordinario y al procedimiento verbal  

Artículo 110. Instancias. El proceso de respon-

cuantía del presunto daño patrimonial estimado en 
el auto de apertura e imputación o de imputación 

o inferior a la menor cuantía para contratación de 
la respectiva entidad afectada con los hechos y será 
de doble instancia cuando supere la suma señalada.

Artículo 111. Procedencia de la cesación de la 
. En el trámite de los procesos de res-

-
nación anticipada de la acción cuando se acredite el 
pago del valor del detrimento patrimonial que está 
siendo investigado o por el cual se ha formulado 
imputación o cuando se haya hecho el reintegro de 
los bienes objeto de la pérdida investigada o impu-
tada. Lo anterior sin perjuicio de la aplicación del 
principio de oportunidad.

Artículo 112. . Cuan-

o convocarse a la celebración de una audiencia se 
citará oportunamente a las partes, al garante, testi-
gos, peritos y demás personas que deban intervenir 
en la actuación.

El presunto responsable y su apoderado si lo 

calidad de tercero civilmente responsable, tendrán 
la obligación procesal de señalar la dirección, el 
correo electrónico o cualquier otro medio idóneo 
de comunicación, en el cual se recibirán las cita-
ciones. Igualmente tendrán el deber de informar 
cualquier cambio que se presente en el curso del 
proceso. Cuando se haga un cambio de dirección, 
el funcionario responsable deberá hacer en forma 
inmediata el respectivo registro, so pena de sanción 
de conformidad con lo establecido en el Código Úni-
co Disciplinario. La omisión a este deber implicará 
que sean legalmente válidas las comunicaciones que 
se envíen a la última dirección conocida.

La citación debe indicar la clase de diligencia 
para la cual se le requiere, el lugar, la fecha y hora 
en donde se llevará a cabo y el número de radicación 
de la actuación a la cual corresponde.

Artículo 113. Causales de impedimento y re-
 Las únicas causales de impedimento y 

recusación para los servidores públicos intervinien-
tes en el trámite de las indagaciones preliminares 

previstas para los jueces y magistrados en la Ley 
1437 de 2011.

Parágrafo transitorio. Mientras entra en vigencia 
la Ley 1437 de 2011, las causales de impedimento y 
recusación serán las previstas para los jueces y ma-
gistrados en el Código Contencioso Administrativo.

Artículo 114. Facultades de investigación de 
. Los organismos 

contarán con las siguientes facultades:
a) Adelantar las investigaciones que estimen 

convenientes para establecer la ocurrencia de he-
chos generadores de daño patrimonial al Estado 
originados en el menoscabo, disminución, perjuicio, 
detrimento, pérdida, o deterioro de los bienes o 

que en términos generales no se aplique al cumpli-

del Estado;
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b) Citar o requerir a los servidores públicos, con-
tratistas, interventores y en general a las personas 
que hayan participado, determinado, coadyuvado, 
colaborado o hayan conocido los hechos objeto de 
investigación;

c) Exigir a los contratistas, interventores y en 
general a las personas que hayan participado, deter-
minado, coadyuvado, colaborado o hayan conocido 
los hechos objeto de investigación, la presentación 
de documentos que registren sus operaciones 
cuando unos u otros estén obligados a llevar libros 
registrados;

d) Ordenar a los contratistas, interventores y pro-
veedores la exhibición y de los libros, comprobantes 
y documentos de contabilidad;

e) En general, efectuar todas las diligencias 
necesarias que conduzcan a la determinación de 
conductas que generen daño al patrimonio público. 

Parágrafo 1°. Para el ejercicio de sus funciones, 
las contralorías también están facultadas para ordenar 
que los comerciantes exhiban los libros, compro-
bantes y documentos de contabilidad, o atiendan 
requerimientos de información, con miras a realizar 
estudios de mercado que sirvan como prueba para la 
determinación de sobrecostos en la venta de bienes 
y servicios a las entidades públicas o privadas que 
administren recursos públicos.

Parágrafo 2°. La no atención de estos requerimien-
tos genera las sanciones previstas en el artículo 101 
de la Ley 42 de 1993. En lo que a los particulares 

(10) salarios mínimos mensuales legales vigentes.
Artículo 115. Facultades especiales. Los Organis-

mos de Vigilancia y Control Fiscal crearán un grupo 
especial de reacción inmediata con las facultades de 
policía judicial previstas en la Ley 610 de 2000, el 
cual actuará dentro de cualquier proceso misional 
de estos Organismos y con la debida diligencia y 
cuidado en la conservación y cadena de custodia 
de las pruebas que recauden en aplicación de las 
funciones de policía judicial en armonía con las 
disposiciones del Código de Procedimiento Penal 
en cuanto sean compatibles con la naturaleza de 
las mismas. Estas potestades deben observar las 
garantías constitucionales previstas en el artículo 
29 de la Constitución Política.

Artículo 116. Utilización de medios tecnoló-
gicos. Las pruebas y diligencias serán recogidas 
y conservadas en medios técnicos. Así mismo, la 
evacuación de audiencias, diligencias en general 
y la práctica de pruebas pueden llevarse a cabo 
en lugares diferentes a la sede del funcionario 
competente para adelantar el proceso, a través 
de medios como la audiencia o comunicación 
virtual, siempre que otro servidor público contro-
le materialmente su desarrollo en el lugar de su 
evacuación. De ello se dejará constancia expresa 
en el acta de la diligencia.

número de fax o a la dirección de correo electrónico 

del investigado o de su defensor, si previamente y 

en la fecha que aparezca en el reporte del fax o en 
que el correo electrónico sea enviado. La respectiva 
constancia será anexada al expediente. 

Artículo 117. Informe Técnico. Los órganos de 

funcionarios para que rindan informes técnicos que 
se relacionen con su profesión o especialización. Así 
mismo, podrán requerir a entidades públicas o parti-
culares, para que en forma gratuita rindan informes 
técnicos o especializados que se relacionen con su 
naturaleza y objeto. Estas pruebas estarán destinadas 
a demostrar o ilustrar hechos que interesen al proceso. 
El informe se pondrá a disposición de los sujetos 
procesales para que ejerzan su derecho de defensa 
y contradicción, por el término que sea establecido 
por el funcionario competente, de acuerdo con la 
complejidad del mismo. 

El incumplimiento de ese deber por parte de las 
entidades públicas o particulares de rendir informes, 
dará lugar a la imposición de las sanciones indica-
das en el artículo 101 de la Ley 42 de 1993. En lo 

entre cinco (5) y veinticinco (25) salarios mínimos 
mensuales legales vigentes. 

Artículo 118. 
. El grado 

de culpabilidad para establecer la existencia de 

dolo cuando por los mismos hechos haya sido con-
denado penalmente o sancionado disciplinariamente 
por la comisión de un delito o una falta disciplinaria 
imputados a ese título.

culpa grave en los siguientes eventos:
a) Cuando se hayan elaborado pliegos de condi-

ciones o términos de referencia en forma incomple-
ta, ambigua o confusa, que hubieran conducido a 
interpretaciones o decisiones técnicas que afectaran 
la integridad patrimonial de la entidad contratante;

del deber de efectuar comparaciones de precios, ya 
sea mediante estudios o consultas de las condiciones 
del mercado o cotejo de los ofrecimientos recibidos 

que superen los precios del mercado;
c) Cuando se haya omitido el cumplimiento de 

las obligaciones propias de los contratos de inter-
ventoría o de las funciones de supervisión, tales 
como el adelantamiento de revisiones periódicas de 
obras, bienes o servicios, de manera que no se esta-
blezca la correcta ejecución del objeto contractual 
o el cumplimiento de las condiciones de calidad y 
oportunidad ofrecidas por los contratistas;
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d) Cuando se haya incumplido la obligación de 
asegurar los bienes de la entidad o la de hacer exigi-
bles las pólizas o garantías frente al acaecimiento de 
los siniestros o el incumplimiento de los contratos;

e) Cuando se haya efectuado el reconocimiento 
de salarios, prestaciones y demás emolumentos y 
haberes laborales con violación de las normas que 
rigen el ejercicio de la función pública o las rela-
ciones laborales.

Artículo 119. Solidaridad. En los procesos de 

de repetición en los cuales se demuestre la existencia 
de daño patrimonial para el Estado proveniente de 
sobrecostos en la contratación u otros hechos irre-
gulares, responderán solidariamente el ordenador 
del gasto del respectivo organismo o entidad con-
tratante con el contratista, y con las demás personas 
que concurran al hecho, hasta la recuperación del 
detrimento patrimonial. 

Artículo 120. Pólizas. Las pólizas de seguros por 
las cuales se vincule al proceso de responsabilidad 

responsable, prescribirán en los plazos previstos en 
el artículo 9° de la Ley 610 de 2000.

SECCIÓN SEGUNDA
MEDIDAS PARA EL FORTALECIMIENTO 

DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN  
DE CONTROL FISCAL

Artículo 121. Alianzas estratégicas. Las Contra-
lorías Territoriales realizarán alianzas estratégicas 
con la academia y otras organizaciones de estudios 
e investigación social para la conformación de equi-
pos especializados de veedores ciudadanos, con el 

de las políticas públicas y los recursos del erario 
comprometidos en su ejecución.

Artículo 122.  Cuando a tra-
vés de las Comisiones Constitucionales Permanentes 
del Congreso se solicite a la Contraloría General de 
la República, ejercer el control excepcional de las 
investigaciones que se estén adelantando por el ente 

quien así lo solicitare deberá:
1. Presentar un informe previo y detallado en 

el cual sustente las razones que fundamentan la 
solicitud.

2. La solicitud debe ser aprobada por la mayoría 
absoluta de la Comisión Constitucional a la cual 
pertenece.

Parágrafo. Si la solicitud fuere negada esta no 
podrá volver a presentarse hasta pasado un año de 
la misma.

Artículo 123. Articulación con el ejercicio del 

producidos por las contralorías serán remitidos a las 
Corporaciones de elección popular que ejerzan el 
control político sobre las entidades vigiladas. En las 
citaciones que dichas entidades hagan a servidores 

públicos para debates sobre temas que hayan sido 
materia de vigilancia en el proceso auditor deberá 
invitarse al respectivo contralor para que exponga 
los resultados de la auditoría.

Artículo 124.  La 
regulación de la metodología del proceso auditor por 
parte de la Contraloría General de la República y 
de las demás contralorías, tendrá en cuenta la con-
dición instrumental de las auditorías de regularidad 
respecto de las auditorías de desempeño, con miras a 
garantizar un ejercicio integral de la función auditora.

Artículo 125. Efecto del control de legalidad. 
Cuando en ejercicio del control de legalidad la 
Contraloría advierta el quebrantamiento del prin-
cipio de legalidad, promoverá en forma inmediata 
las acciones constitucionales y legales pertinentes 
y solicitará de las autoridades administrativas y 
judiciales competentes las medidas cautelares 
necesarias para evitar la consumación de un daño 
al patrimonio público, quienes le darán atención 
prioritaria a estas solicitudes.

Artículo 126. Sistemas de información. La Con-
traloría General de la República, las Contralorías 
territoriales y la Auditoría General de la República, 
a través del Sistema Nacional de Control Fiscal - 
Sinacof, levantarán el inventario de los sistemas 
de información desarrollados o contratados hasta 
la fecha de la entrada en vigencia de la presente 
ley por parte de las Contralorías territoriales para 

la integración de los sistemas existentes y permita 
la incorporación de nuevos desarrollos previamente 
convenidos y concertados por los participantes de 
dicho sistema.

Artículo 127. 
 La Auditoría General de la República 

constatará la medición efectuada por las Contra-

de su función, para lo cual tendrá en cuenta que 
se trate de acciones evidenciadas debidamente 
comprobadas, que correspondan al seguimiento de 
acciones establecidas en planes de mejoramiento 
o que sean producto de observaciones, hallazgos, 
pronunciamientos o advertencias efectuados por la 

y que exista una relación directa entre la acción de 

Artículo 128. Fortalecimiento institucional de la 

fortalecer las acciones en contra de la corrupción, 
créanse dentro de la estructura de la Contraloría Ge-
neral de la República la Unidad de Investigaciones 
Especiales contra la Corrupción, la Unidad de Co-
operación Nacional e Internacional de Prevención, 
Investigación e Incautación de Bienes, la Unidad de 
Apoyo Técnico al Congreso y la Unidad de Seguri-
dad y Aseguramiento Tecnológico e Informático, las 
cuales estarán adscritas al Despacho del Contralor 
General y serán dirigidas por un Jefe de Unidad del 
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En la Unidad de Investigaciones Especiales contra 
la Corrupción, créanse once (11) cargos de Contralor 
delegado intersectoriales, quienes desarrollarán sus 

especiales o investigaciones relacionadas con he-
chos de impacto nacional que exijan la intervención 
inmediata de la entidad por el riesgo inminente 
de pérdida o afectación indebida del patrimonio 
público o para establecer la ocurrencia de hechos 

asegurar las pruebas para el adelantamiento de los 
procesos correspondientes.

La Unidad de Cooperación Nacional e Inter-
nacional de Prevención, Investigación e Incauta-
ción de Bienes estará conformada por servidores 
públicos de la planta de personal de la entidad, 
asignados en misión a la misma, y tendrá como 
función principal la promoción e implementación 
de tratados, acuerdos o convenios con entidades 
internacionales o nacionales para obtener el inter-
cambio de información, pruebas y conocimientos 
por parte de personal experto o especializado que 
permita detectar bienes, cuentas, inversiones y otros 
activos de personas naturales o jurídicas investiga-
das o responsabilizadas por la causación de daños 
al patrimonio público para solicitar el decreto de 
medidas cautelares en el trámite de los procesos 

las acciones de repetición. 
La Unidad de Apoyo Técnico al Congreso prestará 

asistencia técnica a las plenarias, las comisiones 
constitucionales y legales, las bancadas parlamen-
tarias y los senadores y representantes a la Cámara 
para el ejercicio de sus funciones legislativa y de 
control político, mediante el suministro de informa-
ción que no tenga carácter reservado, el acompaña-
miento en el análisis, evaluación y la elaboración 
de proyectos e informes especialmente en relación 

así como la canalización de las denuncias o quejas 
de origen parlamentario.

La Unidad de Seguridad y Aseguramiento Tec-
nológico e Informático prestará apoyo profesional 
y técnico para la formulación y ejecución de las 
políticas y programas de seguridad de los servidores 
públicos, de los bienes y de la información de la 
entidad; llevará el inventario y garantizará el uso 
adecuado y mantenimiento de los equipos de segu-
ridad adquiridos o administrados por la Contraloría; 
promoverá la celebración de convenios con entida-
des u organismos nacionales e internacionales para 
garantizar la protección de las personas, la custodia 

los datos manejados por la institución. 
Para los efectos anteriores, créanse dentro de la 

planta global de la Contraloría General de la Re-
pública dos cargos de director grado 03, cinco (5) 
cargos de profesional universitario grado 02 y tres 
(3) cargos asistenciales grado 04, de libre nombra-
miento y remoción.

Para la vigilancia de los recursos públicos de 
la Nación administrados en forma desconcentrada 
en el nivel territorial o transferidos a las entida-
des territoriales y sobre los cuales la Contraloría 
General de la República ejerza control prevalente 
o concurrente, organícense en cada departamento 
gerencias departamentales colegiadas, conformadas 
por un gerente departamental y no menos de dos 
contralores provinciales. Con la misma estructura, 
organícese para el Distrito Capital una gerencia 
distrital colegiada.

El número de contralores provinciales a nivel 
nacional será de 75 y su distribución entre las ge-
rencias departamentales y la distrital la efectuará 
el Contralor General de la República en atención 
al número de municipios, el monto de los recursos 
auditados y nivel de riesgo en las entidades vigiladas. 

Las gerencias departamentales y Distrital cole-
giadas, serán competentes para:

a) Elaborar el componente territorial del plan 
general de auditoría de acuerdo con los lineamientos 

en coordinación con la Contralorías delegadas;

c) Resolver las controversias derivadas del ejer-
cicio del proceso auditor;

d) Determinar la procedencia de la iniciación de 

de medidas cautelares;
e) Las demás que establezca el Contralor General 

de la República por resolución orgánica. 
Parágrafo 1º. Para los efectos previstos en este 

artículo, los servidores públicos de la Contraloría 
General de la República que tengan la calidad o ejer-
zan la función de contralores delegados, contralores 
provinciales, directores, supervisores, coordinado-
res, asesores, profesionales o tecnólogos podrán 
hacer parte de los grupos o equipos de auditoría.

Parágrafo 2º. Los gastos que demande la apli-
cación de lo dispuesto en el presente artículo serán 
atendidos con los recursos del presupuesto de la 
respectiva vigencia y para el año 2011 no implican 
una erogación adicional. La Contraloría General 
de la República efectuará los traslados necesarios.

SECCIÓN TERCERA
MEDIDAS ESPECIALES PARA EL FORTALE-
CIMIENTO DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN 

DE CONTROL FISCAL TERRITORIAL
Artículo 129. Planeación estratégica en las 

. Cada Contraloría de-
partamental, distrital o municipal elaborará su 
plan estratégico institucional para el período del 
respectivo Contralor, el cual deberá ser adoptado 
a más tardar dentro de los tres meses siguientes a 
su posesión.

La planeación estratégica de estas entidades se 
armonizará con las actividades que demanda la 
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implantación del modelo estándar de control inter-
no y el sistema de gestión de calidad en la gestión 
pública y tendrá en cuenta los siguientes criterios 

referentes a su actividad misional:
a) Reconocimiento de la ciudadanía como 

punto de partida y de llegada del ejercicio del 

b) Componente misional del plan estratégico en 
función de la formulación y ejecución del Plan de 
Desarrollo de la respectiva entidad territorial;

c) Medición permanente de los resultados e 
impactos producidos por el ejercicio de la función 

d) Énfasis en el alcance preventivo de la función 

los sistemas de control interno y en la formulación 
y ejecución de planes de mejoramiento por parte de 
los sujetos vigilados;

e) Desarrollo y aplicación de metodologías 
que permitan el ejercicio inmediato del control 
posterior y el uso responsable de la función de 
advertencia;

f) Complementación del ejercicio de la función 

los grupos de interés ciudadanos y con el apoyo 
directo a las actividades de control macro y micro 
mediante la realización de alianzas estratégicas.

Artículo 130. 
auditor en el nivel territorial. La Contraloría 
General de la República, con la participación de 
representantes de las Contralorías territoriales 
a través del Sistema Nacional de Control Fiscal 
- Sinacof, facilitará a las Contralorías Departa-
mentales, distritales y municipales una versión 
adaptada a las necesidades y requerimientos pro-
pios del ejercicio de la función de control fiscal 
en el nivel territorial de la metodología para el 
proceso auditor, se encargará de su actualización 
y apoyará a dichas entidades en el proceso de 
capacitación en el conocimiento y manejo de 
esta herramienta. La Auditoría General de la 
República verificará el cumplimiento de este 
mandato legal.

CAPÍTULO IX

Artículo 131.  Lo 
dispuesto en la presente ley también se aplicará a las 

gestione intereses de personas jurídicas que tengan 
su domicilio fuera del territorio nacional. 

Artículo 132. Caducidad y prescripción de la 
acción disciplinaria. El artículo 30 de la Ley 734 
de 2002, quedará así:

 “La acción disciplinaria caducará si transcurri-
dos cinco (5) años desde la ocurrencia de la falta, 
no se ha proferido auto de apertura de investigación 
disciplinaria. Este término empezará a contarse 

para las faltas instantáneas desde el día de su 
consumación, para las de carácter permanente o 
continuado desde la realización del último hecho 
o acto y para las omisivas cuando haya cesado el 
deber de actuar.

La acción disciplinaria prescribirá en cinco 
(5) años contados a partir del auto de apertura 
de la acción disciplinaria. Cuando fueren varias 
las conductas juzgadas en un mismo proceso la 
prescripción se cumple independientemente para 
cada una de ellas.

Parágrafo. Los términos prescriptivos aquí pre-
vistos quedan sujetos a lo establecido a los tratados 

Artículo 133. El artículo 106 de la Ley 1438 de 
2011, quedará así:

“Artículo 106. Prohibición de prebendas o 
 

Queda expresamente prohibida la promoción u otor-
gamiento de cualquier tipo de prebendas, dádivas a 
trabajadores de las entidades del Sistema General de 
Seguridad Social en Salud y trabajadores indepen-
dientes, sean estas en dinero o en especie, por parte 
de las Entidades Promotoras de Salud, Instituciones 
Prestadoras de Salud, empresas farmacéuticas pro-
ductoras, distribuidoras, comercializadoras u otros, 
de medicamentos, insumos, dispositivos y equipos, 
que no esté vinculado al cumplimiento de una re-
lación laboral contractual o laboral formalmente 
establecida entre la institución y el trabajador de 
las entidades del Sistema General de Seguridad 
Social en Salud.

Parágrafo 1°. Las empresas o instituciones que 
incumplan con lo establecido en el presente artículo 
serán sancionadas con multas que van de 100 a 500 
SMMLV, multa que se duplicará en caso de reinci-
dencia. Estas sanciones serán tenidas en cuenta al 
momento de evaluar procesos contractuales con el 
Estado y estarán a cargo de las entidades de Inspec-
ción, Vigilancia y Control con respecto a los sujetos 
vigilados por cada una de ellas.

Parágrafo 2°. Los trabajadores de las entidades 
del Sistema General de Seguridad Social en Salud 

investigados por las autoridades competentes. Lo 
anterior, sin perjuicio de las normas disciplinarias 
vigentes”.

Artículo 134. El artículo 411 del Código Penal 
quedará con parágrafo que dirá: 

Parágrafo. Los miembros de corporaciones pú-
blicas no incurrirán en este delito cuando intervengan 
ante servidor público o entidad estatal en favor de 
la comunidad o región.

CAPÍTULO X
Vigencia

Artículo 135. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de su promulgación y deroga las normas que 
le sean contrarias.
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El Presidente del honorable Senado de la Re-
pública,

El Secretario General del honorable Senado de 
la República,

El Presidente de la honorable Cámara de Re-
presentantes,

El Secretario General de la honorable Cámara 
de Representantes,

REPÚBLICA DE COLOMBIA -  
GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase. 
Dada en Bogotá, D. C., a 12 de julio de 2011.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN
El Ministro del Interior y de Justicia,

El Ministro de Hacienda y Crédito Público, 

El Ministro de la Protección Social,

El Director del Departamento Nacional de Pla-
neación,

La Directora del Departamento Administrativo 
de la Función Pública,

mado en Bogotá, D. C., a los 19 días del mes de 
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